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LUGAR DE LA POLITICA EN LA ESFERA

DE LA REALIDAD

MANUEL GARCIA PELAYO

1. Las esferas de la realidad

Todo conocimiento o saber'cien_t_í_f¿coes conocimiento de una

realidad. Por cOnsiguiente, hemos de comenz'ar planteándonos Ef

pFó'El'eTnade cual es el territorio de la realidad en el que enraíza

Ia política. Ante nosotros tenemos distintas realidades: realida-

des son, por ejemplo, las montañas, los ríos, los mares. las mareas,
la energía eléctrica o la energía calórica; no menos real es un cua-

dro de Velázquez o- una escultura de Rodín o la proposición mate-

mática de que la suma de los tres ángulos de un triángulo es igual
a dos rectos, y, en fin. también son realidades el Estado norteame-

ricano, un partido político, una sociedad comercial o una doctrina

política o científica. Sin embargo, cabe reducir tan heterogéneas
realidades a dos grandes rúbricas: en la una, las cosas y fuerzas

que no han sido hechas por el hombre: en la otra, las cosas hechas

por éste. La primera constituye el mundo de la realidad natural;
la segunda el de la Vlda humana obJenMada g_de_lgspintu 0b]eth0

A. - La realidad natural

Así, pues, la naturaleza está compuesta de aquellas cosas en

cuya creación, comportamiento y mantenimiento no ha interve-

nido ni interviene el hombre. No éste o aquel hombre, el de esta

época o el de otra época, sino el hombre en general. Pero del he-

cho de que las materias y energías naturales, (en realidad. de

acuerdo con la física moderna, toda materia es energía), no hayan
sido creadas por el hombre, no se desprende que éste permanezca

pasivo e inerme ante ellas, pues el hombre está dotado de inteli-

geggia y de voluntad, que le hacen capaz de cqggger las cosas y,
una vez conocidas en sí mismas y en sus relaciones, ponerlas a su

servicio. vEllo es posible porque la naturaleza no se mueve de un

modo anárquico sino con arreglo a una
“

egalida ”. es decir, a
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unas relaciones absolutas, cuando menos, muy probables entre

los fenómenos, de modo que conociendo tales relaciones se puede
prevger dé”antemano el commrtamiento de Éstos. Una vez cono-

cidas empírica o científicamente dichas relaciones (por ejemplo,
que el vapor de agua tiene fuerza expansiva), el hombre puede
ponerlas a su servicio, puede provocar una causa en la seguridad
de que dará lugar a determinado efecto (por ejEmplo, el vapor
calentando agua). Y, por consiguiente, si se conoce adecuadamen-
te todo un sistema de conexiones de causas y efectos entre una

pluralidad de fenómenos, entonces, se puede dirigir a todo este

sistema de tal manera que produzca un resultado preu'sto y que-
rido por el hombre (por ejemplo, una máquina cuya fuerza está

generada por el vapor de agua y que es capaz de arrastrar un tren

o de mover un telar). Tal es la función de la técnica en el sentido

restringido de la palabra (tecnología): mediante un previo cono-

cimiento científigo o empírico de los fenómenos naturales y de

sus relaciones recíprocas. y no violentando sino adaptándose n

estas relaciones, pero haciéndolas operar dentro de un sistema ra-

cionalmente trazado, el hombre es capaz de canalizarlas y dirigir-
las en orden a conseguir el objetivo requerido. Frente al hombre

-:le otras culturas, el hombre occidental se ha caracterizado: 1) por
tener clara conciencia de la distinción entre el mundo de la qa:
turaleza y el mundo genuinamente higiano: 2) por su impulso a

dominar el mundo naturangniéndolo al servicio de los fines hu-

manos; 3) en consecuencia, por su extraordinaria vocación y ca-

pacidad para ¿{técnica

3. Vida humana objetivada (Espíritu objetivo)

Junto al mundo de la naturaleza está el de las cosas hechas

por el hombre en el desarrollo de su vida. De todo lo que el hom-

bre hace. algunas acciones son fugaces y no adquieren existencia

objetiva ni duradera. Otros actos suyos, en cambio, dan lugar .1

realidades dotadas de existencia autónoma o independiente de su

creador . Así, por ejemplo, el cuadro “Las Meninas" fué hecho por
un hombre, por Don Diego Velázquez, pero una ve'z pintado por
éste adquirió una existencia independiente de su creador. Tal in-

dependencia no consiste solamente en que dicho cua .ro sea una

realidad que por si misma ocupa espacio y pervive a través del

tiempo, sino también en que dicha obra puede ejercer sobre el
desarrollo de la pintura una influencia que Velázquez no pudo
imaginar. en que cada persona que lo contemple puede ver en él

significaciones que muy probablemente no viera Velázquez, y en

que tal cuadro, al conexionarse con otros del 'r'nTs'mo Velázquez o

de otros pintores, contribuyó a conformar el estilo de una é ca.

Así, pues, el cuadro fué ciertamente hecho por Velázquez, pero



una vez creado adquirió una existencia, una influencia y unas sig-
nific'aciones iídependientes de su creador. Se trata de una crea-

ción subjefiya y pers_o_r_ial,pero con existencia objgt_i_yae impegso-
nal una vez__que su autor puso la ultima pincelaga sobre ¿La

Lo mismo que decimos del cuadro de Velázquez podemos afir-

mar de la constitución americana —más adelante veremos las di-

ferencias entre uno y otro tipo de realidad—; tal constitución fué

ciertamente hecha por unos hombres,‘ por los constituyentes de

1787, y es patente que es un resultado de las ideas políticas dc

aquellos hombres y de la manera cómo ellos concebían los pro-
blemas políticos de la América de su tiempo. Pero no es menos

cierto que dicha obra rebasa las existerm’as particulares de sus

creadores, pues ahí está todavía como constitución vigente de los

EstaiósUnidos, aunque el sentido que las sucesivas geñ'éraciones
hayan dado a la constituclón es distinto del que le dieron los

“padres”. Es, pues, una creación humana, pero, lo mismo que el

cuadro de Vlázquez, posee una existencia obigflva e imperso_nal:
no solo regula las relaciones políticas de los que la crearon sino

también de los que los siguieron. Incluso los mismos “padres”, al

hacer _la_constitución quedaron ya bajo la constitución, que "regia
y tenía existencia por enci_r.nade sus voluntades particulares, aun-

que no por encima de las de todos o la mayoría de los‘ciudadanos

norteamericanos.

Visto lo que ambos fenómenos representativos —el cuadro

de Velázquez y la constitución americana- tienen de común, vea-

mos ahora algo de lo que tienen de diferente. La pintura de Ve-

lázquez —y _lomismo podemos decir de la “Etica” de Aristóteles o

de la “Divina Comedia” de Dante- adquienen, una vez creadas,
existencia por sí mismas sin necesidad de que otros hombres se

ocupen constantemente en darles vigencia, si bien su influjo sobre

la pintura, la filosofía o la literatura es nulo, grande o pequeño

según la situación espiritual de cada época . En cambio, la cons-

titución americana o la pgfis griega o el Imperio español sólo tie-

nen o tuvierñ‘ existencia en tanto que un conjunto de hombres

realiza o realizó actos para darles vige_n¿ia:la constitución ame-

ricañ‘a es hoy ü'na realidad política en virtud de que una serie de

hombres: Presidente, secretarios, senadores, representantes, un-

cionar_ios, ciudadïnos, realizan permanïntementeuna serie de

actos en los cuales y a través de los cuales adquiere vigencia, y

dejaría de estar vigente en el momento en que, por las circuns-

tancias que fuere, no se realizasen tales actos, del mismo modo que

hoy no son realidades políticas ni la polis helén'iga ni el Imperio
español de América. Después de este somero análisis estamos en

condiEiïnes de distinguir, dentro de la vida humana objetivada.
entre la esfera de la realidad cultural y la esfera de la realid_a¿i
social.
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a) La realidad cultural.

La cultura —en el sentido objetivo de la palabra-se compone
de las creaciones de los hombres, o, dicho de otro modo, es la vida
del hombre plasmada en realidades objefiyas, no dependientes
para su existencia de nuevos actos del sujeto creaggr o de otros

hombres, y poseyendo un destino independiente del que pudo
darle su autor: Aristóteles no pudo imaginar que su filosofía.

sirviera de instrumento de racionalización de la filosofia católi-

ca, ni Hegel que de la suya pudiera derivar el materialismo dia-
léctico y, por esa vía. el partido comunista. Debemos aclarar sin

embargo que si bien la existencia de la realidad cultural no de-

pende de otros hombres, sí, en cambio, dependen de estos tanto

los significados que se perciban en dicha realidad como su mayor
o menor actualización y vigencia. Hay, así, épocas que pueden
ser ciegas para el valor estético de ciertas obras de arte —tal

sucedió, por ejemplo, con la pintura del Greco y con la arquitec-
Tura de El Escorial durante el siglo XVIII y buena parte del
XIX- hay tendencias que pueden ver en un filós_ciouna signi-
ficación revolucionaria mientras que otras pueden ver una sig-
nificación conservadora, tal como ha sucedido, por ejemplo, con

la filosofía de Hegel o con la de Aristóteles; hay épocas o ten;
dencias que actualizan o se vinculan a una dirección estética.

literaga o filosófica- del pasado de tal modo que deja de ser pa-
sado para convertirse en actualidad. tal ocurrió, por ejemplo. con

la filosofía de Aristóteles en la edad media y tal ocurre en ciertas

tendencias pictóricas actuales con respecto a los primitivos. Ello

es así porque los fenómenos culturales están destinados a ser

comprendidos por las gentes y para comprender un fenómeno hay
que estar en una determinada situación.que nos puede hacer

ciegos para estimar una 'ó'B'Fa o incapaces para comprender su

significado o, por el contrario, nos puede despertar nuestra capa-
cidad estimativa y abrimos significados que otras gentes u otras
épocas no son capaces de Mibir. Pero, en todo caso, —y esto

es importante- la actualización de los fenómenos culturales de-

pende de actos de la inteliggigia o de la sensibilidad. pero®dela voluntad.
a

La gnltura no forma una masa inconexa de fenómem sino

una articulación en distintas esferas gobernadas por una propia
lógigy estructura. Por de pronto, se ordenan en distintos terri-

torios según os valores que trata de alcanzar, razón por la cual

ha podido ser definida como los resultados de la actividad huma-

na encaminada a alcanzar detenmmagps valores. Y así. la cul-

tura está integrada por el arte en cuanto que este trata de alcan-

zar la belleza; p_o_r la ciencia en cuanto trata de alcanzar la ver-

dad; por el derecho en cuanto trata de realizar la jus_t_i_c_ia;por la
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ética en cuanto trata de realizar el bien; por la religión en tanto

que aspira a la santidad; por la economía en cuanto pretende al-
canzar lo Por supuesto, que no es necesario que se realice
efectivamente el valor, sino que basta la pretensión de alcanzar-
lo; a la cultura pertenecen tanto los eStÍLQSo las obras de arte

que nos parecen bellos como aquellos que nos parecen feos;
tanto los sistemas juïïdicos que estimamos justos comoÏos que
tenemos por injustos, tanto la religión que tenemos por verdade-
ra’como las que nemos como falsas. El vaor es simplemente
la condición lógica para la‘existencia de la cultura y su ordena-
ción en diversas ramas.

Cada una de estas ramas de la cultüra está dotada de sus

propias estructuras, ordenándose en estilos, en formas, o en

sistemas, tales como el estilo gótigo, el romántico, el renacentista.

cl sistema jurídico del comn‘Lon law o el del civil law, los géneros

literafis, las formas económicas, etc. Cada uno de estos estilos.
formas o sistemas alberga varias obras de arte individuales, va-

rias normas jurídicas, varias instituciones económicas, etc., pero
todas ellas unidas por algún deng' minador común en cuanto a la

intuición del valor, a sus maneras de expresión _v a la lógica in-

teïïdï'sus componentes. En resumen, la cultura: al es creada

por la actividad del hombre expresada en obras objetivas; b) es-

tas obras se clasifican en distintas ramas según el valor que pre-
renden realizar; (Ciencia, Arte, Derecho, Filosofía, etc.); c) den-

tro de cada una de estas ramas se ordenan en diversas estructu-

ra's (estilos, siste_r_nas, formas, etc.) que representan conceptos
genéricos y abstractos con respecto a cada una de las obras
objetos que albergan, pero individuales y concretos —no lo o -

videmós- frente a otras estructuras -de la misma r.a_n_ia;así el

estilo gótico es un concepto genérico con respecto a una serle de

monumentos, pinturas y esculturas; dentro de él se encuentran

tanto la'EÉted-ral cÏÉParís, como la de Viena, como la de Estras-

burgo, como la de León o como la de Burgos. . . pero es una es-

tructura y un concepto individual con respecto al estilo román-

tico o al barroco.
T'

f . .

g La realidad soczal.

La realidad social se compone de las relaciones de los hom-

bres erm‘e sí cuando éstas se desarrollan dentro de ciertas fo¿mas
de caracter permanente, expresadas eMeterminadas reglas (usos

sociales¿ normas e cortesía, costu bres,, leyes, etc.) o en deter-

minados sistemas de ÉFganizaciónr(na"sl)r(na"sl) sociedades, cor-

poraciones, Estados, etc.)_ Si analizamos este tipo de realidades

llegaremos a las siguientes consecuencias:
.—-—- —
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I) son autónomas con respecto a cada hombre individual-
mente considerado, pues una asociación continúa existiendo in-

dependientemente de que se den. de baja algunos de sus 's'ocios, o

un Estado aunque algunos de sus súbditos pierden la ciudada-
nía o aunque algunos mueran u otros ngcan; una ley continúa
estando vigente aunq'i'i‘e:_seproduzca algun_a_infracciónde ella.

n) por consiguiente, tienen 1m carácter impersgnal, trans

individualista, puesto que trascienden a cada ¿mo de sus compo-
nentes, es decir, a los hombres que las forman, y puesto que tales

componentes adquieren ellos mismos un carácter impersonal
derivado de su pertenmcia a tales realidades sociales, o, dicho

de otro modo, adquieren una cualidad que es común a todos los

participantes y, por tanto, impersonal con respecto a cada uno de

ellos; así, los pertenecientes al Estado son los ciudadanos, pero
“ciudadano” significa justamente lo que yo tengo de rigugg-
samente individual sino de común con todos los demás que for-
man parte de mi m_i_smoEstado; los pertenecientes a una Iglesia
son los fieles. pero ser “fiel” signifi_ca, en este caso. la común

lealtad con otros a unos principios que todos los “fieles” hemos

aceptado. es pues una cualidad que yo_tengo en común-con otros

mucfi'os y no, por consiguiente, una cualidad individual.

m) pero si bien es cierto que dichas realidades trascienden
a los hombres individualmente considerados, no es menos cierto

que solo existen a través de las decisigges y acci es de los hQ_-
mi; n_o hay Estado sin ciudadanos, ni socieda sin socios, ni

Iglesia sin fieles; pero ciudadano, fiel _y socia, no implican actitu-

des meramente pasivas sino. por el contrario, actitudes actuas.
implican realizar una serie de actos y toma: una serie_de deci-

siones_granias a las cuales dichas realidades sociales adquieren y
mantienen su existencia.

'

lv) por consiguiente, 'la existencia de las realidades sociales

precisa de una constante real_i_zación:no quedan realizadas con

la mera creasión, como sucede, por ejemplo, con una obra de

arte, sino que han de ser constantemente renovadas, de manera

que podemos afirmar que tales realidades 803 mientras devgnen,
su realidad nunca está acabada sino que es un hacerSe confiante,
expresado en una serie ininterrumpida de decisiones y de aét
A este constante proceso mediante el cual las acciones dar na

pluralidad de hombres se transforma en una unidad-constante-
mente de dexenir, lo llamamos integración. Sólo en tanto se ma-

nifiesta esta integración tienen realid-ïdes las entidades sociales.

@ La Historia

La realidad .cultu_ral y soga] no solo se nos revela en la

historia smo que, además, tiene existencia histórica. Se nos reve-
*

ñ
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la en la historia en cuanto que ésta no es otra cosa que los re-

sultaggs del esfuerzo del hombre por la constfiicción de su mun-

do cultural y so'c'ial. Tiene existencia histórica en el sentido de

que en Ta'wda humana objetigada nada se considera acabado ni
resuelto de una manera dgfinitiva, pues el homb'rï se encuentra

siempre frente a nuevos problemas y ambicionagdo nuevos obje-
tivos: la solución de un problema le plantea otrg, el log_1_'_ode una

fina idad le abre_l_a perspectiva de nuevas finalidades: la física
aristotélica resultó insatisfactoria y fué sustituí a por la física
newtoniana y ésta, a su vez, por la física de la relatividad o de
los quanta; la pintura impresionista que satisfizo las rTé'Eesidades
estéticas de una época resultó más tarde insuficiente ante la
nueva sensibilidad y fué sustituida por otros tipos de pintura,
lo mismo que la pintura impresionista había sustituido, por su

pa_rte,la romagtica y ésta a la clásica;el Estado liberal, satisfac-
tOI‘lO en un tiempo, plïnteó. después nuevos problemas que lo
hicieron insatisfactorio, dando, así, paso a otras formas políticas.
Ahora bien, esta “inestabi_l_i_dadde lo perecgdero en el tiempo”
(Jaspers), es, justamente, la historicidad. Mas tal historicidad no

se manifiesta solamente en cuanTcTïÏtïEtodo presente está desti-
nado a convertirse en pasado sino también en el proceso contra-

rio, es decir, en que el pasado gram y se manifiesta en el pre-

sen_te. Lo que hoy somos o hacemos está condicionado por lo que

ayer fuíLnos o hicimos o lo que fueron o hgieron otros: si hoy
se habla el español"en Puerto Rico'e's porque los españoles des-

cubrieron y colonizaron la isla y porque dos generaciones de

puertorriqueños decidieron resistir el intento asimilaciggista;
gran número de problemas con los que se enfrentan los Estados

Unidos son la consecuencia de haber entrado en la segunda gue-
rra mundial y de otra serie de actos ocurridos en el pasado, como,

por ejemplo, la conferencia de Yalta. Tanto la guerra, como la

conferencia resolvieron unos problemas pero inmediatamente

plantearon otros Mas no solamente se trata de que el pasado
condicione el presente sino también de que cosas, ideas y g-
chogsui'gidps en el pasado, tienen, sin embargo, realidad presente,
así, por ejemplo, el common law, que es un tipo de ordenación

jurídica nacido en la edad media, está todavía presente, aunque
cón importantes modificaciones, en el actual sistema jurídico an-

glo-norteamgricano; la Declaración de Independencia continúa

promoviendo el entusiasmo y operando como factor de integra-
ción y unidad política del pueblo norteamericano. Como conse-

cuencia de las anteriores reflexiones, podemos llegar a las siguien-
tes conclusiones.

a) Puesto que la historia es el conjunto de las realizaciones

cultugfles y soci_a_les,es ella quien nos proporciona el material de

Éas ciencias que estudian esas realidades, es decir, de las cienc1as
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del espíritu (culturales y sociales) del mismo modo que la natu-

raleza proporciona el material de las ciencias naturales (fisica.
química, biología, etc.). Esto no quiere decir que las Ciencias del

espíritu deban transformarse en ciencias de la historia, sino sim-

plemente que la historia proporciona el material aT'c'luenuestras

ciencias reducen a orden mediante su traducgón a un sistema de

conceptos.

b) que en cuanto que todo lo histórico está sujeto a cambio,
el objeto de las ciencias culturales y sociales tiene un contenido

cambiante, a diferencia de las ciencias naturales que se ocupan de

una realidad siempre igual. Sin embargo, dentro del cambio his-

tórico existe una cierta estabilidad constituida por las épocas:
una época es un período de tiempo —por ejemplo siglo y medio o

dos siglos- en el cual los acontecimientos que constantemente se

producen se realizan dentro de determinadas formas artísticas, fi-

losóficas, económicas, políticas, etc.. que en lo esencial permane-
t-cn las mismas durante ese período de tiempo. Así, por ejemplo,
la alta edad media (siglos IX-XIII) vive, en política, bajo la for-

ma feudal; en economía, bajo la economía natural; en arte, bajo
el estilo románico, etc. Durante dicha época se produjeron una

serie de acontecimientos de_toda índole, pero siempre bajo las re-

teridas formas. Cuando un acontecimiento, un invento o una per-
sona trasciende al tiempo en que fué creado para condicionar las

formas de un período amplio de tiempo, se dice que tiene carácter

epocal. .

c) que la historia, como realizada por el hombre, se desarro-

lla con arreglo a unos fines por éste planteados, independiente-
mente de que los alcance o no, de manera que toda realidad histó-

rica tiene intencionalidad; en cambio, la naturaleza no tiene ni

f ines ni intención; los actos históricos tienen sentido y significa-
ción, es decir, hacen referencia a una intención. a un valor, a una

finalidad y poseen una determinada importancia derivada de su

posición con respecto a tales fines o valores. Como veremos en su

momento, de aquí se deriva una consecuencia importante en cuan-

to a la distinción de métodos entre las ciencias naturales y las del

espíritu, pues mientras que las primeras pueden lograr el conoci-

miento de una cosa descomponiéndola en sus elementos, en cam-

bio, las segundas sólo pueden comprender las cosagsi las cone-
xionan con la totalidad lógica o axiológjca en que están insertas,
pues sólo mediante tales conexiones podemos captar su sentido y

significación.

d) en la naturaleza las cosas son, transcurren siempre o muy
probablgnente, de un modo igual; en el mundo histórico, en cam-

bio no sólo se suceden las formas sino que, además, sobre todo en

épocas de crisis. coexisten, así, por ejemplo, junto al Estado uni-
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tarionos encontramos el Estado federal; junto al Estado totalita-
rio el Estado democrático, liberal, etc. Esto tiene la consecuencia
metódica de que en las ciencias del espíritu los límites de la gene-

ralizlación
sean mucho más restringidos que en las, ciencias na-

tura es.

Q Relaciones entre las distintas esferas de la realidad.

Vistas las distinciones entre los distintos campos de la reali-
dad, importa ahora aludir a las conexiones entre ellos, pues si bien
dichos campos son distintos no están, sin embargo, separados ni

inconexos, sino, por el contrario. unidos por influencias recíp¡p_c_as.

Q Naturaleza y cultura

Una catedral es indudablemente un fenómeno cultural. Y,
sin embargo, está construída con objetos naturales, como la pie-
dra, la madera o el hierro, y de acuerdo a ciertas leyes naturales,
como la ley de la gravedad. Una pintura, es, sin duda, un fenómeno
cultural, pero realizado con una tela, unos colores y unos pince-
les que, en última instancia, están construídos con objetos natu-

rales: una sinfonía se compone de sonidos generados mediante el

cho ue o fricción fisica. Todos estos ejemplos nos muestran que
la ea idad cultural se construye con objetos naturales, pero si

profundizamos en el significado de tales ejemplos, vemos:

a) Que la obra cultural no deja a tales objetos como están,
sino que los estructura con arreglo a una finalidad. tales como ele-

var la pieda_d o-producir una emoción estática o resolver un pro-
blema pjgtórico.

b) De este modo, los hace trascender, es decir, rebasar su ca-

rácter natural convirtiéndolos en una realidad distinta, de mane-

ras que nadie estima que una catedral sea simplemente un con-

junto de piedras, ni un cuadro una amalgama físico química,
una bandera un trapo. -

"'

c) Con arreglo a ello, lo que antes simplemente am resulta

que ahora significa, es decir, provoca una Serie de representacio-
nes, pensamientos o emociones que pueden ser distintas según el

sujeto que las perciba; la bandera de Puerto Rico no solamente es

una tela estampada con determinados colores sino que su sentido

es dar presencia visible a la realidad invisible no solo de], Puerto

Rico presente sino también del- Puerto Rico del pasado, y las emo-

cïóïles que provoca son distintas en .un puertorricnieñoque 'en un

extranjero; una catedral no es los materdiales que la componen

sino que lo esencial de ella es que para unos significa piedad, para

otros, emoción eng‘tica, para otros emoción historica o quizás las

tres mas a la vez.
'
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Hemos visto como la cultura ope_r;_acon la naturaleza y trans-

forma a la naturaleza, pero también la naturaleza 'eTerce su in-

flujo sobm la cultura. Por lo pronto, y como hemos visto, la natu-

raleza proporciona los elementos con los que se construye o, cuan-

do menos, se transmite la cultura; además tales elementos pueden
ofrecer unas posibilidades de expresión cultural o cerrar otras,
:isí la madera ofrece otras posibilidades escultóricas que la piedra
o el granito; a su vez, la lucha contra la naturaleza plantea a cier-

tos aspectos de la cultura —y sobre todo de la tecnología—- los

problemas a resolver. En términos generales, existe una tensión

permanente entre la naturaleza y la cultura: ésta se esfuerza en

transcender y dominar a aquella, pero, a su vez, la naturaleza

reacciona inmediatamente contra la cultupaien cuanto el hombre

se descuida en sus esfuerzos para encauzglá y domi_n_arla:desde

la manigua que invade la tierra que un año se deja de cultivar,
hasta esas grandes culturas orientales que el hombre ha tenido que
descubrir de nuevo debajo de montañas de arena o hasta las an-

tiguas culturas americanas cubiertas por la selva, la naturaleza

trata siempre de ganar de nuevo el ser que el hombre le quitó.
Como ha mostrado Toynbee, la cultura surge precisamente como

resultado de la respuesta del hombre a la incitación de su contor-

no y ha de estar siempre en guardia para mantenerse.

Naturaleza y Sociedad

También la naturaleza influye mediata o, inmediatamente so-

bre la sociedad y ésta sobre la naturaleza. Por lo pronto, toda so-

ciedad se asienta y despliega sus actividades sobre un trozo del

espacio físico; y la estructura de este espacio —-montañoso, llano,
hoscoso. fértil, inhóspito_— puede influir poderosamente sobre la

forma de estas sociedades. sobre su mayor o menor cohesión. ais-

lamiento o relaciones con otras, etc. Por supuesto, que el influjo
de la naturaleza sobre la sociedad disminuye a medida que pro-

grgga la cultura y en especial el desaI_‘r_pllotécnico que permite
neutralizar o h'á'cer desaparecer la presión natural. Por otra parte,
la presión de la naturaleza ha impulsado, a veces, a la formación

de sociedades de estructura fuerte a fin de coordinar intensamen-

te los esfuerzos de todos para vencida. Como Toynbee ha demos-

trado, las grandes culturas han nacido frente a una naturaleza

hostil, pero a condición de que el hombre haya sido capaz de or-

ganizarse en fuertgs sociedades capacgs de dar la respuesta.aHe—
cuada a la hostilidad dc la naturaleza.
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@ Sociedad y Cultura

Entre La sociedad y la cultura existe, por de pronto, una unidad

estructural, de ría-fiera que a ciertas formas sociales corresponden
lógica y cronológicamente determinadas formas en los distiptos
campo_s_ de la cultura, Así, por ejemplo, el Estado liberal es co-

rrelativo a la etapa de alto capitalismo, de una técnica imperso-
na_l,cientí_ficay objetiva, de la id'e’a de la historia como progreso,
de una ét_i_gaindividualista seculaiizada, etc. Esta correlacióño

es, por cierto, un azar sino consecuencia de que es un mismo tipo
histórico de hombre el que crea la cult_u_ray la política de una

épog y, por consiguiente, en una y en otra operan uñ' mismo es-

píLitu. Esta unidad fundamental no impide que en cada época
existan diversas tendencias y que 'estén latentes o comiencen a

desarrollarse en ellas las estructuras que se convertirán en domi-

nantes en la época_siguiente.
Por otra parte, "no es posible desarrollo cultural alguno si los

hombres no conexionan sus esfuerzos y sin la' existencia de un

mínimo orden en las relaciones de los hombres entre sí. En' resu-

men, no es posible desarrollo cultural sin una ordenación social'y.
dentm, de el-la, si un Estado que, por una parte, asegure la paz y

tranquilidad 'y, por la otra, se ocupe, en mayor o menor medida,
bien de dirigir la lucha por la cultura, bien de asegurar las con-

diciones para el desarrollo aut_ónomode ésta.

® La realidad política.

No parece necesaria ulterior aclaración para mostrar que la

política, por ser algo que no surge por sí misma sino que es he-
cha por el hombre, pertenece a la esfera de la vida humana obje-
tivada. Por otra parte. en cúanto que cobra existencia en tanto
los ombres realicen una serie de decisiones para dar 'la vigenc1a,
es patente que forma parte de la esfera de la realidad soc1a . Se

trata de una realidad“ social especifica caracterizada porïcon-
verggSn, mediante un proceso integrador, de una pluralidad de

hombrei'y de esfuerzos en una unidad de
pg; y de resuïtgdos,

capaz _d_e asegurar la conyivencia pacíf' en e 1nter_1_o_r_y la ex15-

tencia autónoma frente al exterior. n tanto exista ese proceso

integrador, existe la política como realidad social actual;'en el

momento en que cese dicho proceso, deJa de emstir como realidad

presents para convertirse en pasada, transformandose entonces

en u-na realidad cultural, pues si bien ya no se expresa en actos
operantes en el presente. 'en cambio, permanece ahi como "creamón

que-una veuicieron los hombres. Tal es, por eJemplo, el caso

del Imperio romano, de la poizs griega, del _SacrumImperium-o
del régimen feudal; no son una realidad política presente, no man-
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dan a nadie ni conforman la vida de nage, pero pertenecen al pa-
trimonio que la humanidad ha creado en el tr'a'nscurso de su his-

toria y todavía son capaces de influir sobre el preSente a través

de significaciones que poder_nos ver en __e_l_las.

EL SABER POLITICO Y SUS TIPOS

I. El objeto del saber politico

1. Idea general del saber.

El saber cientifico es una modalidad del saber, es un saber
dirigido a cierta finalidad, dotado de determinada forma y ad ui-

rido con métodos que cumplen cimas exigencias, pero, adem s, y
ante todo, es una modalidad del saber que —a diferencia del sa-

ber vulgar- es consciente de sí mismo. Por tanto, conviene co-

menzar con una idea de lo—quees el saber en el sentido general
de la palabra. Saber es la posesión de experiencias y de criterios
tenidos como ciertos, formados mediante una-aprehensiónde la

realidgd por el pensargignto, que permite discernir lo verdad_e_ro
de lo falso, lo real de lo aparente, y que coloca al que sabe en si-

tuación ae deducir conclusññes, formular juicios y, evengialmen-
te, de tomar decisiones certeras. El contenido del saber es el

conocimiento. Todo saber es saber de algo —en nuestro caso de

política—; es saber para algo —por ejemplo, para la formación

del sujeto que sabe, o para el dominio del mundo natural (saber

tecnológico—); es un saber con determinados supuestos y méto-

dos, y dotado de una cierta estructura, como, por ejemplo, saber

práctico o saber teórico.

2. El objeto del saber político: constitución y modos de la rea-

lidad política.

El objeto del saber político es la iglidad politica. Realidad
es aquello que existe en el tiempo y, a veces, en El espacio y

que, por sustentarse sobre sí mismo, es independiente de nuestra

voluntad. Realidad es, pues, no sólo lo que sino lo que

resi_s¿e.La realidad por la que se interesa el sa er político está
constituida:

A. Por los fenómenos eminentemente políticos, es decir,
por los procesos, normas e ¡nm cuya significación es

esencialmente olítica. Aunque lo que sea politica lo veremos en

su momento, adelantaremos, sin embargo. que pertenecen a su

campo las formas y procesos directamente referidos a la organi-
zación, fins; y de poder en una sociedad capaz de

asegurar la convivencia pacífica entre sus componentes —(lo que
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sólo 'es posible mediante el monopglio legítimo de la v_iglencia)—,
así como su existencia histórica independiente frente al exterior,
de tal manera que sólo ella decida sobre su destino. A la esfera
(le los fenómenos'e'minentemente políticos pertenecen, por ejem-
plo, los Estados, los partidos, el equilibrio o la constelación de
las fuerzas políticas nacionales o internacionales, las teorías de
los pensadores políticos, las normas jurídicas constitucionales, etc.

B. Por los fenómenos politizados, entendiendo por tales

aquellos que no tenimn si mismos intención o naturaleza

política, adquieren, sin embargo, en determinados casos y cir-

cunstancias, significación política. Este grupo abarca ¡Tia cantT-
dad ñ’ïEe’ntede fenómenos, pues, en realidad, cualquier fenómeno

espiritual e incluso natural es susceptible de politizarse. Pero
dentro del misi'no podemos distinguir entre:

a). fenómenos políticamente mdicimntes, o sea, aque-
llos fenómenos que, nmlíticos en s1 mismos, pueden te-

ner efectos a veces decisivos sobre la política. Así, por ejemplo:
ni la elevación de la duda a principio metónico por Descartes, ni

la filosofía natural de Newton, ni la teoría dialéctica hegeliana
son, en sí mismos, fenómenos políticos, sino doctrinas de carácter

gnoseglógico y ontcfiígico cuya intención es teórica y no mágica.
Y, sin embargo, se convirtieron en políticamente operantes, cuan-

do los filósofos del siglo XVIII trasladaron la duda metódica al

campo de las instituciones políticas existentes sometiéndolas a

una crítica de la que dedujeron su falta de derecho a la exi_s_ten-
cia y, por tanto, la necesidad de su reemplazamiento por otras

instituciones más acordes con los principios de la razón; cuando

Montesquiel aplicó los principios de la filosofía de Newton al

estudio de la realidad política y llegó —entre otras cosas —a su

teoría del equilibrio de poderes, de tan decisiva influencia para
la estructuración racional del Estado liberal; o cuando Marx tras-

ladó la dialéctica a las tensiones 502131153.-dando así carga polí-
tica a lo que en Hegel permanecía en el plano de la lógica. Todos

estos casos nos ponen de manifiesto el condicionamiento de la

política por fenómenos que, en sí mismos, carecen de entidad y

de intencionalidad política. Pero en cuanto que ellos han hecho

posible que la política sea tal cual es, ellos mismos han pasado
a formar parte de la realidad política. Parecidas reflexiones cabe

hacer de otros fenómenos: el paso de la economía natural a la

economía monetaria es, en sí mismo, un proceso de índole econó-

mica, pero de extraordinaria importancia para la política ya que,
al permitir que el Estado tuviera amplios recursos económicos,

hizo posible la sustitución de las mesn‘a_dasfeugles por un ejér-
cito Lgal y permanente y la de‘la administración feudal por una

administración burocratizada y dependiente delley; en resumen,

la economía morfiarïïhizo posible el Estado moderno y, por lo
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tanto, es u-n fenómeno políticamente condicionante o política-
mente relevante_ Las clases sociales son, en sí mismas, fenóme-

nos económico sociales, pero a nadie se le oculta su importancia
para la formación de partidos politicos o de grupos de presión,
y para las tensiones políticas de una sociedad. Lo "mismo sucede

con las razas, que son fenómenos somáticos o, todo lo más, psico-
somáticos, pero susceptibles de adquirir relevancia política, de
manera que, por ejemplo, un estudio de la realidad política del

sur de los Estados Unidos ha de tener necesariamente en. cuenta

el fenómeno racial. Tampoco la religión tiene carácter político y,
sin embargo, su influjo sobre la politica puede ser y ha sido

decisivo tanto en el dominio del pensamiento, como en el de las

instituciones y en el de las tensiones políticas: para no remon-

tarnos a ejemplos más lejanos y más hondos. baste recordar el

enorme influjo de las ideas puritanas en el nacimiento de la de-

mocracia moderna. -

b).- fenómenos políticamente condicionados, es decir, aque-
llos que no tienen naturaleza política pero cuyas modalidades

pueden ser condicionadas y hasta detenninadas, bajo ciertas cir-

cunstancias, por motivaciones políticas; dicho de un modo más

preciso: hay un fenómeno Míticamente condicionado allí donde

el desarrollo dialéctico normal de una esfera de la realidad (arte,

ciencia, economía, etc.) es rectificado o deformado por el influjo
de factores políticos, hasta tal punto que las motivaciones a que

obedecen tales fenómenos dejan de ser artísLigas, económicaLo
científicas, para convertirse en políticas. Así, por ejemplo, una

inflación económica no derivada del desarrollo normal de la eco-

nomía, sino de la excesiva emisión de dinero por parte del Estado

para hacer frente a una guerra, o causada por una elevación de

salarios para la que no se' han tenido en cuenta criterios econó-

micos sino políticos, seria un fenómeno políticamente condicio-

nado. El “realismo” artístico soviético es también un fenómeno

políticamente condicionado, en cuanto que se trata de una ten-

dencia artística impuesta por el Estado y que ha sido capaz de
desviar el arte del camino que normalmente hubiera se ido e

acuerdn_con las tendenc'ïïs, la problemggca y las exigencias ar-

tísticas mnuestroiigmpo. En éste y en otros caso —por ejem-
plo, en los antiguos imperios orientales donde la creación artís-

tica estaba destinada a resaltar el poderío de los emperadores-
el arte ha dejado de ser una realidad independiente para trans-

formarse en un instrumento de la política. Un fenómeno políti-
camente condicionado lo fué también el paso de la sociedad esta-

mental a la sociedad de clases, en cuanto que la primera tenía

como condición "el privilegio, y la segunda la igualdad ante la

ley,- es decir que una y otra se basaron en decisiones Micas.
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En resumen,-el saber político se interesa por- el conocimien-
to de una esfera de la realidad formada: a) por los fenómenos
de naturaleza originaria y esencialmente política; b) por los fe-
nómenos que originaria y esencialmente tienen otra naturaleza,
pero que han sufrido un proceso de politización, sea porque con-

dicionan a la política, sea porque son condicionados por ella. Es

obvio que no tenemos que estudiar en detalle los fenómenos de

la segunda categoría'sino tan sólo en la medida que adquieran
significación política, pues solamente entonces han pasado a inte-

grar la realidad que a nosotros nos intema: no nos interesa el

puritanismo en tanto que doctrina religiosa, ni el realismo sovié-

tico en tanto que tendencia artística, y, por consiguiente, los pro-
blemas teológicos o-estéticos por ellos planteados caen fuera de

nuestro alcance, pero si nos interesan en la medida en que el

puritanismo trascendiendo a su carácter religioso se convirtió en

fuerza política operante y modificó la realidad política del tiem-

po, del mismo modo que el realismo soviético nos interesa como

signo de la creciente intervención del Estado, característico de

nuestra época.
-

Como hemos visto en la “Introd.t_ic_c_ión”,la política es una

realidad en constante devenir, de tal modo que sólo tiene exis-

tencia en tanto que se renueva y, por consiguiente, cuando deja
de renovarse pierde su carácter de realidad pohliga para trans-

formarse en una realidad cultural, tal (Tino es actualmente el

Imperio romano o la monarquía absolutista francesa. En‘políti-
ca, por tanto, ser y devenir son la misma cosa. Pero vimos tam-

bién que el devenir transcurre dentro de determinadas formas

gig, si bien en última instancia están destinadas a perec_er —co-

mo todo lo que es histórico— mantienen, sin embargo. sus líneas

maestras durante espacios de tiempo más o menos amplios. Así,
por ejemplo, Puerto Rico es una realidad política en virtud y en

tanto que permanentemente se estén realizando pluralidad de

actos imputables al Estado puertorriqueño (leyes, fallos judicia-
les, decisiones gubernamentales y administrativas, etc.), y a tra-

vés de las cuales se está modificando constantemente su modo de

ser, su manera de estar organizado. Pero no es menos cierto que
este devenir, y las permanentes mutaciones que implica, se reali-

zan dentro de ciertas instituciones, con arreglo a ciertas normas

y sistemas, etc., cuya existencia trasciende’a cada uno de los

actos que se realizan en su sem, en una palabLa, dentro de un¿s_
formas: así, el proceso legislativo se compone de una pluralidad
de actos distintos y heterogéneos que, en mayor o menor medida,
alteran constantemente el orden jurídico de Puerto Rico, pero
tal proceso se verifica. con arreglo a unas formas establecidas por
la constitución, por los reglamentos de las_Cámaras, por las cos-

tumbr' es parlamentarias, etc. Resulta, pues, que la realidad polí-
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tica se compone tanto de formas que toman los actgs, como de
actos que transcurren dentro dïdetermiggdasformas o que dan

lugar a ellas. Y, por consiguiente, el saber politico se extiende
tanto al conocimiento de las formas (consideración morfgógica),
como al devenir mismo y _a las fuerzas y tendencias que lo pro-
mueven (consideracióg dinámica).

' '

La realidad polít_i_cgtiene dos modos de manitggtprse: como

efectiva y como posible, es decir, por un lado, como realidad ac-
“ —

_

tualmente presente y, por el otro, como realidad que todavía no

se ha hecho pres‘gnte,pero que, dadas las condiciones existentes,
puede llegar a serlo, o, incluso, que es inevitable que llegue a

serlo. Así, por ejemplo, el Estado liberal no era hasta el último

tercio del siglo XVIII o primero del siglo XIX, una realidad

efectiva, no tenía vigencia, ninguna actividad política se regula--
ba bajo sus formas; pero, no obstante, era una posibilidad real

dadas las condiciones políticas, espirituales, económicas y socia-

les de la época. En 1938, la guerra mundial no era todavía una

realidad actual, pero sí era una posibilidad real con la que tenían

que contar los políticos de las potencias europeas y de las gran-
des potencias extraeuropeas. Con lo dicho queda claro que no se

trata de dos realidades distintas sino de dos modos o dimensiones
de una misma realidad, pues la realidad actual es. por una parte,
el resultado de unas posibilidades o de un complejo de condicio-

nes contenidas en una etapa anterior, y, por otro lado, contiene

en si las posibilidades del futuro, con las que ha de contar el

político sea para neutralizarlas, sea para acelerarlas, sea para uti-

lizarlas marchando en las vías abiertas por ellas..Precisamente,
la politica ha sido definida, incompleta pero certeramente, como

“el arte de lo posible" l Bismarck) o como “el arte de realizar en

cada momento la porción de ideal posible" (Cánovas del Casti-

llo). pues la política, en efecto, se orie'ñ‘tï hacia la estructuración

del futuro con arreglo a unos valores o finalidades, pero tal tarea

no se realiza en el vacío, sino dentro de una situación, es decir,
de un contexto de condiciones políticas, económicas, culturales,
etcétera. Dichas condiciones ofrecen unos medios y niegan otros,
hacen que ciertas soluciones cuenten con adhesiones y otras con

repulsa, actúan como aliadas y como obstaculizadoras de nues-

tros deseos, encierran ventajas para unas soluciones e inconve-

nientes para otras, etc. Por consiguiente, la situación permite que

podamos hacer unas cosas y que no podamos hacer otras o, lo

que es lo mismo, hace que ciertas soluciones sean posibles y que
otras no lo sean.

En resumen, el saber político tiene como objeto el conoci-
miento de la realidad política. Esta realidad está constituida por
los fenómenos políticos y polit_iz_¿i_dos,y se expresa como forma

y. como ams en dEv’enir, como actufliad y como posibilidad.



NATURALEZA JURIDICA DEL CONSORCIO

DE PROPIETARIOS

MANUEL A. LAQUIS

Profesor Adjunto Interino de Derecho Civil IV

No obstante los escasos 'estudios realizados hasta el presente
sobre la naturaleza jurídica del consorcio de propietarios, alguna
jurisprudencia y una fuerte corriente doctrinaria sustenta-n la

concepción de que constituye una “personalidad restringida” o

un “ente ideal".

En el pronunciamiento del Tribunal del Trabajo N9 2 de
Mar del Plata, el doctor Gulminelli al fundar su voto, a propó-
sito del tema que nos ocupa, dijo: “Entiendo que sin necesidad
de incursiones en profundos problemas de valoración jusfilosó-
fica —impropios (le este lugar y momento-— puedo determinar

estrictamente la cuestión con estos conceptos: mantiene el régi-
men de la ley 13.512 los principios de exclusividad del dominio

y condominio del código civil, estableciendo no obstante una per-
sonalidad restringida e indispensable para posibilitar el goce de

la cosa común. Sur e así un ente de caracteres propios, símil de

sociedad, susceptibfede representar al grupo y obligar al con-

sorcio, ya sea por la asamblea de propietarios (art, 10), del re-

presentante o administrador (arts. 9, 11 y concs.)". ‘

h

Esta postura es también sostenida y desarrollada por el d0c-

tor Racciatti, quien además de fundamentarla en la misma ley.
se apoya en el pensamiento de Lafaille, que reconoce en el con-

dominio “.'. .unernbrión de sujeto de derecho. . .” al quebrarse
el “rigorismo del jus prohibendi” (art. _2680 del Cód. Civil) y

privar la determinación de las mayorías (arts. 2699 y 2700, Cód.

Civ.); asimismo, en el hecho de que existen . . .“créditos a favor

1 La Ley, T. 68, pág. 166. Ver nota adversa al fallo citado. por Gui-
llermo G. Lascano, Derecho del Trabajo, 1953 (T. XIII), pág. 59.
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de la masa y prestaciones a cargo de la misma (arts. 2685 y 2687
del Cód. cit.)". 2

Este criterio, que el autor precitado extiende a la propiedad
horizontal, merece reparos; tanto en lo que respecta a la exis-
tencia de un “. . .embrión de sujeto de derecho. . ." en el condo-

minio, como al concepto de “personalidad restringida" del con-

sorcio en el sistema de la ley 13.512.

En lo tocante al condominio, la opini'ón de Lafaille no es

definitiva en la materia y no altera los elementos esenciales que
lo caracterizan. Así es que, a pesar que en su Tratado insistente-
mente ha procurado articular la “posibilidad” de la existencia de

un “‘sujeto de derecho. . .", al ocuparse de la administración del

condominio, después de señalar que el legislador trató de man-

tener la diferencia “clásica” entre condominio y sociedad y las

diferencias entre la actuación del socio (art. 1676 Cód. cit.) y la

d'el condómino (arts. 2701 y 2709. cód. cit;) 3, concluve que ello

“obedece a que no se ha desenvuelto en tal categoría de derecho

el concepto de la personalidad” colectiva. a diferencia de' lo que
ocurre con- las personas jurídicas y aún con las sociedades civi-

2 En lo esencial, el doctor Racciatti expresa que . .si ello es asi en

el condominio normal. . ._.no es posible dejar de (reconocerle) en cl
sistema de propiedad por pisos o por departamentos, en el que se ha

restringido el derecho de veto” (jus prohibendi) a los casos de los arts: 7

(obras nuevas en interés particular ’de un propietario) y 14 (hipoteca de

todo el inmueble). permitiéndose la realización de actos de disposición
sobre partes comunes por resolución de la mayoría en ciertos casos (arts

8, 10, 12 y 16) . . en el mismo orden de ideas. dice que los propietarios
dentro del sistema de propiedad horizontal . .se desprenden dc los de-

rechos sobre la cosa común a favor del consorcio. . y que todo . .ello
crea una voluntad común. con suaspecto societario —el consorcio- como
titular del derecho de propiedad del edificio como tal..."; que dicha

. .voluntad colectiva dirigida a un fin común (es) la que da origen a un

embrión de personalidad juridica. a una personalidad atenuada o inci-

piente. . (La Ley, T. 71, págs. 901 a 907. y T. 83. págs. 124 a 129; “La

propiedad por pisos o departamentos”, p. 101, autor cit.).
Derecho Civil. T. 4: Tratado' de los Derechos Reales, Hficron LAFAILLE,

págs. 209. 217 y 233.
Sobre la personalidad del consorcio. también: LaLey, T. 79, p. 429 y

ALBERTO G. SPOTA, Tratado de Derecho Civil. T. 1,.Vol. 3-4, p. 75. nota 28

in fine.
3 Art. 1676: “El poder de administrar la sociedad corresponde atodos

los socios. y se reputa ejercido por cada uno de ellos, si no constare que

para ejercerlo. los socios hubiesen nombrado uno o más mandatarios,
socios o no socios".

Art. 2701: “El condómino que ejerciere la administración será reputa-
do mandatario de los otros. aplicándosele las disposiciones sobre el man-

dato. y no las disposiciones sobre el socio administrador".
Art. 2709: “Cualquiera de los condóminos que sin mandato de los

otros, administrase la cosa común, será juzgado como gestor oficioso".
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les-o comerciales-en que existe un sujeto; .único y- distinto de
sus -miembros”¿..-*- -

.- -

, _

En este mismo sentido. cabezexpresar que los elementos indi-
vidualistas predominantes en el condominio, excluyen. el naci-
miento de una personalidad distintaa la de sus componentes.
Los derechosde-l condómino sobre su parte indivisa (arts. 2676

y sig., cód. cit.) y el derecho de pedir en cualquier tiempo la

división de la cosa común (art. 2692, c_ód.cit.) contradicen la

concepción de un sujeto de derecho. Spota, después de analizar

los aportes de distintos autores, dirigidos a_ la. “personificación”
de un “sujeto de derecho como sostén del condominio. . esti-

ma que ellos. “... .no concuerdan con lanoción del condominio,
según el derecho positivo_argentino._.. .”. 5

‘

Quieredecir que el concepto de “pers_onalidad”_en el condo-

minio.- no puede tomarse como referencia para: aplicarlo por ex-

tensión a la- propiedad horizontal; tanto por lo relacionado como

porquedel contexto de la ley 13.512, tal como se verá, no puede
deducirse la- existencia,,aún incipiente, de un sujeto de derecho.

Existe, en, verdad, en la ley citada, una reducción del jus
prohibendi ra'casos determinados y un; régimen de mayorías;

empero; con ellomo nace un “sujeto de derecho", porque subsis-

teni los derechos de los propietarios sobre-las partes exclusivas

ycomunes; en ningún-caso derechos ‘de un “ente” distinto a los

componentes del sistema.
'

.

'Asirni'smo, porque" la naturaleza del condominio sobre las

cosas comunes es d'e indivisión forzosa, y en- él no tiene cabida

la idea de un sujeto de derecho.
'

Analizarem0svpa'ra demostrarlo los elementos predominan-
tes- sobre las pa'rte's exclusivas y, comunes.

__

Los propietarios tienen el dominio sobre las partes exclusi-

vas (arts. 2, 4 y 14, ley cit.); “
y son copropietarios sobre las co-

sas comunes (art. 2, ley cit.), 7
respecto de los cuales no se pro-

duce ningún “desprendimiento” de derechos a favor. del consor-

4 LAFAll¿LE,.Ob..CÍt.,pág. 238. . . .

5 Seo“, ob.- cit., págs. 74/75: “El condominio no constituye una per-
sona »jurídica..."; LaPropiedad. Horizontal, PlERRE Pommn, p. 127, nota

Acdeel E. Salas. .

0 Ley 13.512, art. 2: “Cada propietario será dueño exclusivo de su

piso o departamento..."; art. _-1:--“Cada propietario puede, sin necesidad
de consentimiento de los demás enajenar el piso o departamento que le

pertenece, o-constituir derechos reales o personales sobre el mismo";
art..14: “...cada piso o departamento podrá hipotecarse separadamen-
te. ...”.
«7 Ley 13.512, art. 2: copropietariosobre el terreno y sobre

todas las cosas de uso común del edificio, ojndispensables para mantener

su seguridad. . .”. «
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cio. Muy por el contrario. cada propietario, conforme con el art. 3
. .podrá usar de los bienes comunes conforme a su destino,

sin perjudicar o restringir el derecho legítimo de los demás".
En el apartado segundo está fijados sus derechos y en el tercero
establecido que los derechos “. . .de cada propietario en los bie-
nes comunes son inseparables del dominio, uso y goce de su res-

pectivo departamento o piso. . .".

A través de estos artículos puede apreciarse que se delinea,
al lado del dominio pleno sobre las partes exclusivas, el condo-

minio sobre las partes comunes, que tienen expresión en el ar-

tículo 8 de la ley, que fija las obligaciones de cada propietario
de contribuir en proporción al valor del departamento o piso, al

pago de . .las expensas de administración y reparación de las

partes y bienes comunes del edificio. . .", “. . .o innovaciones

dispuestas en dichas partes o' bienes comunes. . ."; que ello

“. . .define el condominio llamado romano, cuyo rasgo caracte-

rístico es la cuota parte de cada condómino en la cosa común..." 3

Relacionado con el artículo 3, primera parte y su apartado pre-
citado, caracterízase un condominio de indivisión forzosa, pues
las cosas o partes comunes son accesorias de la principal, el de-

partamento (correlativo del art. 2710 del código civil) y la me-

dida de su uso conforme a su destino (se correlaciona con el

art. 2712 del mismo código). Además, la indivisión forzosa de

las partes comunes en el sistema de propiedad horizontal. está

consagrada en el art_ 8 in fine. y en el art. 18 que deroga exprc-
samente el art. 2693, a los efectos de la propiedad especial crea-

da por la ley. 9

Sobre la naturaleza juridica del condominio de indivisión

forzosa, no existen discrepancias de que ella participa del condo-

ág

8 Tratado de Derecho Civil Argentina: Derechos Reales, T. ll. SALVAT,
p .

'

I g

9 Art. 2710: “Habrá indivisión forzosa, cuando el condominio sea

sobre cosas afectadas como accesorios indispensables al uso común de
dos o más heredades que pertenezcan a diversos propietarios, y ninguno
de los condóminos podrá pedir la división”: art. 2712: “Cada uno

de los condóminos puede usar de la totalidad de la cosa común y de sus

diversas partes como de una cosa propia, bajo la condición de no hacerla
servir a otros usos que aquellos a que está destinada. y de no embarazar
al derecho igual de los condóminos”; art. 2693: “Los condóminos no pue-
den renunciar de una manera indefinida el derecho de pedir la división:

pero les es permitido convenir en la suspensión de la división por un

término que no exceda de cinco años .y de renovar este convenio todas
las veces que lo iuzguen conveniente. (Derogado a los efectos de la ley
N9 13.512 sobre Propiedad Horizontal. art. 18)"; SALVAT, ob. cit.. pági-
nas 438/9; La Propiedad Horizontal en la Legislación Argentina, EnvAnno
Jona: Lua, pág. 10/11.
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minio normal; que en él no existe diferenciado ningún “sujeto”
o “ente” distinto de los elementos que 19 integran. "’

Por otra parte, la ley es rica en reglas ilustrativas del crite-

rio adverso a la idea de personalidad del consorcio. Cualquiera
de los propietarios puede actuar por sí ya sea respecto del edi-
ficio como de las partes comunes; en cuanto al primero, en los

casos de “. . .destrucción total o parcial de más de dos terceras

partes del valor, cualquiera de los propietarios puede pedir la

venta del terreno y materiales. . ." (art. 12 ley citJ; sobre las

segundas, la ley expresamente los faculta para reclamar judicial-
mente, deduciendo el interdicto de obra nueva, cuando las inno-

vaciones ordenadas por los demás propietarios sobre dichas par-
tes comunes resultaren de costo excesivo, contrarias al regla-
mento o a la ley. . . etc. (art. 8, segundo apartado): también cual-

quiera de los propietarios puede (art. ’8, apartado tercero) . en

ausencia del administrador y no mediando oposición de los de-

más, previamente advertidos. . . realizar expensas necesarias pa-
ra la conservación o reparación de partes o bicnes con derecho

a ser reembolsados. Podrá también cualquiera de los propieta-
rios realizar las reparaciones indispensables y urgentes sin llenar

los requisitos mencionados, pudiendo reclamar el reembolso en

la medida en que resultaren útiles. En 'su caso podrá ordenarse

restituir a su costa las cosas a su anterior estado".

Es, pues, ostensible la personería de los integrantes del con-

sorcio para actuar individualmente; subrayamos que, en los apar-
tados del art. 8 reproducidos, se reconoce al propietario que hizo

¡as reparaciones el derecho de obtener su reembolso, lo cual in-

dica que no obligó al consorcio, sino que se obligó personalmente
resultando estos principio‘s concordantes con los de los arts. 2685,
2687, 2688 y 2722 del código civil. 1‘

El artículo 10 de la ley en su última parte contiene implíci‘
tamente la facultad, que puede ejercer cualquier propietario,

10 LAFAHLE. ob. cit., pág. 263; SPOTA, Tratado de Medianeria. pági-
nas 418/19.

1‘ LAFAILLE, ob. cit., págs. 229 y 267; art._-2685: “Todo condómino pue-
de obligar a los copropietarios en proporción de sus partes a los gastos
de conservación o reparación de la cosa común; pero pueden librarse de

esta obligación por el abandono de su derecho (le propiedad”. (Esta últi-

ma parte ha sido derogada a los efectos de la ley N9 13.512 sobre Propie-
dad Horizontal, art. 18); Art. 2687: “A las deudas contraídas en pro de la

comunidad y durante ella, no está obligado sino el condómino que las

contrajo, el cual tendrá acción contra los condóminos para el reembolso
de lo que hubiere pagado”.

'

'

Art. 2688: “Si la deuda hubiere sido contraída por los condóminos

colectivamente, sin expresión de cuotas y sin haberse estipulado solida-

ridad, están obligados al acreedor por partes iguales, salvo el derecho (le

cada uno contra los otros para que se le abone lo que haya pagado (le

más, respecto a la. cuota que le corresponda".

27



cuando no-fuere posible reunir la mayoría necesaria de propie-
tarios para decidir sobre los asuntos de interés común. de pro-
mover la convocatoria judicial de la reunión. de acuerdo con el

procedimiento fijado por el artículo citado; 13 asimismo, el art. 15
los autoriza para formular las denuncias judiciales por la.viola-
ción de las normas del art. 6, o en su caso, el_ desalojo del ocu-

pante no propietario del departamento o piso, como también las
acciones civiles resarcitorias. ¡3'

El artículo 13 es también ilustrativo de que la ley noha
reconocido al consorcio personalidad, ya que los propietarios
individualmente soportarán los impuestos, tasas o contribucio-
nes de mejoras por sus partes privativas, asi como que las valua-
ciones se practicarán “. . .computándose a la vez la parte pro-

porcional indivisa de los bienes comunes".

El predominio de los factores individuales se. configura aún

más, en la forma de soportar las expensas por administración y

reparación de las partes y bienes comunes, como se desprende
del artículo 8; establece el mismo que las obligaciones contraí-

das corresponderán a cada propietario en “. . .proporción al .va-

lor de sus pisos o departamentos. . ."; es evidente que no son

obligaciones del consorcio como entidad sino obligaciones “man-

comunadas divisibles". H

Art. 2722: “Los condóminos de un muro o pared medianera, están

obligados en la proporción de sus derechos, a los gastos de reparaciones o

reconstrucciones de la pared o muro"; La Propiedad Horizontal, PiERRE

Pomu-m, pág. 159: “El condominium no permite al propietario de un depar-
tamento actuar en nombre de la colectividad. . .".

_

l'2Ley 13.512, art. 10: “. . .Cuando no fuere posible lograr la reunion

de la mayoria necesaria de propietarios, se solicitará al juez que con:
voque a la reunión. que se llevará a cabo en presencia suya y quedara
autorizado a tomar medidas .urgentes. El juez deberá resolver en forma
sumarisima, sin más procedimiento que una audiencia y deberá Citar a

los propietarios en la forma que procesalmente corresponda a fin de

escucharlos".
_

1" Ley 13.512. Art. 15: “En caso de violación por parte de cualqunera
de los propietarios u ocupantes, de las normas del art. 6°, el represen-
tante o los propietarios afectados formularán la denuncia correspondien-
te ante el juez competente. . ."

.

“...Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, si el infractor
fuese un ocupante no propietario, podrá ser desalojado en caso de remer-

dencia. La acción respectiva podrá ser ejercida por el representante de
los propietarios o por el propietario afectado. . .".

.

. .La aplicación de estas penas no obstará el ejercicio de la acción
civil resarcitoria que competa al propietario o propietarios afectados'.

H Del voto en disidencia del doctor García Durán, fallo del Tribunal

del Trabajo N9 2 de Mar del Plata, citado 1: “. . .El art. 89 habla de “ex-

pensas comunes". y por el art. 99 figura la designación del personal _de
servicio y su despido, por ese representante por ctwas cuotas. a mérito

de lo dispuesto en- el art. 17 de la ley y en ei concepto del art. 3266 del

cod. civil, aparece una obligación mancomunada divisible_(arts. 690. 9%1.
693 y concs., del cód. civil)...": Tratado de Derecho Cwnl Argentum:
Obligaciones en General, SALVAT, Nos. 802. 867, 870 y 871.
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Estimamos que las consideraciones de los distintos precep-
tos de'la 'ley 13.512, realizadas hasta aquí, permiten sostener:

En lo que se refiere a las partes-exclusivas, que el propie-
tario tiene el dominio de las mismas; sobre las cosas comunes,
en cambio, se encuentra caracterizado un condominio de indivi-
sión forzosa.

Que la “posibilidad” de existencia de un “sujeto de derecho"
en el condominio normal es controvertida y que no existen dis-

crepancias respecto de su inexistencia en el condominio de indi-
visión 'forzosa.

_

Nuestra adhesión a la tesis que niega la existencia de un

“sujeto de derecho" en el condominio fundamenta el rechazo de
su reconocimiento en la propiedad horizontal, porque se mantie-

ne en esta última el predominio de los derechos de los propieta-
rios, incompatible con la concepción de una personalidad, aún

restringida, diferenciada de los componentes del sistema. Ello,
tanto en lo que se refiere, como es obvio, a las partes exclusivas,
como en las comunes, en las cuales se configura un condominio
de indivisión forzosa del que no surge un “sujeto de derecho”.

La naturaleza jurídica de los derechos indicados, dominio y
condominio de indivisión forzosa, no es desvirtuada por la crea-

ción del “consorcio de propietarios" y establecimiento del régi-
men de mayorías, atenuante del jus prohibendi, reducido a los

casos previstos por los arts. 7 y 14 de la ley (veremos luego que
en ello se manifiesta otra forma de administración del inmueble,
además de las atribuciones conferidas al representante de los

propietarios) .

El consorcio, que se expresa a través de las mayorías y ac-

túa mediante el representante o administrador, llena fines exclu-

sivamente prácticos orientados a facilitar el funcionamiento del

sistema, a cuyo efecto dicta el reglamento de copropiedad y ad-

ministración y _lo suple o modifica eventualmente (arts. 9 y 10

de la ley cit.; art. 7 del decreto 10.712/5). 15

‘15 Ley 13.512, Art. 99: “Al constituirse el consorcio de propietarios,
deberá acordar y redactar un reglamento de copropiedad y administra-

ción, por acto de escritura pública que se inscribirá en el Registro de la

Propiedad. Dicho reglamento sólo podrá modificarse por resolución de

los propietarios mediante una mayoría no menor de dos tercios. Esta

modificación deberá también consignarse en escritura pública e_inscri-
birse en el Registro de la Propiedad”; Art. 10: “Los asuntos de interés
común que no se encuentren comprendidos dentro delas atribucxones
conferidas al representante de los condóminos. serán resueltos prevna
deliberación de las propietarios, por mayoría de votos. . .”; Decreto
10.712/54. Art. 79: “El reglamento de Copropiedad redactado e inscripto
por el titular del dominio de la propiedad a dividir horizontalmente, podrá
ser modificado en cualquier momento por el consorcio de prOpietarlos en

las condiciones previstas por ei art. 9 de la ley 13.512, cualquiera fuera el
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Del contexto de la ley no se puede inferir que haya sido

concedida personalidad alguna al consorcio; por su intermedio,
como “sujeto de derecho", no se adquieren derechos ni se contraen

obligaciones. Los derechos pertenecen a los propietarios indivi-

dualmente considerados y las obligaciones, en definitiva, tam-

bién las soportan ellos, en la proporción del valor de sus pisos
o departamentos, computada la parte proporcional indivisa de

los bienes comunes" (arts. 3, segunda parte, 8 y 13 citados).
El régimen instituido por la ley 13.512 constituye, en con-

secuencia, un sistema con caracteristicas propias, que participa
del dominio e “integra” con el condominio de indivisión forzosa,

y que encuadra en los principios que rigen la materia en el có-

digo civil; “3 criterio éste que se vincula estrechamente con la

naturaleza jurídica de la propiedad horizontal, en _lacual se vc

un derecho real sui generis, un derecho “real autónomo".

También es oportuno señalar que, de acuerdo con las con-

clusiones precedentes, no habiendo la ley “investido” de una

“personalidad” al consorcio, ella no puede originarse “espontá-
neamente”. ‘7

plazo estipulado y aunque se hubiera establecido la cláusula de irrevoca-
bilidad". El art. 1° del Decreto 18.734/49 dispone: “Sin perjuicio de la

obligación de redactar e inscribir un reglamento de copropiedad y admi-

nistración, impuesta al consorcio de ropietarios por el art. 9 de la ley
13.512, dicho reglamento podrá “tambi n ser redactado e inscripto en los

registros públicos por toda persona, fisica o ideal, que se disponga a divi-
dir horizontalmente en propiedad, conforme al régimen de la ley 13.512,
un edificio existente o a construir y que acredita ser titular del dominio
del inmueble con respecto al cual solicite la inscripción del referido re-

glamento”; “El consorcio de propietarios es una institución doméstica
con poder para dar el reglamento de la comunidad y llenar su insufi-
ciencia. . .", SALVAT, ob. cit., pág. 464.

1° “Es, pues, —dice NOVILLO Convuán- una institución juridica mix-

ta‘. constituida por dos derechos que reconoce y legisla el Código, sin
modificación de éstos, y con la sola peculiaridad de que la propiedad se

integra con el condominio. . .” SALVAT, ob. cit.. pág. 434; “ .en realidad
se trata de un derecho real autónomo, que puede tener, indiscutiblemente,
puntos de semejanza y de contacto con los demás, pero que, al mismo

tiempo, conserva su fisonomía propia". Tratado de Derechos Reales en

el Código y en la Reforma, pág. 193, FERNANDO LEGÓN: “. . .existe coexis-
tencia y superposición de propiedades distintas y exclusivas, pero vinien-
do a conjugarse, para las partes comunes del inmueble, con una indivi-
sión que es también, como lo hemos señalado precedentemente. una

indivisión forzosa y perpetua". Derecho Civil, L. Jossemmn, T. 1, V. III,
p. 362; “...una particularidad resulta... de la yuxtaposlción en un

mismo objeto de una indivisión y de propiedades privativas. . ." Derecha

Civil, Coun y CAPITANT. p. 629.
17 La Ley no__“. . .ha investido al consorcio de personalidad..."

SALVAT, ob. cit., p. 463: “Un punto débil de la ley belga es no conceder,
de-pleno derecho. a los propietarios reunidos en asamblea, el carácter de

persona juridica". Pouun, ob. clt., p. 127, con nota al pie de Acdeel E. Sa-

las, quien expresa: . .El condominio no constituye una persona juridi-
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En su consecuencia, la doctrina contrapuesta, excluida toda

posibilidad jurídica que apoye la existencia de un sujeto de de-

recho, sólo apartándose de la ley y de su contenido, ha podido
atribuir una “personalidad”, aún restringida, al consorcio de pro-
pietarios.

FACULTADES DEL ADMINISTRADOR

Las facultades del administrador se encuentran establecidas
en distintos artículos de la ley 13.512.

El artículo 9, inc. a), dispone que se designará “. . .un re-

presentante de los propietarios, que puede ser uno de ellos o un

extraño, que tendrá facultades para administrar las cosas de

aprovechamiento común y proVeer a la recaudación y empleo
de los fondos necesarios para tal fin.

Dicho representante podrá elegir el personal de servicio-de
la casa y despedirlo”

El artículo 11 expresa: “El representante de los propieta-
rios actuará en todas las gestiones ante las autoridades adminis-

trativas de cualquier clase, como mandatario legal y exclusivo

de aquéllos. Está, además, obligado a asegurar el edificio contra

incendio".

Y el artículo 15 establece: “En caso de violación por parte
de cualquiera de los propietarios u ocupantes, de las normas del

ca"; “En la propiedad por pisos de una misma casa puede haber base para
el reconocimiento de un ente corporativo, pero la personalidad juridica
no es algo que surge de una manera espontánea, sino que es una conce-

sión del Derecho, del ordenamiento legal, aunque lo haga atendiendo a

realidades preexistentes". La Prepiedad de casas por pisos, p. 51, MANUEL
BATLLE VÁZQUEZ; LAJE, ob. cit., p. 243. En la iniciativa que el Poder Eje-
cutivo de la República de México envió a la Cámara de Senadores, sobre
la ley de propiedad horizontal, figuraba un capitulo, el VI, llamado “Del

consorcio de propietarios", y en el cual, en el art. 45 se declaraba que
el “...consorcio- de propietarios tendrá‘ personalidad juridica...", pero
las comisiones encargadas de la revisión de la iniciativa, lo suprimieron.
He aqui los fundamentos, en lo esencial: “...no debe establecerse el
consorcio de propietarios y mucho menos con personalidad jurídica, pues
el hecho de una mancomunidad o propiedad en común no bastaría para
establecer la personalidad juridica, si no se trata de una copropiedad
cuyo representante es el administrador, debiendo asimismo estarse atento

en lo que toca a pretender dar personalidad juridica al consorcio de pro-

pietarios, a lo establecido por el art. 25 del Código Civil para el Distrito y
Territorios Federales y a la doctrina no interrumpida en México sobre

que la propiedad jamás ha creado una personalidad juridica, personali-
dad juridica que sería innecesario crear en favor del consorcio de pro-

pietarios...". La propiedad de pisos o departamentos en el Derecho

Mexicano, págs. 215/16, MANUEL BORJA MARTÍNEZ.
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art. 6, “el representante o los propietarios afectados fórmularán

la denuncia ante el juez competente. . ."';. “Sin perjuicio-de 'lo

dispuesto precedentemente, si el infractor fuese un ocupante =no

propietario, podrá ser. desalojado-en caso de treincidencia. La

acción respectiva podrá ser ejercida por el representante-de: los

propietarios. . .”

No obstante, tanto en la doctrina como en la jurisprudencia,
es materia de controversia la extensión de estas facultades; espe-
cialmente en lo que se refiere a la intervención del administra-

dor en juicio, "en todos aquellos casos no especificados en el pre-

cepto antes indicado de la ley (art. 15 ley cit.).

Objetivamente considerado el punto, la ley está señalando
una restricción; .en lo tocante a la amplitud .de facultades propi-
ciada por quienes la deducen de la "‘personal.idad"_del consorcio,
también la ley define el carácter de la representación del admi-

nistrador.
‘

'

En distintos artículos está expresado que representa a los

copropietarios, no al consorcio como “ente”, :siendo ejemplo de

ello los siguientes: art. 9 inc. a), art. 10, art. 11, art. 15.

Estos elementos. para los sostenedores de .la existencia de .‘la

personalidad del consorcio, carecen de trascendencia; pues del

contexto de la ley y por los fundamentos ya desarrolladosen la

parte anterior existiría dicha personalidad restringida.
Por eso dice Racciatti: "; . .Y es ese carácter —el de repre-

sentante del consorcio— que el administrador también detentará

cuando deba “actuar en todas las gestiones ante las autoridades

administrativas de cualquier clase" (art. 11) y ante las judiciales
correspondientes, cuando las acciones a ejercer ,sean consecuen-

cia de las actividades administrativas del representante, o las
que, aun no revistiendo esa naturaleza, se ejerzan en interés de

la masa’ï ‘°

1“ Ley 13.512, art. 12: “En caso de destrucción total o parcial de más
de las dos terceras partes del valor, cualquiera de los propietarios puede
pedir la venta del terreno o materiales. .Si la mayoría no lo resolviera

así, podrá recurrirse a la autoridad judicial. Si la destrucción fuere me-
nor, la mayoria puede obligar a la minoría a contribuir a la reconstruc-

ción, quedando autorizada, en caso de negarse a ello dicha minoría, a

adquirir la parte de ésta, según valuación judicial”.
19 La Ley, T. 71, págs. 906/7; en el mismo tomo y páginas precitadas

de La Ley, el mismo autor enuncia la extensión de las facultades del ad-
ministrador: “Así representará activa y pasivamente al consorcio en

todas las cuestiones concernientes con la administración. cuidado y con-

servación del edificio o uso y goce de las partes privadas o comunes.

que deban promoverse contra cualquiera de los propietarios (v. gn. en

los casos de denuncia contra el propietario inconveniente o perturbador
que refiere el art. 15 o en lo referente a la recaudación de los fondos :que
prevé el lnC. a) del art. 9 o contra terceros) (v. gr., accionesderivadas del



Es evidente entOnces que las facultades del administrador
no tendrían limitación, aunque ellas no deriven expresamente
de la ley o del reglamento de copropiedad y administración.

El dilema se desenvuelve y resuelve como es ostensible, en

torno a dos criterios; según se conciba al administrador repre-
sentante de los copropietarios o del consorcio se tendrá la medi-

da y alcance de sus atribuciones. .

Hemos visto antes que la ley es expresa en cuanto a sus

facultades; asimismo, en el análisis sobre la naturaleza jurídica
del consorcio, que no tendría cabida, ni podría extraerse de la

ley, la existencia de un sujeto diferenciado de sus componentes.
En su consecuencia, sin desdeñar los fundamentos y alcan-

ces prácticos de la tesis amplia, sostenemos que las facultades

conferidas por la ley al administrador no autorizan a proyectar-
las más allá de la extensión que emana de sus textos (arts. 9

mc. a), art. 11 y art. 15 citados).
Los antecedentes parlamentarios de la ley, muy pobres para

establecer el pensamiento del legislador en lo que respecta al

art. 11 constituyen una excepción, no por la importancia del de-

bate suscitado, que no existió, sino porque se lo aprobó supri-
miendo la parte del artículo que autorizaba al administrador a

actuar en juicio, tanto en el despacho de comisión como en el

proyecto del Poder Ejecutivo. 2°

El senador Antille, al fundar su modificación, sostuvo: “La

parte final de este artículo es simplemente ejemplificadora. por-

que da casos y ejemplos que se puedan vincular, en ocasiones,
con la disposición principal. Por ello pido que se vote así en

ejercicio de los derechos de garantia, atención y privilegio que el art. 17
confiere al consorcio, o de sus actividades administrativas, como ser des-

alojo de locales comunes, juicios laborales con el personal de servicio. in-

terrupción de prescripciones, etc., etc.); en el mismo sentido, LAJE, ob. cit..
pág. 138 y sig.; “La demanda por indemnización de despido del encargado
que prestó servicios en inmuebles en propiedad horizontal debe dirigirse
contra el administrador del “consorcio” de propietarios, por. tratarse de
una cuestión relativa a su incumbencia” (resumen fallo Tribunal del

Trabajo N9 2 de Mar del Plata cit. 1).
‘

2° Despacho de Comisión: art. 11. — “El representante de los propie-
tarios actuará en todas las gestiones ante las autoridades públicas de

cualquier clase, asi como en los casos judiciales de interés común, como

juicios de expropiación, reivindicación del terreno, etc.; del proyecto del

Poder Ejecutivo: art. 11, “El representante de los propietarios actuará

en todas las gestiones ante las autoridades públicas de cualquier clase y
actuará en nombre de todos los propietarios en. los casos judiciales de

interés común, como juicios de expropiación, reivindicación del terreno,
etc.". Diario de Sesiones del Senado de la Nación, 26 de agosto de 1948,
págs. 1342 y 1344 respectivamente. r



esta parte... ; sin debate se vota afirmativamente correspon-
diendo al texto que hemos transcripto al principio.

'-"

Este texto y sus antecedentes han encontrado adecuada in-

terpretación en la jurisprudencia, La Sala D de la Cámara Na-

cional en lo Civil conceptuó “insuficiente” la explicación del se-

nador Antille, que hemos transcripto: “. . .a) porque la disposi-
ción principal —que se mantuvo- se refiere a las gestiones del

representante ante las autoridades administrativas: b) porque la

supresión comprendió no solamente las enunciaciones ejemplifi-
cativas, sino también la facultad misma de actuar ante los jue-
ces”, y prosigue el fallo: “Los verdaderos motivos de la exclu-

sión surgen, sin embargo, de las palabras del propio miembro

informante. Dijo éste al fundar el despacho de la Comisión de

legislación general que con posterioridad a la aprobación del

mismo “el Poder Ejecutivo, por mediación del Ministerio de Jus-

ticia, hizo ampliar algunos fundamentos y observaciones a las

prescripciones para aclarar algunos de sus puntos. En la discu-

sión en particular de la Comisión indicará cuáles son estas dispo-
siciones que desde ya considero aceptables, puesto que aclaran

los artículos pertinentes y no se apartan dela regla general del

despacho (Diario de sesiones cit., p. 1351). Una de las reformas

propuestas por el Poder Ejecutivo fue precisamente la supresión
del art. 11, párr. 2° del proyecto, “por considerarse excesivo con-

ferir poderes a los representantes de los propietarios en materia

de litigios judiciales. en los que se requieren idoneidad y títulos
de los que pueden carecer”.

La conclusión del tribunal fue que el administrador y re-

presentante del consorcio, exceptuando los casos contemplados
por los arts. 6 y 15, ap. 3'de la ley 13.512, sólo tiene facultades

administrativas; que carece de atribuciones para actuar en jui-
cio a nombre de los propietarios de la finca afectada al régimen
de la ley 13.512. “salvo que esa función le haya sido encomen-

I' 0')
--dada por el reglamento de copropiedad o por el consorcio .

‘-" Diario de Sesiones del Senado cit., pág. 1354.
l

'-"-’ La Ley, T. 84, págs. 554-56; en el mismo sentido. La Ley, T. 83.

págs. 336-37: “Es indudable que los representantes del consorcio de pro-
pietarios dentro de los límites del art. ll de la ley 13.512, no tienen per-
sonería para actuar, en nombre de aquél, ante los jueces o terceros. Sus
funciones son las de un mero mandatario. al solo efecto de actuar ante las
autoridades administrativas"; “Carece de representación ante los jueces
porque su mandato no emana de una corporación, de una persona juridi-
ca. . ." SALVAT,ob. cit, págs. 463-64; Contra: “En primer lugar, el proyecto
originario de la ley 13.512 contenía la facultad de actuar en juicio, acor-

dada expresamente al administrador. La cláusula fué suprimida durante
la tramitación parlamentaria, aduciéndose como fundamentos que la re-

ferencia del art. ll era un mero ejemplo.
'
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Quiere decir que el representante del consorcio, no consti-

tuyendo éste una persona juridica como ha sido demostrado, es

mandatario de cada uno de sus integrantes. La extensión de sus

atribuciones dependerá de las que contenga el reglamento de

copropiedad 'y administración; “. . .en caso de silencio —dice

Acdeel Salas- sólo comprenderá los actos de administración

(art.. 1880, Cód. Civil) y los que mencionan los arts. 9, 11 y 15,
excluyéndose los supuestos en que son necesarios poderes espe-
ciales" (art. 1881, Cód. Civil).23

En cuanto-a la administración de las cosas de aprovecha-
miento común (art. 9, inc. a) conforme a este artículo, supone
la actuación de un administrador común designado por los co-

propietarios; pero la ley introduce también la determinación de
la voluntad de éstos en la administración del inmueble, facultán-

dolos para decidir por mayoria de votos los asuntos de interés
común “. . .que no se encuentren dentro de las atribuciones con-

feridas al administrador. . ." (art. 10, 1'! parte, ley cit.); igual-
mente, y de acuerdo al régimen de mayorías impuesto por la

ley, deciden sobre las innovaciones, reparaciones, obras nuevas,

gravámenes y_ aún sobre la extinción de la propiedad horizontal

(arts. 7, 8, 12,‘ 14 y 16 ley cit.). Todo ello, sin perjuicio de l'os

actos que cualquiera de los propietarios puede realizar sobre las

partes comunes, como hemos visto en la parte anterior.

Tenemos, pues, que la administración se cumple por inter-

medio del administrador designado por los copropietarios. que

puede ser uno de ellos o un tercero, y por gravitación de las ma-

yorías, sin excluir los actos individuales puntualizados. '-’"

Con ello se quiso manifestar evidentemente que la representación
judicial debía considerarse implícita en las atribuciones legales del Síndi-
co. Quiere decir que una conclusión distinta no podría fundarse en un ar-

gumento a contrario, existiendo ese antecedente directo derivado de la

intención legislativa. Además, la legislación comparada se inclina por
la representación amplia, como se dispone en numerosas leyes, algunas
de las cuales, como la chilena, la uruguaya y el Código Italiano, han

inspirado en muchos aspectos a la nuestra. En igual sentido se inclina
la doctrina" ob. cit., pág. 138.

2'! Pomu-m, ob. cit., pág. 122; nota del autor citado; "Es un represen-
tante de las personas individualmente consideradas (el administrador) y
si lleva su voz y su gestión a favor de lo que resuelva la mayoria es por
razón del régimen'interno de la comunidad que ha impuesto un determi-
nado número como expresión de la voluntad de los propietarios..."
SALVAT,ob. cit., p. 464;

“

. .el ejercicio de las acciones que corresponden a

cada propietario las ejercerá éste, y las acciones referentes a los bienes
comunes las ejercitará el administrador como apoderado de Ios copro-
pletarios. . .”; “Cqmo'se ve, en nuestro derecho vigente no se admite la

personalidad mor'al del consorcio de propietarios. . .". MANUEL Bonn MART-

rinrz, ob. cit., p. 216.
'

"-4 En este sentido ACDEEL E. SALAS, notas en ob. cit., págs. 119-120.
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Resulta de lo expuesto que el administrador o representante
de los propietarios tiene atribuciones limitadas, circunscriptas a

lo preceptuado por los arts. 9, inc. c), 11 y 15 de la ley 13.512, si

fuera de ellas el “reglamento de copropiedad y administración"

nada ha dispuesto ampliándolas, los actos de administración (art.

1880, Cód. Civ.) deberán interpretarse restrictivamente, reduci-

dos a los de mera gestión, dentro de los cuales no podrá involu-

crarse la intervención en juicio en nombre de los propietarios,
pues la ley no lo ha facultado (art. 11) y sólo lo ha autorizado

en los casos previstos por el art. 15_ No estarán tampoco com-

prendidos los casos que requieren poderes especiales (art. 1881,
Cód. Civ.). Es obvio. consecuentemente, que el “consorcio” po-
dría conferir al administrador amplias facultades, satisfaciendo

las reglas del mandato. 25 -

El debatido problema de la "personalidad" del consorcio co-

bra también actualidad en el orden procesal. En el fallo citado

supra, 1 y 19, se resolvió que la demanda del encargado de un

inmueble en propiedad horizontal debía dirigirse contra el admi-

nistrador del “consorcio” de propietarios.
La decisión del tribunal fue adoptada por mayoría, dándose

un voto en disidencia. En el voto del doctor Gulminelli (mayo-
ría), que en parte ya hemos reproducido, además de sostener la

“personalidad restringida” del consorcio, expuso consideraciones

25 “El administrador no podria estar en juicio por los propietarios
excepto en los casos del art. 15 y cuando se le hubieren conferido po-
deres especiales. En cambio puede actuar “en todas las gestiones ante

las autoridades administrativas de cualquier clase. como mandatario legal
y exclusivo" de los condóminos (art. 11). Pommn, ob. cit., pág. 128, nota

ACDEEL E. SALAS: “Es indudable que la designación de representante de los

propietarios. en los restringidos limites del art. 11 de la ley 13.512, no le

confiere personería o representación legal para actuar, en nombre del

consorcio, ante los jueces o los terceros. Las facultades del representan-
te son las de un mero mandatario al solo efecto de actual-tante las auto-

ridades administrativas."
Sin embargo, si el consorcio confiere al representante de los propie-

tarios amplias facultades, extensivas a las autoridades judiciales o res-

pecto de terceros no puede discutirse la validez de tal mandato o persone-
ría. Tal es, en síntesis. la opinión acerca del régimen de representación
legal del consorcio que formulan los autores que han estudiado el asun-

to (SALVAT, Derecho Civil, Derechos Reales, 4! ed., Ed. Tea, T. 2, págs.
462 a 464, núms.'1184 n) y o); Burma PEKEYRA, La propiedad horizontal,
pág. 61; Neem, Régimen Argentino de la pmpiedad horizontal, 2'! ed.,
pags. 116 a 118) — Cámara Nacional Civil, Sala C, La Ley, T. 83, pág. 337

cit. 5—_;sobre la diferencia entre "actos de administración” y "actos de

dispos1ción”, asi como aquéllos que son “consecuencia” necesaria e indis-

pensable para el desempeño de la administración. . .", que estarian com-

prendidos dentro de las facultades de los mandatos concebidos en térmi-
nos generales _(art_ 1880 cód. civ.)— para nosotros esta interpretación
amplia es inaplicable a las facultades del administrador, vistas las restric-
ciones de la ley 13.512, especialmente para estar en juicio, ver Suv“,



de orden práctico relacionadas con la' notificación de la deman-
da: “Entender —dijo— como lo pretende la recurrente que toda
acción del ejercicio de actos de administración sea dirigida y
notificada a todos. y cada uno de los propietarios, significaría
desconocer la finalidad práctica perseguida por la ley al crear

la figura del representante “legal y exclusivo”; seria lo mismo

que utilizar sus servicios para gozar de los beneficios de su ges-
tión sin reconocer las responsabilidades que de la misma puedan
surgir. Véase el absurdo que se seguiría si un obrero, que
no ha tenido ningún trato con los propietarios, debe dirigir su

demanda contra decenas o centenares de ellos, notificándolos a

cada uno en el domicilio real (v.gr. el edificio “Sacoa") de esta

ciudad". 2°

Tratado de Derecho Civil Argentino. VI, Fuente de las Obligaciones.
T. II, p. 213-14, Acdeel Salas, Código Civil Anotado, T. I, p. 1932; Lafaille,
Curso de Contratos, ed. 1928, págs. 102 y sigts.: Poirier enuncia las fa-
cultades del administrador que consideramos útil reproducir en lo esen-

cial: “Debe conservar la cosa común, pero este deber puede llevarlo a

ejercer acciones judiciales en caso de ataque a los bienes comunes. En
esto reside la dificultad de la administración, pues frecuentemente el

mandatario carece de poderes suficientes y no puede comprometer a los

copropietarios en actos que podrian se'r desaprobados, no obstante la

urgencia de actuar...”; “. . .representa a los copropietarios, asegura la

observancia del reglamento e informa a los interesados a quienes con-

voca en caso de dificultad. El mandatario administra el edificio y vela

por su conservación, ejerciendo una función de vigilancia de todas las

instalaciones y del moblaje común..."; recibe “. . .los pagos" y efectúa

. .los gastos comunes. . .". ob. cit., págs. 123. 124 y 127.
'

20 Pommn, cuyos aportes cn la materia son tan importantes. en el

punto, expone lo siguiente: “Acciones Judiciales Pasivas. — En prin-
cipio el gerente no representa a la colectividad de propietarios. El ter-

cero o la administración. que deseara obrar contra los copropietarios de
un edificio, debe identificar a cada uno de ellos y notificarlos por sepa-
rado, lo que hace que los juicios resulten muy gravosos. Debe citarse a

cada copropietario en su domicilio particular, que a menudo no se en-

cuentra en el edificio del “condominium”. Para remediar esta dificultad.
derivada de la ausencia de personalidad juridica, ¿puede válidamente
hacerse la notificación al gerente?

Legalmente ello no es posible. En la práctica, la administración pú-
blica de impuestos y otras consideran que se ha constituido domicilio

especial en la gerencia. En realidad, el gerente tiene la facultad de “re-
cibir los encargos". Entendemos que si el tercero que ha de demandar
a la colectividad consigue una copia del poder registrado que se ha
conferido al gerente, si éste ha sido designado por algunos copropieta-
rios la notificación surtirá efecto con respecto a los demás, pero la noti-
ficación debe siempre ponerse en conocimiento del mismo interesado.
pues podría alegar que constando el mandato en un instrumento priva-
do. la notificación al gerente no es válida.

El gerente sólo puede representar en juicio a los copropietarios me-

diante poder expreso conferido al efecto. Aun en este caso, los copro-

pietarios pueden tener puntos de vista divergentes y plantear la defen-
sa de distintas maneras”, ob. cit. pág. 128.



Por el contrario, el doctor García Durán, que votó en disi-

dencia, después de fundamentar la falta de “personalidad” del

consorcio y de facultades del administrador para intervenir en

juicio, ". . .aunque su finalidad pueda ser conservatoria, sostuvo

. .debe citarse a cada propietario en su domicilio real, “que a

menudo no se encuentran en el edificio” —caso de autos- y
ante tal inconveniente legalmente no puede haber litis válida,
ni notificando al gerente".

Los fundamentos de la mayoria del Tribunal, basados en la

“personalidad” del "consorcio", de acuerdo con la posición ad-

versa a su reconocimiento que hemos sustentado, no podría apo-

yar su pronunciamiento; por cuyo motivo y los argumentos
coincidentes del voto en disidencia no existiría solución legal del

problema suscitado.

Los inconvenientes prácticos expuestos son, sin duda, cier-

tos; no obstante, la ausencia de apoyo legítimo para superarlos
impide adoptar el temperamento de la mayoría. Estimamos que
la solución se puede obtener confiriendo a los administradores

facultades suficientes, aspecto éste que debe cuidarse por el con-

sorcio al “. . .acordar y redactar. . .” el reglamento (art. 9 ley
cit.); y como ello no es habitual, no sería inoportuna la refornïa

de la ley. Esta debería. concederles mandato legal y la correla-

tiva obligación de mantener informados a los copropietarios de

los litigios que se promuevan, dentro de plazos perentorios, para
darles oportunidad de intentar las defensas que crean más ade-

cuadas a la protección de sus intereses.



LEYES DE ARRENDAMIENTO Y PLAN

DE TRANSFORMACION AGRARIA

ALFREDO M. HARRY

Profesor Adjunto Interino de Derecho Agrario y Minero

La República Argentina se ha destacado siempre en el con-

cierto mundial de las naciones por ser esencialmente unzpaís
agrícolaganadero y, producida la Revolución Libertadora, una de
las primeras preocupaciones del Gobierno Provisional fué obte-
ner la recuperación de nuestro campo tan castigado durante los

años anteriores.

Agricultura y ganadería prósperas traerán el bienestar ge-
neral y las divisas necesarias para nuestra evolución industrial y
el engrandecimiento económico del país. Por ello el régimen so-

cial y jurídico de los arrendamientos agrícolas y su consecuen-

cia, que es la estabilización del hombre de campo, “la tierra "para
el que la trabaja" en el verdadero sentido de la frase. es uno de

los problemas fundamentales del país. Así lo entendió el Gobier-

no Provisional cuando dictó el decreto de diciembre del año 1955

prorrogando hasta el 3] de diciembre del año siguiente todos los

contratos de arrendamientos y luego hasta el 28 de febrero

de 1957. Entretanto, para estudiar el régimen legal vigente en

la materia y proponer las reformas más urgentes instituyó por
decreto ley N° 7095 del 27/12/55 una comisión de siete miembros

designados por el señor ministro de Agricultura de la Nación,

que debía seguir las siguientes normas: a) acceso del productor
rural a la propiedad’ de la tierra; b) retorno gradual a un régimen
de libre contratación dentro de las garantias legales; c) rees-

tructuración de las Cámaras de Arrendamientos y Aparcerías
Rurales con miras a la organización de un fuero agrario.

Alrededor del cometido de esa comisión se produjo un am-

plio debate democrático que fructificó en dos decretos leyes: el

2187/57 o Plan de Transformación Agraria, y el No 2188/57 con

las modificaciones a la ley de arrendamientos N0 13246.

La legislación sobre los arrendamientos agrícolas no es pro-
blema nuevo en el país y ya el diputado Juan B. Justo a comien-
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zos del siglo planteaba la necesidad de asegurar al locatario ru-

ral una estabilidad mínima en la tenencia del predio, superior
a la que le acuerda el Código Civil a fin de que pudiera afincarse

en la tierra que trabajaba. Se ha dicho que el Código Civil es el

Código de los propietarios y ello viene de su concepto romanista

del derecho de la propiedad, de usar, gozar y abu'sar de la misma,
como reacción lógica, en la época en que fué dictado, contra la

anarquía imperante _v la garantía que se quería dar al estableci-

miento de inmigrantes colonos y de nuevas industrias en el país.
Gobernar es poblar, había dicho Alberdi, y la mejor forma de

poblar era y es entregar la tierra en propiedad, tal como se hizo

en los Estados Unidos y' preconizaba ardientemente Avellaneda,

siguiendo el ejemplo yanqui. Es de recordar la lucha a que dió

motivo esta nueva legislación agraria, y viene así a" la memoria

la marcha sobre Buenos Aires de los agricultores ‘federados en

pro de la sanción de la primera ley de arrendamientos en agosto
de 1921. Esa intranquilidad campesina de aquellos días concitó

la atención de los poderes públicos de la nación y dió nacimiento

a nuestra primera ley de arrendamientos agrícolas reguladora de

los derechos y obligaciones de arrendatarios y propietarios. Fué

la N'-' 11.170 y en su debate parlamentario se hizo notar el des-

amparo en que vivían nuestros campesinos, obligados a emigrar
constantemente de tierra en tierra, sin lograr ninguna estabili-

dad que les permitiera constituir su hogar.
Para ubicarnos en la importancia del problema basta decir

que, según datos del censo de 1937, el 44,3% de las explotacio-
nes agropecuarias de la República está a cargo de arrendatarios,

y de estos últimos, cerca del 40% pagan los arrendamientos en

especie o bien a porcentaje (aparcería). Según datos estadísti-

cos compilados recientemente por el llamado “Plan de Transfor-

mación Agraria” del ingeniero Diego Joaquín Ibardía, que fué

presidente de las Cámaras de Arrendamientos y Aparcerías Ru-

rales, sobre un total de 471.389 explotaciones agropecuarias en

el país, con una extensión de 173.448.000 hs.. más de la mitad

es explotada por arrendatarios, medieros y tanter'os, y ello afec-

ta a más de dos millones y medio de personas. Es evidente, en-

tonces, que la solución de este problema nos interesa a todos.

La ley 11170 fué nuestro primer estatuto legal sobre la ma-

teria y como_objeto principal estableció un plazo mínimo del

contrato atendiendo a los resultados económicos de la explota-
ción. Nuestro Código Civil, como se ha dicho, no garantizaba
una estabilidad minima al arrendatario e inquilino, salvo cuando

se refiere al plazo mínimo necesario para recoger los frutos que

produce la heredad. En cuanto al plazo máximo del contrato de

arrendamiento. se limitó a diez años improrrogables. Pero las

leyes de arrendamientos agrícolas modificaron estas disposicio-
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nes. Pósteriormente en el año 1932 se sancionó la ley 11627 que

rigió hasta el año 1949 en que fué sancionada la actual ley 13240.

Vemos, entonces, que se trata de un problema viejo en el país,
que se busca de solucionar.

En materia agraria se ha roto con el principio absoluto de

la autonomía de la voluntad contractual imperante en nuestra

legislación civil. En materia de locación urbana sucede análogo
fenómeno y ya desde el año 1921 se establecieron plazos míni-

mos de locación en vista de la escasez de la vivienda. Son las

cambiantes condiciones de la vida que dejan su indeleble huella

en la ciencia jurídica. siempre en busca del equilibrio y equidad
social como camino hacia el bienestar general. La ley, la norma

jurídica, debe estar de acuerdo con la realidad social y econó-

mica evolucionando de acuerdo a ella; caso contrario se produ-
cirá la transgresión de la norma.

Como ya hemos dicho, los plazos contractuales de la ley
13246 fueron prorrogados hasta el 31 de diciembre del año 1956
y luego hasta el 28 de febrero de 1957. No ocurre aquí como en

el caso de las locaciones urbanas, cuyo régimen es de emergencia
y que vence con el término de la ley, pero cuya legislación de

fondo surge del Código Civil. En materia de arrendamientos

agrarios tenemos un estatuto orgánico que es la ley 13246. que

sigue en pleno vigor y fuerza; lo que fué prorrogado por los

decretos leyes‘citados fué el término de los contratos vencidos,
a cuyo vencimiento los propietarios podían decir, si querían. la

devolución del predio o bien llegar a nuevas condiciones con-

tractuales de explotación o de venta de la tierra al arrendatario.

De conformidad al artículo 20 de la ley 13246 en su redacción

oriignal, al vencimiento del plazo contractual el arrendatario o

aparcero deberá restituir el predio sin derecho a ningún plazo
suplementario para el desalojo y entrega libre de ocupantes. De

conformidad a otro decreto de principios de diciembre de 1955

y como ya se ha dicho se podrá imponer al desocupante que

retenga Sin motivo el campo que debe entregar, una multa dia-

ria de S 300.- "X, con destino a la enseñanza común.

El informe presentado por el ingeniero Ibardía calculaba en

240.000 las relaciónes arrendatarias del país, de las cuales excluía

40.000 que son los contratos celebrados bajo el imperio de la ley
13246 y que considera que deben ampararse con nuevas prórro-
gas. De las restantes 200.000, excluye el 40% o sea 80.000 que

explotan más de una unidad económica, o bien son sociedades de

capital, comerciantes. profesionales, que los excluye de su con-

dición de agricultores y de los ámbitos de amparo de la ley
13246, es decir, que quedaria circunscripto el problema del único

predio explotado por el único arrendatario a 120.000 explotacio-
nes agropecuarias que a un promedio de seis personas por fami-
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lia campesina llegaríamos a la cifra de 720.000 personas afectadas
directamente. Veamos cómo llega el Ing. Ibardía a estas cifras:

“Al 31 de marzo de 1956 existían 227.837 contratos de
“arrendamientos y aparcería registrados en la Dirección de
“

Arrendamientos para todo el país, de los cuales 40.465 fue-
“

ron formalizados con posterioridad al año 1949. Por otro
“

lado, el IV Censo General de la Nación (1947) acusa 203.225
“

explotaciones agropecuarias bajo el régimen de arrenda-
“miento y aparceria. Los datos del Censo Nacional Agrope-
“

cuario levantado en 1952 no han sido compilados, pero para
“

el estudio previo del presente plan se obtuvieron cifras co-
“

rrespondientes a los cinco Departamentos más representati-
“

vos que, comparadas con las del censo de 1947. permiten
“apreciar cierta disminución, tanto en el número como en la
“

superficie de las explotaciones. Para llegar a las 240.000 re-
“

laciones arrendatarias que se mencionan en el presente in-
“

forme, por la falta completa de datos. ha sido menester apli-
“

car factores empíricos de corrección, basándose en los si-
“

guientes hechos conocidos: sobre el número de contratos re-
“

gistrados (que es el dato de que se dispone) se ha de dedu-
“

cir, por la tendencia destacada en el párrafo anterior, apre-
“

ciada en un 12% o sean 27.340, que se estima corresponde
“

a contratos terminados por compra del campo, entrega vo-
“

luntaria, venta del derecho de ocupación o sentencias cum-
“

plidas. de los que no se ha dado cuenta el Registro, lo que
“

lleva la cifra de los contratos a 200.497, sensiblemente simi-
“

lar a la dada por el IV Censo: a su vez cabe incrementar esta
“

cifra en un 2017:- correspondiente a aquellas relaciones arren-
“

datarias existentes sin documentar por carecer de contrato
“

escrito o no haberse registrado oportunamente si lo hay, con
“

lo que se llega a la cantidad indicada al principio. De estos

“240.000 contratos deben deducirse. en primer lugar. los
“

40.465 contratos celebrados con posterioridad'al año 1949.
“

que por estar en vigencia y haberse formalizado durante el
“

régimen de la ley 13.246, no corresponde sean amparados
“con nuevas prórrogas; sobre los 200.000 resultantes, en nú-

“meros redondos. se estima aún que un 40% o sean 80.000
“

corresponden a arrendatarios o aparceros que tampoco se-
“

rán beneficiados por prórrogas debido a que explotan más
“

tierras que las que constituyen la unidad económica, consti-
“

tuyen sociedades de capital. son simultáneamente comercian-
“

tes. industriales. profesionales, etc” lo que reduce el número
“

a 120.000”."

Para el problema que afecta a las 120.000 explotaciones alu-

didas, el informe que estamos comentando las coloca en una tri-

ple disyuntiva: de comprar la tierra que trabajan. pactar nue-
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vos contratos o entregar el campo al vencimiento de la prórroga
o del período de transición que se instaure. Y aquí es donde se

produjo la polémica entre las sociedades de propietarios y las de

arrendatarios respecto a la postura adoptada frente a ese infor-

me. Entre las sociedades de propietarios podemos contar a las

sociedades rurales y de tierras arrendadas, y entre las segundas,
principalmente a la Federación Agraria Argentina de Rosario.

Los primeros pugnan principalmente por la llamada “libre con-

tratación y el “precio venal” para la compra de la tierra. Los

segundos responden con el viejo anhelo de que el arrendatario

se haga propietario de la tierra que trabaja, antiguo “slogan”
agrario que nos viene desde los fondos de la historia, y “la fun-
ción social de la propiedad", con raíces profundas en los prime-
ros códigos de la humanidad y las principales corrientes filosó-

ficas y sociales de la antigüedad

La verdad es que cada problema se resuelve hoy en dia sólo
con conceptos prácticos y utilitarios desde el punto de vista so-

cial-económico. En realidad, el‘_problema queda circunscripto al

agricultor que explota una sola parcela constitutiva de una uni-

dad económica y que carece de toda otra actividad y de toda

otra tierra. En caso de que este colono tuviera que devolver a su

dueño la tierra, se vería arrojado a los caminos con todas las

consecuencias sociales que ello acarrea. La contrapartida está en

el propietario que lo único que posee es precisamente esa parcela
antes aludida y que desea recuperar su predio para trabajarlo
personalmente o con su familia, o bien que depende de la renta

de .ese predio para trabajarlo personalmente o con su familia.

Para este caso debe intervenir el Estado con amplios planes de

colonización buscando ubicar al colono arrendatario para que
no se vea desalojado, o bien dándole opción de compra al agri-
cultor por el precio de productividad. Este es otro de los grandes
problemas que agitan a la opinión. Para el caso de darse opción
de compra al arrendatario, ¿qué precio debe regir? En caso de

las locaciones urbanas para los inquilinos en propiedad horizon-

tal se les dió opción absoluta de compra para adquirir su depar-
tamento al precio de la tasación estatal. ¿Por qué no hacer lo

mismo con el caso de los arrendamientos agrícolas dentro del me-

canismo de la ley 13246? Sin embargo, sería conveniente impo-
ner una variante, como ser la siguiente: para el supuesto de que
fuera el único predio del propietario, y el arrendatario optara
por la compra al valor de productividad o de tasación oficial,
entonces el Estado podría compensarle la-diferencia al propieta-
rio con el valor venal, cuyo pago se le haría con títulos a 10 y 20

años de plazo. Veremos más adelante las reformas actuales so-

bre este problema.
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Otro problema a considerar es el del precio de los arrenda-
mientos. En el caso de las aparcerías a porcentaje de la produc-
ción, la remuneración del propietario ha ido corriendo pareja
con el del aumento del precio de los productos del campo, de
modo tal que el proceso inflatorio a que se ve sometido el país
no los afecta. Pero en los contratos donde el precio es en dinero
se ha producido la desvalorización total del precio en perjuicio
del propietario y por ello la solución puede estar en su reajuste
inmediato tomando como base a los contratos de aparcería. Creo

que en este aspecto no hay mayores diferencias de opinión.

El plan de transformación agraria del ingeniero Ibarbia pro-
ponía las siguientes soluciones: establecer un período de transi-

ción manteniendo la actual prórroga y la congelación de precios.
En ese período el propietario podía comunicar al arrendatario
su voluntad de vender al precio que fijara. constriñéndolo a com-

prar o irse después de la cosecha. La oferta debía comprender
todo el ámbito del contrato. El arrendatario podía a su vez:

a) aceptar la oferta, b) hacerle una contraoferta. o c) convenir
un nuevo arriendo. A los efectos del precio, el Ing. Ibarbia se

muestra partidario de lo que él llamaba “valor venal" y reducía

la ayuda estatal por el crédito solamente a aquellos arrendatarios
no incluídos en las excepciones a la prórroga legal de la ley 13246

(arts. 52 y 53). es decir, a los casos de los colonos quienes sólo

tienen el predio que explotan. Calculando el término medio de

cada fundo constitutivo de una “unidad económica" en S 300.000

moneda nacional y en 60.000 los arrendatarios en estas condicio-

nes (ya que calculaba que sólo la mitad de los 120.000 arrenda-

tarios optarían por comprar). llegaba a la cifra de S 18.000.00(L000

moneda nacional que sería necesaria movilizar a los efectos del

plan; y admitiendo que estos arrendatarios por lo menos podrían
pagar 1/3 del valor del campo, tendríamos que el propietario y/o
el Estado por medio de sus instituciones de crédito tendría que
financiar la suma de mSn 12.000.000.000. La sola mención de esta

cifra da una idea de la magnitud del problema que se proponía
resolver mediante la emisión de cédulas hipotecarias y utilizando
los recursos del Fondo de Recuperación Nacional. Resumiendo:
la idea del Ing. Ibarbia fué llegar a la libre contratación pasando
previamente por un período de transición. siempre sobre la base

de que la prórnoga legal vencería el 31 de diciembre de 1956.

Por su parte, la Federación Agraria Argentina propugna la re-

novación total de los contratos de arriendo insertando en ellos

la opción de compra a favor del arrendatario. A su vez. el que

suscribe cree que debe mantenerse en pleno vigor y fuerza la

ley 132 46 con algunas modificaciones, que serían las siguientes:
prorrogar por cinco años todos los contratos excluidos de la ex-

cepción a la prórroga legal de los articulos 52 y 53 de la ley de
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arrendamiento, es decir el colono con una sola explotación agro-

pecuaria, acordándole la opción de compra al precio que fijaría
un organismo estatal con facultad de apelación ante los Tribu-

nales Agrarios por cualquiera de las partes disconformes y en

análogas condiciones a 'la experiencia existente ya en propiedad
horizontal, Este precio se 'fijaría en base a la productividad te-

niendo en cuenta contratos similares en aparcería agrícola o ga-
nadera. Se reajustarán los precios de los arrendamientos en di-

nero regulándolos a similitud de las aparcerías. La financia-

ción de la opción de compra podría ayudarla el Estado facili-

tando el crédito necesario, una parte en efectivo y la otra

parte en títulos de renta estatal (cédulas hipotecarias o crédito

argentino interno, rescatables a 10 y 20 años). Además, tendría

que impulsarse un plan colonizador para habilitar nuevas tie-

rras y poder ubicar colonos e hijos de colonos desplazados. Para

ello, por ejemplo, la Federación Agraria proponía utilizar las

tierras de las sociedades anónimas que exceden de dos mil hec-

táreas, pero no menciona lo que podria costar esa utilización_
En todos los demás contratos se aplicaría el régimen general de

la ley. Frente al planteo que se ha reseñado de estos problemas,
el gobierno de la Revolución Libertadora, como se ha dicho, dictó
dos decretos leyes. Uno es el de Plan de Transformación Agraria
y el otro es modificatorio de la ley 13246. Son los decretos leyes
núms. 2187 y 2188 de 1957, que veremos también con sus modi-

ficaciones posteriores.
El plan de Transformación Agraria, ante todo, prorroga a

todos los contratos vencidos o a vencer por 180 días a partir del

28 de febrero de 1957. El arrendatario o aparcero dentro de ese

plazo de 180 días tiene derecho a proponer la compra de la su-

perficie del predio o bien limitar su pedido de compra a una uni-

dad económica. Si el propietario rechaza esa oferta de compra o

da silencio por respuesta, entonces el contrato queda prorrogado
en las condiciones vigentes al 31 de diciembre de 1955 hasta el

31 de mayo de 1960. Si el propietario accede a vender y se ponen
de acuerdo en el precio, terminó el problema. Pero a su vez el

propietario puede contestar la oferta de compra limitándola a

una unidad económica con especificación de precio. Si el arren-

datario acepta deberá restituir el resto del predio ocupado den-

tro de los seis meses de perfeccionada la compraventa. El pro-

pietario debe contestar a la oferta de compra, que se notificará

debidamente por la autoridad judicial del lugar, escribano públi-
co o telegrama colacionado dentro de los sesenta días. Si el pro-

pietario acepta la compra, pero no se ponen de acuerdo en el

precio, éste es fijado, dice la ley, por la institución de crédito ofi-

cial, a cuyo efecto cada parte presentará al Banco de la Nación

Argentina u otra institución oficial de crédito, en la forma que
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determinará la reglamentación, un informe fundando su estima-

ción_ La institución de crédito fijará el precio de acuerdo a la

productividad estimada por venta cierta calculada por los pro-
medios de rendimientos normales de los últimos cinco años y los

precios corrientes. Esta decisión de la institución de crédito era

apelable dentro de los quince días ante la Cámara Central de

Arrendamiento y Aparcerías Rurales. Posteriormente veremos

que, a raíz de objeciones aducidas por el Banco de la Nación Ar-

gentina estimando inconveniente se le asignarán funciones de

Tribunal de 1° Instancia para la fijación de precios y determina-

ción de unidades económicas, por decreto ley 9991 "del 2/9/57 se

modificó este aspecto del plan estableciéndose que la fijación del

precio quedaba a cargo de la justicia provincial completamente,
o de las Cámaras Paritarias de Arrendamiento y Aparcerías Ru-

rales, siendo sus resoluciones apelables ante quien corresponda.
Si el arrendatario desiste de la compra soportará los gastos pro-
ducidos y deberá restituir el predio dentro de los seis meses de

su desistimiento. Si el que desiste es el propietario deberá so-

portar todos los gastos producidos y entonces el arrendatario

tiene derecho a quedarse en el campo hasta el 31 de mayo de

1960. La ley ha previsto planes de financiación que a grandes
rasgos son los siguientes: El arrendatario o aparcero podrá pro-

poner cualquiera de las siguientes formas de pago: a) Financia-

ción mixta, comprometiéndose a pagar por lo menos el veinte

por ciento (20%) al contado y el ochenta por ciento (80%) res-

tante en seis años mediante pagos parciales, del trece por ciento

t 13 92-) de la deuda durante los cinco primeros años y del quince
por ciento (15%) en el último. que se harán en cuotas sem-es-

trales. El crédito deberá garantizarse con hipoteca de primer gra-

do y devengará sobre los saldos adeudados un interés del ocho

por ciento (8%) anual pagaderos por semestres vencidos. Para

el pago de las cuotas semestrales el Banco de la Nación Argen-
tina u otra institución oficial de crédito otorgará al comprador
que lo solicitare un crédito equivalente al cuarenta por ciento

(40% b del precio total. de cuyo monto se le entregará en opor-
tunidad de cada vencimiento un importe igual a la mitad de la

suma que deba pagar el vendedor. Tal préstamo se garantizará
con hipoteca de segundo grado, devengará un interés del cinco

por ciento (5% ) anual y se devolverá en seis cuotas anuales e

iguales a partir del sexto año. b) Para el caso de arrendamiento
exclusivamente agrícola, comprometiéndose a pagar por lo me-

nos el diez por ciento (10‘71 ) al contado y el saldo, garantizado
con hipotecas de primer grado, en cuotas anuales hasta la total

cancelación equivalente al 40% de la cosecha cada uno, o su

equivalencia en efectivo. El saldo resultante después de cada

amortización se reajustará en función a números índices deter-
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minados sobre la base de las variaciones operadas en los precios
mínimos de la cosecha inmediata anterior del trigo, maíz, lino,
avena, centeno y girasol con relación al precio mínimo de tales

productos para la cosecha 1956/57 que se considerará como base
100. Sobre el saldo resultante en cada oportunidad se pagará un

interés del ocho por ciento (8%) anual por trimestre vencido.

La ley acuerda especiales franquicias impositivas tanto para
el comprador como para el vendedor que se acojan a la ley, así
como exención del impuesto a los réditos por cinco años al com-

prador y de las ganancias eventuales al vendedor, todo ello en

proporción a la parte que ayuda cada uno en su financiación.

Los gastos que ocasione el trámite para fijar el precio serán

soportados por la parte que se_haya alejado más del fijado ofi-

cialmente. Una vez perfeccionada la venta, el arrendamiento den-

tro de los treinta días de notificado el precio definitivo deberá

depositar como mínimo el 10% del precio de venta o bien con-

venir con el propietario forma de pago. Entonces el prOpietario-
vendedor le entregará la posesión del lote vendido y hasta tanto

escriture percibirá el interés del 5% anual pagadero por semes-

tres vencidos sobre el saldo deudor. En caso de que la demora

le fuera imputable a él, el colono seguirá pagando el arrenda-

miento o aparceria vigente. La ley dispone que la exigibilidad
de las obligaciones emergentes del contrato de compraventa que-

da subordinada al otorgamiento del crédito oficial al arrendata-

rio comprador,
Respecto de los juicios pendientes por excepción a la pró-

rroga legal de la ley de arrendamiento, para el caso de que el

propietario no quiera vender, seguirán su curso normal y se po
drá obtener el desalojo en los casos que procede. La reglamenta-
ción de la ley podrá extender a otras operaciones de compra-
venta de campos, siempre que se trate de una unidad económica,
las franquicias impositivas de la comentada.

En los considerando de este decreto ley 2187/57 que me voy
a permitir transcribir por su extraordinaria trascendencia, se

alude que la prolongación del régimen de excepción y de emer

gencia de los arrendamientos rurales crea problemas más graves

que los que se quiso resolver. Que la reiterada promesa de la

tiranía de dar la tierra a quienes ‘la trabajan sólo sirvió para

engañar a los productores agropecuarios, ya que jamás se hizo na-

da serio para traducirla en hechos. Que por el contrario, la escan-

dalosa confiscación del fruto de su trabajo impidió que los pro
ductores agropecuarios en momentos propicios pudieran dispo-
ner de los recursos necesarios para alcanzar la propiedad de la

tierra. Que fue propósito decidido de la Revolución Libertadora

proveer los medios para que esta aspiración fuera una realidad

en la tierra argentina en el más breve plazo. Que la situación de
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emergencia a que se ha llegado permite crear las condiciones

necesarias para que el proceso se realice dentro de los cauces

legales, premisa fundamental de la acción del Gobierno Revolu-

cionario. Que este alto propósito debe cumplirse en el marco de
la Constitución de la Nación que sostiene el derecho de propie-
dad, máxime teniendo en cuenta que a esta altura de nuestra

evolución es un hecho indiscutido que la propiedad privada,
convenientemente distribuida, constituye el estímulo más efecti-

vo del progreso económico y social. Que la prolongación indefi-

nida de un régimen de emergencia en momentos de crisis cons-

pira contrae] progreso técnico de las explotaciones agropecua-
rias y contra el aumento de la producción, urgentemente reque-
ridos por la situación económica del país; Que la crisis agrope-
cuaria que diera lugar al régimen de la prórroga h_a sido amplia-
mente superada y substancialmente eliminada con las medidas

oportunamente adoptadas por el actual gobierno; Que los nuevos

precios oficiales aseguran una etapa de prosperidad al productor
rural. Que no es aconsejable pasar repentinamente del régimen
de emergencia imperante a otro de libre contratación por los

trastornos que se provocaría. Que para facilitar el acceso del

productor rural a la propiedad de la tierra que ocupa es conve-.

niente estimular las ventas entre propietarios y arrendatarios,
acordando exenciones impositivas a tales operaciones. Que al

crear las condiciones para que los auténticos trabajadores de la

tierra, por su iniciativa y esfuerzo, puedan transformarse en pro-

pietarios, el Gobierno de la Nación confía en las elevadas cuali-

dades morales que han cimentado su tradicional prestigio. Que
la transformación de un número apreciable de arrendatarios de

las tierras que ocupan contribuirá de modo decisivo a elevar el

nivel de la vida de la población rural, evitando el éxodo campe-
sino a los grandes centros de población. Que la popularización
de la propiedad privada consolidará la democracia en el país.
Que es indudable que la acción protectora financiera del Estado

debe beneficiar, primordialmente, al productor rural que explota
una extensión de campo para el mantenimiento y progreso de su

familia. Que la actual estrechez financiera obliga a limitar el

apoyo crediticio a una unidad económica de progreso capazde
proporcionar base suficiente de desarrollo a los espíritus esfor-

zados. Que resulta impostergable adoptar algunas medidas de

transición, sin perjuicio de la reforma de aquellas disposiciones
de la ley 13.246 que constituyen una rémora para la libre oferta
de campos en arrendamientos con daño de las nuevas generacio-
nes rurales y que el sistema de prórrogas indefinida's ha elimi-
nado la oferta de tierras en arrendamientos impidiendo que mi-
les de argentinos, peones. hijos de chacareros y contratistas en-

cuentren una parcela en qué iniciar sus actividades. Tales fue-
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ron los fundamentos del plan comentado e'n los considerandos
del decreto-ley 2187/57. La primera reacción que produjo este

decreto-ley fué en general favorable. La Federación Agraria Ar-

gentina de Rosario, entidad que agrupa esencialmente a los

arrendatarios, aconsejó a todos sus afiliados optar por la com-

pra; luego se discutiría la forma de determinar el precio sobre
el cual no estuvo muy de acuerdo, aunque falta el criterio defi-

nitivo que se fijó en la modificación y en el decreto reglamenta-
rio. En principio se quiso demostrar la voluntad que tiene el

colono de adquirir la tierra que trabaja y que riega con el sudor

de su frente.

El primer paso está dado, que era el más difícil y el más

controvertido; lo demás se verá por el camino. En un régimen
de libertad no hay que tener miedo a equivocarse porque ya se

alzarán voces para rectificar 'los errores, limar las asperezas y
buscar soluciones adecuadas. Lo principal es haber estructurado

un plan y ponerlo en ejecución con decisión y valentía.

Posteriormente, por decreto-ley N0 9991, del 25 de agos-
to de 1957 (publicado en el Boletín Oficial del 2/9,’57) se am-

plió y modificó el Plan de Transformación Agraria. Para ello,
y como se dijo, se tuvieron en cuenta las observaciones susten-

tadas por el Banco de la Nación Argentina que objetó se le asig-
naran funciones de Tribunal de 1° Instancia para la fijación de

los precios de la tierra en los contratos de compraventa y para
la determinación de lo que se considera “unidades económicas".

Por ello se encomendaron dichas funciones a las Cámaras Re-

gionales Paritarias de Conciliación y Arbitraje Obligatorio. Pero,
respetando el sistema federal vigente, el art. 13 del decreto-ley
N9 2187/57 modificado quedó redactado así: “En caso de diver-

gencia sobre el precio entre el arrendatario o aparcero y el pro-

pietario, las partes podrán presentarse ante la justicia provincial
competente o ante la Cámara Regional Paritaria de Conciliación

y Arbitraje Obligatorio que corresponde. La cuestión será re-

suelta de acuerdo al procedimiento que establecerían las respec-
tivas reglamentarios”. Esta reglamentación se dictó por el de-

creto N9 10.179, del 29 de agosto de 1957, publicado en el Boletín

Oficial del 4/9/57. La prórroga de los contratos establecida por
el art. 1° del decreto-ley 2187/57 fué ampliada al 30/9/57. Es

interesante la definición que trae el decreto reglamentario en su

art. 29 de la “unidad económica de progreso” que es -la exten-

sión de tierra apta para la explotación racional prevaleciente en

cada región que trabajada por una familia tipo constituida por el

matrimonio y tres hijos que colaboren en la misma aportando
en conjunto la mayor parte del trabajo necesario, le permita vivir

y progresar”. Se estimaba el valor funcionario de dicha parcela,
libre de mejoras, para el ciclo 1957/1958 en mSn 400.000.
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El decreto limitó los derechos del comprador para el caso de

concretarse la compra prohibiéndole la cesión del boleto, prohi-
biendo la venta del predio por cinco años, y prohibiéndole por
cinco años arrendar o ceder el predio bajo aprecibimiento de mul-

ta. Respecto del aparcero comprador le obliga a sembrar el 85%
de la superficie apta del predio. Con respecto a la forma de de-

terminar el precio el decreto-ley 2187/57 en su art. 14 establecía

que: “La institución de crédito fijará el precio de acuerdo a la

productividad estimada por renta cierta calculada por los pre-
cios de rendimientos normales de los últimos cinco años y los

precios corrientes”. A raíz de las objeciones y reparos presenta-
dos a este artículo principalmente por la Federación Agraria Ar-

gentina. se dispuso que el precio se fijará de acuerdo a la pro-
ductividad estimada por renta cierta calculada por los promedios
de los últimos cinco años, los valores venales y la contribución

territorial". Se suprimió lo de “rendimientos normales” aclaran-

do el concepto por el de “promedios de los últimos cinco años”

que es un valor más adecuado a la realidad, complementándolo
con el de los valores venales y la contribución territorial.

Esta fijación de precio es apelable ante la Cámara Central
de Arrendantes y Aparcerías Rurales. El decreto-ley 9991_’57,
como se dijo, amplía hasta el 30/9/57 la prórroga de los contra-

tos del art. 1° del decretoJey 2187/57 y además amplía también
los plazos para que se contentes la oferta de compra. Se incluye
en el articulado de la ley a los contratos celebrados con posterio-
ridad al 28/9/48 que anteriormente parecían excluídos, y a los
ceses de juicios de desalojo en trámite,

Se amplían, además, las facilidades y exenciones impositi-
vas para los que intervinieran en la concertación de los contra-

tos de compra-venta y en la obtención de créditos bancarios.

Estas normas han sufrido una nueva y última modificación

por decreto-ley 6074 del 25/4/58 publicado en el Boletín Oficial

del 13/5/58. Según esta reforma, el art. 7° del decreto-ley 2187/
57 amplía las posibilidades crediticias del colono y las facultades
de los Bancos al respecto.

'

Por último, y para terminar, se pueden consignar las últi-

mas modificaciones sobre el problema a saber: por decreto-ley
N° 6430, del 30/4/58 (B. 0. 14/5/58) se volvió a modificar el

art. 4° de la ley 13246 de la siguiente manera: “Art. 4° Los pro-
“

pietarios de un único predio, cuyo valor no exceda de ocho-
“

cientos mil pesos (S 800.000.—) moneda nacional, que hayan
“

efectuado la contraoferta de venta a que se refieren los artícu-
“

los 4° y 5° del decreto-ley N“ 2187/57 podrán, en caso de no
“

concretar la operación, convenir un reajuste del precio de arren-
“

damiento. Además se decretaron las siguientes disposiciones:
“A .los efectos de establecer el límite de ochocientos mil pesos
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“

moneda nacional (mSn 800.000.—) a que s_e_refiere el artículo
“

precedente se tomará en cuenta exclusivamente el valor que el

“propietario haya asignado a su predio en la contestación a la
“

oferta de compra formulada por el arrendatario. En caso de
“

desacuerdo sobre el monto del reajuste del precio de arrenda-
“

miento decidirán a pedido de parte los organismos nacionales
“

o provincialesque sean competentes, de acuerdo a sus respec-
“

tivas normas de procedimiento. Las disposiciones del presente
“

decreto-ley entrarán en vigencia desde la fecha de su publica-
“

ción. A partir de la fecha de publicación del presente decreto-
“

ley quedan derogadas todas las disposiciones que se le opon-
“

gan". Cabe observar que estas modificaciones fueron introdu-

cidas a pedido de la Federación Agraria Argentina y los centros

de Pequeños Propietarios de Fincas Rurales.

Respecto a la situación de las Cámaras Paritarias de Arren-

damiento y Aparcerías Rurales 'por decreto-ley 6283, del 28/4/ 58

(B, O. 9/5/58) se dispuso que dichas Cámaras no recibirán nue-

vos juicios a partir de la fecha de publicación del decreto y que
los nuevos juiCios debían iniciarse ante los Tribunales Provincia-

les competentes, ello fué respetando la jurisdicción federal de la

República.
En junio ppdo. la Honorable Cámara de Diputados 'de la Na-

ción dispuso derogar el decreto-ley que se comenta N" 6283/58

restableciéndose la competencia exclusiva de las Cámaras Pari-

tarias de Arrendamientos y Aparcerías dispuesta por el art. 1‘?

de la ley 13897 y declarado en vigencia el art. 48 de la ley 13246

conforme a la reforma introducida por el art. 2° de dicha ley.
Contra esta sanción ha protestado la Sociedad Rural Argentina
en nota dirigida al Senado de la Nación solicitando no se aprue-
be la sanción de Diputados por entenderla contraria a los textos

constitucionales vigentes y que de este modo no se respetan las

autonomías provinciales. El Honorable Senado de la Nación tie-

ne ahora la palabra sobre este aspecto jurisdiccional.
Por su parte el Honorable Senado de la Nación en sesión del

25 de julio ppdo. aprobó un proyecto de' ley sobre arrendamien-

tos y aparcerías rurales elaborado por el Poder Ejecutivo Nacio-

nal y uno de los senadores. Posteriormente en la sesión del 31 de

julio ppdo. la Honorable Cámara de Diputados les dió sanción

definitiva, que fué promulgada por el P. E. bajo el N° 14451 (B.
0. 21/8/58). .

Como características generales de la ley se pueden señalar

las siguientes:
a) Se prorrogan en general todos los contratos” comprendidos

en los decretos-leyes núms. 7095/55, 2187 y 9991/51 al 31/12/61.

b) Si bien el art. 29 deroga los decretos-leyes 2187 y 9991,
de 1957, o sea el ‘Plan de Transformación Agraria criticado du-
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rante el debate, lo cierto es que lo incorporan casi en su totali-

dad al texto de la ley en sus arts. 9 y sigtes. dándoles a los arren-

datarios un nuevo plazo de 120 días contados a partir de la pu-
blicación de la ley para proponer la compra del predio al propie-
tario. Se reconoce así la bondad del plan de transformación agra-
ria.

c) El precio de la compraventa se fija tomando como base

la productividad del predio celebrado sobre los ocho años ante-

riores a la tasación. Esta valuación podrá aumentarse hasta to-

mar el promedio del quinquenio anterior cuando se trata de un

propietario que arrienda un único campo y a su vez reducir la

valoración al período del decenio en los casos de que la propie-
taria fuera una sociedad anónima (art. 16).

a) Todas las cuestiones a que da lugar la aplicación de esta

ley se someten a la jurisdicción de las Cámaras Paritarias y
Arrendantes y Aparcerias Rurales (art. 26) que se restituyen en

su validez legal anterior derogándose los decretos-leyes 3812,
6074/58, modificatorio del Plan de Transformación Agraria, 6283/
58 limitando la competencia de las Cámaras Paritarias de Arren-

damientos y Aparcerías Rurales, y 6430/58 modificatorio de la

ley 13246.

e) Se autoriza la revisión de los precios del arrendamiento

en caso de prórroga de los contratos fijándose el arrendamiento

hasta en un 6% del valor del campo en función de la producti-
vidad en el decenio anterior.

f) Se excluyen las sociedades anónimas tanto arrendatarias

como propietarios de los beneficios de la ley y cuando el campo

tenga cuatro o más unidades económicas, y no se concreta la

compraventa, el Poder Ejecutivo puede proceder a la inmediata

expropiación del inmueble que a ese efecto se declara de utili-

dad pública.
Todas las demás disposiciones de la ley enunciada resumen

las reformas introducidas a la legislación vigente en ese enton-

ces por los decretos-leyes del Gobierno Provisional de la Nación,

que por otra parte se derogan con las novedades antedichas. En

resumen, todos los contratos de arrendamiento incluídos en los

decretos-leyes 2187 y 9991/57 quedan prorrogados al 31/12/1961

y en caso de que no se concrete la compraventa por culpa del

propietario mediante ofrecimiento de compra del arrendatario,
quedan prorrogados los contratos hasta el 31/12/1964, pudién-
dose reajustar el precio del arrendamiento. La Sociedad Rural

Argentina, la Asociación Propietarios de Tierras Arrendadas, la

Confederación de Propietarios de Pequeños Predios Rurales, la

Confederación de Sociedades Rurales de Buenos Aires y La Pam-

pa, la Cámara de Sociedades Anónimas y la Bolsa de Comercio
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han solicitado del P. E. N_ el veto parcial de la ley en cuanto

discrimina en contra de las sociedades anónimas por el hecho de

que cuando el titular de la propiedad revista esa forma juridica
sus bienes sean pasibles de expropiación. Consideran dichas en-

tidades reclamantes que esos artículos de la ley serían inconsti-

tucionales en cuanto vulneran el principio de igualdad ante la

ley y que se perjudican las explotaciones realizadas por los miem-

bros de una familia que. precisamente han adoptado la forma de

una sociedad anónima para evitar la excesiva división de los

campos y el minifundio antieconómico. En realidad, la legisla-
ción sobre arrendamientos de la ley 13246 ha excluido de su am-

paro a las sociedades anónimas arrendatarias. Así el artículo 52,
inciso f) (texto actualizado por el decreto-ley 2188/57) excluye
de las prórrogas legales a las sociedades anónimas arrendatarias.

Ahora la nueva ley va más lejos y dispone la expropiación de

las tierras de las sociedades anónimas arrendatarias en general
sin ninguna limitación. La ley de colonización 14392 modificada

por el decreto-ley 2964/58 no ha ido tan lejos en materia' de

expropiación, que viene a ser una verdadera sanción indiscrimi-

nada en contra de las sociedades anónimas como tales, sino que
dicha ley de colonización tiene en cuenta la productividad y ra-

cionalidad de las explotaciones. Creo que deben efectuarse las

necesarias discriminaciones del caso y tener especialmente en

cuenta la forma y modo de la explotación de la tierra antes de

disponer el desapoderamiento de los bienes de una sociedad anó-

nima campesina o con funciones complementarias en el campo.
Es el caso de efectuar previamente un estudio jurídico contable

y económico de todas las situaciones que pudieren encontrarse

comprendidas en esta legislación para poder obrar así con cono-

cimiento de causa. Por último cabe advertir que se ha dado

fuerza legal a las disposiciones reglamentarias del Plan de Trans-

formaciones Agrarias según las cuales el arrendatario que ad-

quiere el predio por aplicación de la ley no podrá ceder el boleto

de compraventa, deberá explotar el predio personalmente y no

podrá enajenarlo por cinco años, no podrá subdividir la unidad

económica; en suma se van unificando así los criterios coloniza-

dores emergentes del Plan de Transformación Agraria y de la

ley de colonización, ya que al convertir a los arrendatarios en

propietarios de la tierra que trabajan es una verdadera forma de

colonizar, sobre todo si se le obliga a determinada forma de tra-

bajo aún después de haber obtenido su título de dominio.
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DISCURSO PRELIMINAR SOBRE EL PROYECTO DE CODI-

GO CIVIL PRESENTADO EL PRIMERO DE PLUVIOSO DEL

AÑO IX POR LA COMISION DESIGNADA POR EL

GOBIERNO CONSULAR l

JEAN-ETIENNE PORTALIS

Jean-Etienne Marie Portalis nació el 1 de abril de 1746 y falleció a

los 61 años, el 25 de agosto de 1807. Durante la Revolución Francesa se

trasladó con su familia de la Provenza a Paris. Int'egró el Concejo de

Ancianos, que llegó a presidir. Proscripto el 18 de Fructidor, viajó por

Alemania, Suiza; después del golpe de estado de Brumario regresa a

Paris llamado por Napoleón, Primer Cónsul de la República. Ejerció

funciones de Concejero de Estado en 1801, de Ministro de Culto en 1804

y de Ministro del Interior posteriormente. Negoció el Concordato con

la Iglesia que tanto deseaba Napoleón. Para nosotros, estudiosos del

derecho, su obra principal consiste en haber sido el principal redactor

del Código Civil Francés (véase Lydie, Adolph: “Portalis et son. temps",

p. 2, Sirey 1936; Bonnecase, Julien: "La pensée juridique francaise de

1804 a l’heure presente, ses variations et ses traits essentiels, t. I, p. 320.

Dalmas editeur, Bordeaux).
El Discurso Preliminar sobre el Proyecto de Código Civil cuya frag-

mentaria traducción se publica, tiene el extraordinario mérito de haber

expuesto ideas y principios sobre los graves problemas inherentes a la

técnica legislativa y a la interpretación de la ley con tanta claridad,

profundidad y sensatez que conservan en el presente todo su valor y

frescura. Más aún: parecería que el “clásico y juicioso Portalis”, como

lo calificara Geny, se hubiera anticipado a los criterios que hoy se sos-

tienen sobre las respectivas funciones de los poderes legislativo y judi-
cial. Por ello, en las más modernas obras en las que se trata el tema

de la interpretación de la ley se transcriben y encomian largos párrafos
del Discurso Preliminar; sirva de ejemplo el reciente trabajo de Reca-

sens Siches “Nueva Filosofia de la Interpretación del Derecho”, editado

por el Fondo de Cultura Económica.

JULIO DASSEN

1 Dicho Comisión la integraban M.M. Tronchet, Bigot de Preáme-

neau, Portalis y Malleville, pero tan sólo Portalis fué el encargado de
redactar este discurso. como lo indica el orden de las firmas colocadas
al pl’e del mismo, donde su nombre figura el primero. (Nota de la edi-
ción Joubert, París, 1844).
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Traducción realizada para el Instituto de
Derecho Civll de la Facultad de Derecho
de Buenos Aires por el auxiliar docente
del mismo, estudiante Carlos Suárez Anzo-

rena, por iniciativa y bajo la inmediata di-
rección del Profesor Julio Dassen.

A la traducción literal del texto se ha

preferido una versión castellana menos ce-

ñida aunque, se cree. respetuosa en su li-
bertad. Con ella se procura trasladar debi-
damente a nuestro idioma la sutil intensi-
dad conceptual de este fragmento del “Dis-
cour Preliminaire”. a la vez que mantener
en algo la riqueza estilistica del original.

Un decreto del Consulado, del 24 de termidor último, enco-

mendó al Ministerio de Justicia la tarea de llamarnos a su pre-
sencia “a fin de comparar los métodos de redacción seguidos por
“

los diversos proyectos de Código Civil publicados hasta el pre-
“sente; decidir el plan de trabajo cuya adopción nos pareciera
“

más ventajoso, y, seguidamente discutir aquellos temas funda-

“mentales que son de obligada consideración en todo intento de
“

legislar sobre las niateras civiles".

El criterio adoptado por el decreto guarda conformidad con

los antecedentes que al respecto fijaran nuestras asambleas na-

cionales y legislativas.
Nuestras reuniones han finalizado.

Somos responsables ante la patria y el gobierno por la for-

ma en que concibiéramos nuestra importante misión y por la

manera en que creyéramos necesario llevarla a cabo.

Francia. a igual que los demás estados de Europa, se ha

‘engrandecido a lo largo de los siglos ya por vias de conquista,
ya porque otros pueblos se le incorporaron libremente.

Tanto las naciones sometidas como aquellas que voluntaria-

mente se le fusionaran han establecido siempre, en sus respecti-
vas capitulaciones y tratados, una cláusula referente a la con-

servación de la legislación civil que les era propia. La experien-
cia prueba que los hombres cambian más fácilmente de domina-

ción que de. leyes.
De ahí la prodigiosa variedad de costumbres divergentes

que existieran en nuestra patria, aun durante los tiempos del

imperio. Se hubiera dicho que Francia no era sino una sociedad

de sociedades-La patria era común a todos y, sin embargo, en

-su interior existían estados particulares y distintos; uno era el

territorio, pero muchos los pueblos que lo habitaban.
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Más de una vez hombres públicos merecedores de alta esti-

ma concibieron el proyecto de establecer una legislación unifor-

me para toda la Nación. La uniformidad es una singular moda-

lidad de la perfección que, según palabras de un célebre autor,
suele captar a los grandes espíritus e inevitablemente hiere a los

pequeños.

Mas, ¿cómodar iguales leyes a hombres que, aunque obe-

dientes todos a un mismo gobierno, viven bajo el influjo de cli-

mas distintos y practican modos de vida tan diferentes entre si?

¿Cómo extirpar costumbres a las que se han aferrado como a

privilegios y que valoran como otras tantas protecciones frente

a los cambiantes dictados de un poder arbitrario? Con medidas

tan violentas se temió debilitar, y hasta destruir quizás, los la-

zos comunes de autoridad y obediencia.

De pronto. una gran revolución sobreviene. Se va contra

todos los abusos, se enjuician todas las instituciones Porque
carecían de arraigo en la costumbre ciudadana y en la opinión

pública, ante la sola voz de un orador se desoloman los edificios

sociales en apariencia más inconmovibles. Los éxitos envalen-

tonan, y no tarda la prudencia, que todo lo toleraba, en ceder

paso al afán-de destruirlo todo.

Se vuelve entonces a la idea de uniformar la legislación. ya

que se entrevé la posibilidad de realizar la obra.

Pero ¿podía nacer un buen código civil enmedio de las

continuas crisis- políticas que por esa época, años de la Revolu-

ción, agitaban a Francia?

.

"

Toda revolución es una empresa de conquista. ¿Se dictan

leyes durante" el' tránsito del antiguo al nuevo régimen? Por. la

sola fuerza de las circunstancias ellas serán necesariamente be-

licosas, parciales, subversi'vas. Se legisla premiosamente; hay
urgencia en. romper con todas las antiguas prácticas, en debili-

tar los lazos que unen con el pasado, en satisfacer todos los des-

contentos. El tema de interés políticoy general se constituye en

objeto preferente de la atención del legislador y, por ello. deja
de interesaria regulación legal de las relaciones privadas que
vinculan a los hombres entre sí. Se obra en interés de los parti-
darios más que en el de los ciudadanos. Todo se vuelve derecho

público.
Y cuando la revolución para algo se ocupa de las leyes ci-

viles, con su actividad no persigue tanto el hacerlas más sabias

o más justas cuanto atraerse, mediante innovaciones, la simpa-
tía de quienes procuran que engrosen las fuerzas de su causa.

Si echa por tierra la patria potestad, es porque la juventud se

presume a la cabeza en materia de novedades. Si aminora el res-

peto a la autoridad marital es por considerar que la mayor liber-

59



tad concedida a las mujeres constituye el medio. más apto de
introducir nuevas formas en las relaciones humanas de impri-
mir una nueva impronta a la vida societaria. Cuando impro-
visa todo un original sistema sucesorio lo hace en virtud de

que éste es el expediente adecuado para preparar un nuevo tipo
de ciudadanos con vistas a un nuevo orden de propietarios. A ca-

da instante los cambios engendran nuevos cambios. las circuns-
tancias derivan de otras circunstancias. Las instituciones se su-

ceden las unas a las otras sin que ninguna llegue a adquirir
fijeza; en todas ellas se infiltra y está latente el espíritu revolu-
cionario. Espíritu revolucionario que no es más que el exaltado
afán de sacrificar violentamente todos los derechos al fin polí-
tico. sin admitir otra consideración en el quehacer legislativo
que el influjo de un misterioso e indefinido interés de Estado.

No es en tiempos como éstos cuando se puede prometer re-

glar las cosas y los hombres con esa sabiduría que hace perdu-
rable a las instituciones y con arreglo a los principios de aque-
lla equidad natural de la cual los legisladores humanos no deben

ser más que respetuosos intérpretes.

Hoy Francia respira, libre ya de las pasadas incertidumbres.

Y la Constitución que garantiza su reposo le permite pensar en

su prosperidad.
Buenas leyes civiles constituyen el más grande bien que los

hombres pueden dar _v recibir; ellas son el origen de las cos-

tumbres. el palladium de la prosperidad, la garantía de toda paz
nública y privada. Aunque las leyes no fundan el gobierno, son

las leyes las que lo mantienen y, a la vez. moderan la autoridad

contribuyendo a que se la respete como si fuera la justicia mis-

ma. Alcanzan a cada individuo y obran sobre él mezclándose a

las principales acciones de su vida. siguiéndole por doquier;
constituyen. a menudo. la única moral del pueblo y hacen siem-

pre parte de su libertad; en última síntesis, consuelan a cada

ciudadano de los sacrificios que para con la sociedad le demanda

la ley política protegiéndolo en su persona y en sus bienes.
cuando así lo precisa. como si él sólo fuera la sociedad entera.

La redacción del Código Civil ha puesto en evidencia la dedica-

ción del héroe al que la Nación ha designado su primer magis-
trado, quien todo lo anima por su genio. quien siempre se creerá

obligado a trabaiar por su gloria en tanto le reste hacer algo por
nuestra felicidad.

¡Qué empresa la de redactar un Código Civil para un gran
pueblo! La obra superaría las fuerzas humanas si con la misma

se tratara de implantar en Francia instituciones absolutamente

nuevas; si, pasando por alto que ella detenta el rango superior
entre todas las naciones civilizadas. se desestimara el aprove-
chamiento de la experiencia del pasado y de ese cúmulo de buen
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sentido, reglas y máximas tradicionales que 'ha llegado hasta el

presente y que forma el espíritu de los siglos.
Las leyes no son meros actos de autoridad; son, por sobre

todo, actos de sabiduría, de justicia, de raciocinio. Al crearlas,
el legislador ejerce menos una autoridad que un sacerdocio. Por

ello no debe jamás olvidar que las leyes son hechas para los

hombres y no los hombres para las leyes; que éstas deben ade-

cuarse al carácter, a los usos, a la realidad humana e histórica

del pueblo para el cual son dictadas; que cuando se legisla es

preciso ser sobrio en cuantoa novedades ya que, si bien siem-

pre cabe calcular las ventajas teóricas que 'la invención ofrece,
no es posible, en cambio, conocer de antemano todos sus ocultos

inconvenientes que tan sólo la práctica habrá de evidenciar; que
debe mantenerse lo bueno cuando se duda sobre lo que puede ser

mejor; que puestos a corregir un abuso, deben tomarse también

en cuenta los peligros que la misma corrección es susceptible de

entrañar; que es absurdo entregarse a ideas de perfección abso-

luta cuando se trata de cosas en las cuales no es posible lograr
más que una relativa bondad; que casi siempre más útil que
cambiar las leyes es dar a los hombres nuevos motivos para que
amen las ya existentes; que el transcurso de muchos siglos de

historia nos brinda el poco halagador ejemplo de la promulga-
ción de no más de dos o tres buenas leyes; que, finalmente, el

privilegio de proponer transformaciones legislativas corresponde
tan sólo a aquellos tan predestinadamente nacidos como para

poder penetrar, con un solo impulso genial y por obra de una

iluminación repentina, toda la constitución y estructura de un

estado.
El cónsul Cambaceres publicó, hace de esto ya algunos años,

un proyecto de Código Civil en el cual las materias se hallan

clasificadas con tanta precisión como método. Nada nos habría

dejado por hacer este talentoso y sabio magistrado de haber po-
dido dar libre curso a su inteligencia y sus ideas. Pero transi-

torias e imperativas circunstancias erigieron en reglas de dere-

cho errores de su época que en nada le son imputables.
Después'del 18 de brumario 'se encomendó a una comisión,

integrada por hombres a quienes la voluntad popular había lle-

vado al ejercicio de cargos de gobierno, la tarea de llevar a tér-

mino una obra ya tantas veces abandonada y reemprendida. Sus

útiles trabajos han orientado y abreviado los nuestros.

Al comenzar nuestros trabajos chocamos con un criterio ya
formado según el cual algunos textos bien precisos sobre cada

materia bastan para redactar un Código Civil. Opinion por otra

parte tan generalizada que hasta llegó a tomar fijeza de máxi-

ma: el arte de legislar consiste en simplificarlo todo previén-
dolo todo.
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Simplificarlo todo es un proceso cuyo cabal sentido es nece-

sario captar. Preverlo todo es un objetivo humanamente inal-

canzable_
No deben dictarse leyes inútiles ya que ellas debilitan la

vigencia de las existentes y, en consecuencia, comprometen la
certeza y majestad de la'legislación positiva. Sin embargo, un

gran estado como lo es Francia —a _la vez agrícola y comercial,
en el que conviven hombres de tantas y tan diferentes profe-
siones, donde salta a la vista la múltiple diversidad de indus-
trias- no toleraría, con toda seguridad, vivir encadenado a una

legislación tan simple como la que puede regir a una sociedad
más pobre o reducida.

Las “XII Tablas" son constantemente propuestas como mo-

delo de técnica legislativa. Pero ,¿pueden compararse las insti-

tuciones de un pueblo naciente con las de otros que ha alcan-

zado el más alto grado de riqueza y civilización? Roma, nacida

para la grandeza, destinada, por asi decirlo, a ser la ciudad eter-

na, ¿tardó acaso en reconocer la insuficiencia de sus primeras
leyes? ¿Es que en nada alteraron su legislación los cambios que
insensiblemente sobrevinieran en sus costumbres? ¿No se co-

menzó bien pronto a distinguir entre derecho escrito y derecho

no escrito? No se vió, por demás, surgir al compás de su engran-
decimiento los senado-consultes, los plebiscitos, los edictos del

pretor, las ordenanzas de los cónsules, los reglamentos de los

ediles, las respuestas y opiniones de los jurisconsultos, las prag-

máticas, las novelas de los emperadores, todas ellas nuevas fuen-

tes de derecho. La historia de la legislación de Roma es, con

pocas diferencias, la historia de la legislación de todos los pue-
blos. '-

En los estados despóticos, donde el príncipe es propietario
de todo el territorio y el comercio se hace a su nombre y bene-

ficio, careciendo los particulares de voluntad, libertad y propie-
dad. existen más jueces y verdugos que leyes. Mas,- doquiera los

ciudadanos tienen bienes que conservar y defender, en todas las

partes en que gozan de derechos políticos y civiles, allí donde el

honor del hombre se responsabiliza por sus actos, la existencia

de un cierto número de leyes constituye una necesidad inelu-

dible ya que por su intermedio se regulan las distintas hipóte-
sis y se dirimen todos los pleitos. Las distintas clases de bienes,
los varios tipos de industrias, las diversas situaciones de la vida

humana exigen cada una regulación jurídica diferente. La soli-

citud del legislador debe adecuarse a la multiplicidad e impor-
tancia de las materias sobre las cuales debe legislar. Por ello esa

escrupulosa previsión ¿ala de los códigos de las naciones civi-

lizadas- que conduce a multiplicar los casos particulares y hace

un arte del don natural del raciocinio.
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No nos hemos creído en el deber de simplificar las leyes
hasta el punto de dejar a los ciudadanos sin normas y sin garan-
tías respecto de sus más grandes intereses.

Y por igual nos hemos cuidado de caer en la peligrosa am-

bición de querer legislarlo y preverlo todo. ¿Quién podría creer

que son precisamente aquellos a quienes los códigos les parecen

siempre demasiado voluminosos los mismos que osan deman-
dar del legislador la formidable empresa de no abandonar nada

a la decisión judicial?
Legíslese como se legisle, las leyes positivas no podrán nun-

ca en las cosas de la vida reemplazar totalmente el uso de la

razón natural. Las necesidades de la sociedad son tan variadas,
tan activa la comunicación entre los hombres, tan múltiple sus

conexiones e intereses, que nunca alcanzará el legislador la im-

posible meta de proveer a todo. Infinidad de pormenores esca-

parán a su atención, aun en aquellos temas a los que se dedique
preferentemente. Y, por otra parte, hallará a lo largo de su tarea

situaciones demasiado dudosas o fluctuantes como para que pue-
dan ser decididas mediante la formulación de un texto legal.

_

Además, ¿cómo encadenar la acción de ltiempo? ¿Cómo opo-
nerse al curso de los acontecimientos, a la insensible declinación

de las costumbres; ¿Cómo predecir y valorar los futuros progre-
sos que tan sólo los resultados de la experiencia podrán revelar-

nos? ¿Puede acaso la previsión llegar a extenderse hasta com-

prender situaciones que el pensamiento jamás tuvo en cuenta?

Un código, por más completo que parezca, nunca puede dar-

se por definitivamente concluido, e'infinidad de cuestiones que
en él se pasan por alto llegarán con el tiempo a presentarse a

la consideración del juez. Y ello en razón de que las leyes, una

vez redactadas, permanecen siempre tal como fueran escritas, en

tanto. los hombres, por el contrario, no reposan jamás, viven en

constante actividad y ese. movimiento nunca detenido, cuyos
efectos son diversament'e modificados por las circunstancias,

produce a cada instante algún nuevo hecho, alguna original com-

binación, algún. distinto resultado_
Una multitud de cosas deben quedar, por consiguiente, ne-

cesariamente libradas al gobierno de los usos, a la discusión de

los hombres instruídos, al arbitrio y decisión de los jueces.
La misión de la ley consiste en señalar, a grandes rasgos,

las proposiciones generales del derecho, en establecer principios
fecundos en consecuencias sin descender nunca hasta los deta-

lles minimos de cada cuestión.

Al' magistrado y al jurisconsult‘o penetrados del espíritu ge-
neral de la ley corresponde la tarea de dirigir su aplicación al

caso concreto. De allí que, en todas las naciones civilizadas, se
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vea surgir siempre —a la vera del santuario de las leyes y bajo
la atenta vigilancia del legislador— un depósito de aforismos,
sentencias judiciales y elaboraciones doctrinarias que constante-

mente depura su contenido merced al tamiz de 1a práctica y de
nuevas controversias judiciales, que sin cesar acrecienta su ri-

queza por obra de originales conocimientos adquiridos ,que en

todo momento ha sido considerado. como el verdadero suplemen-
to de la legislación positiva.

A quienes profesan la jurisprudencia se les ha hecho el re-

proche de haber multiplicado las sutilezas y, por ende, las com-

pilaciones y los comentarios. Pero ¿en el cultivo de qué arte, de

qué ciencia, no se está expuesto a tal censura? ¿Cabe acusar a

un reducido grupo de hombres de lo que no es más que una

generalizada enfermedad del espíritu de la época? Hay tiempos
en que se está condenado a vegetar en la ignorancia a causa de
la falta de libros; hay otros en los que, por contraréplica, resul-

ta difícil instruirse porque éstos abundan en demasía.

Puede perdonarse la intemperancia de discutir, comentar,
escribir con exceso. No se vacilará en aceptar nuestra opinión
si se reflexiona sobre los innumerables lazos que vinculan a los

ciudadanos; acerca del gradual desarrollo y la sucesiva progre
sión de las cuestiones a las que el magistrado y el jurisconsulto
deben prestar atención; sobre el curso de los acontec1_mientos y
circunstancias que de tantas maneras modifican las relaciones

sociales; en fin, respecto de la continua acción y reacción que
moviliza a todas las pasiones y a todos los diversos intereses.

Y es precisamente quien más vitupera de sutilezas y comenta-

rios el que se convierte, en defensa de una causa personal, en

el comentarista más sutil y engorroso.

Sería deseable, sin'duda alguna, que todas las posibilidades
pudieran ser contempladas por la ley. Mas, a falta de un texto

preciso que regule claramente alguna de ellas, una antigua cos-

tumbre constante y firmemente establecida, una no interrumpi-
da sucesión de sentencias semejantes, una opinión doctrinaria o

una máxima admitida. hacen las veces de ley. Y cuando para

dirigir la aplicación del derecho no se cuenta con nada preesta-
blecido, o por lo menos ya conocido, debe procurarse la solución

remontando los principios del derecho natural. Puesto que, si

bien es siempre limitada la posibilidad de previsión del legisla-
dor, la sabiduría de la naturaleza es, por el contrario, infinita y
está siempre presente en todo lo que concierne e interesa al

hombre.

Toda esta complicada estructura supone tentativas de clari-

_ficac16ny ordenamiento que se concretan en consolidaciones,
compilamones legales y jurisprudenciales, en numerosos volú-
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menes destinados a l'a profundización y explicación de los pro-
blemas jurídicos.

Se ha dicho que el pueblo no puede en medio de tal labe-

rinto distinguir lo que debe hacer de lo que debe evitar para

lograr la seguridad de sus bienes y sus derechos.

Pero ¿es que queda un código, aun el más sencilo, al gené-
rico alcance de todos los grupos sociales, sin distinción alguna?
¿No estarán acaso las pasiones perpetuamente ocupadas en de-

formar su cabal sentido? ¿Es que no se requiere una cierta expe-
riencia para hacer una sabia aplicación de la ley? ¿Cuál es. por
otra parte, la nación a la que hayan satisfecho durante largo
tiempo leyes simples y poco numerosas?

Será, entonces, un error concebir la existencia de un cuerpo
de leyes en el que se prevean por anticipado todos los casos posi-
bles o que, aun en tal supuesto, no exija para su comprensión y
utilización del esfuerzo y la práctica de los versados.

Dado el estado en que se hallan nuestras sociedades consti-

tuye ya riqueza bastante el que la jurisprudencia sea una ciencia

cuyo cultivo permita dar relevancia al talento, lisonjear el amor

propio, excitar a la emulación. Tales son las razones por las que
toda una clase de hombres se consagra a su estudio convirtién-

dose en algo así como el seminario de la magistratura, brindan-

do constantemente consejos y defensas a los ciudadanos, impo-
sibilitados de dirigirse y defenderse por sí mismos a causa de

la complejidad del aparato jurídico.
Es, por igual, fortuna bastante que se tengan compilacio-

nes, máximas, reglas y usos de continuada tradición, ya que

siempre hay, en alguna medida, necesidad de juzgar hoy como

se ha juzgado ayer. Y ello, en virtud de que no existen otras va-

riaciones en la resolución de las controversias judiciales que

aquellas que introduce el progreso de las inteligencias o impone
la fuerza de las circunstancias.

Y no menos valioso caudal representa la necesidad en que
se halla el juez de conocer, indagar y profundizar las cuestiones

que a su decisión se someten, necesidad a causa de la cual jamás
puede echar a olvido que, si bien existen problemas susceptibles
de quedar lib'rados al arbitrio de su razón, no existe en cambio

cosa alguna que pueda decidir tan sólo en base a su capricho
o voluntad.

En Turquía, donde la jurisprudencia en modo alguno llega
a constituir un arte, donde el bajá puede pronunciarse como me-

jor le parezca en tanto órdenes superiores no restrinjan su vo-

luntad, tan sól’o se ve temor en las partes cada ’vez que llegan
hasta él para demandar o recibir justicia. ¿Por qué no se expe-

rimentan las mismas inquietudes ante el estrado de nuestros

jueces? Fácil la respuesta: porque ellos son diestros en la consi-
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deración de los asuntos, están dotados de inteligencia y conoci-

miento, se creen sin cesar obligados a consultarse los unos con

los otros. Nunca se llegará a comprender hasta qué punto este

hábito de ciencia, esta inclinación natural al raciocinio, pule as-

perezas y da la pauta del porvenir.
Para combatir la potestad que nosotros reconocemos a los

jueces de fallar sobre litigios cuya solución no está determinada

por las leyes, se invoca el derecho que todo ciudadano tiene a

no ser juzgado sino conforme a una ley- vigente con anteriori-
dad al hecho de la causa.

Este derecho no puede ser desconocido, pero su correcta

aplicación exige distinguir los supuestos civiles de los penales.
Las materias criminales, cuyo debate judicial no es posible

si no media el ejercicio de determinadas acciones, son limitadas
en su comprensión. Esta limitación no se da en las materias

civiles, que abarcan indefinidamente todas las acciones y todos
los complicados y variables intereses susceptibles de constituirse

en objeto de litigio entre los hombres que viven en una misma
sociedad. Consecuentemente, existe para las materias crimina-

les la posibilidad de una previsión legislativa que es imposible
de lograr respecto de las civiles.

Por otra parte, en lo civil la controversia se traba siempre
entre dos o más particulares. Una cuestión de propiedad, o toda

otra semejante, no puede quedar indecisa entre ellos. Se está

obligado a dar un pronunciamiento que las decida; de cualquier
manera que sea debe ponerse término al litigio. ¿Qué le corres-

ponde hacer al Estado toda vez que las partes no logran acor-

darse? Ante la imposibilidad de contar con leyes que resuelvan

claramente todas las infinitas hipótesis de litigio, el Estado ofre-

ce, en la persona del magistrado público, la seguridad de un

árbitro esclarecido e imparcial merced a cuya decisión se evita

que las partes recurran a las vías de hecho para zanjar sus dife-

rencias. Y esta solución les es, sin duda alguna, más ventajosa
que el mantenimiento de una prolongada discusión privada cu-

yas derivaciones y término no están en condiciones de prever.
El aparente libre arbitrio de la equidad vale siempre más que
el tumulto de las pasiones.

_

En los juicios criminales la controversia se plantea entre-el

ciudadano y el interés público, cuya voluntad está representada
tan sólo por la ley; por lo tanto, quien con sus actos en nada la

viola no podrá jamás ser inquietado y, menos aún, acusado en

nombre del interés público En tales supuestos hay algo más
que una obligación de no juzgar; ni siquiera existe posibilidad
de enjuiciamiento puesto que falta la causa que da pie para ello.

En lo penal la ley que funda una acusación debe ser siem-

pre anterior al hecho por el cual se enjuicia. El legislador no
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debe en ningún caso penar sin antes advertir; si de otro modo

fuera la ley, contrariando su finalidad esencial, no tendría como

propósito hacer mejores a los hombres sino tan sólo más desgra-
ciados. Y esto sería ir contra la naturaleza de las cosas.

Así, en materia criminal, tan sólo mediante la invocación de

un texto de ley preexistente al hecho puede requerirse la activi-

dad del juez; para que ello pueda suceder es preciso la positiva
vigencia de una ley que contemple el caso específico, la que no

puede ser reemplazada por la acumulación de jurisprudencia.
Muy de otra manera se presentan las cosas en el campo de lo

civil; en él la jurisprudencia es una necesidad dada la impoten-
cia en que se encuentra la ley para proveer de solución a todos

los problemas, en virtud de la presión de las exigencias sociales

que imponen al Estado la obligación de decidir los litigios entre

los particulares a. riesgo si no de forzar a cada ciudadano a con-

vertirse en juez de su propia causa, de echar a olvido que la jus-
ticia es la primera deuda de la soberanía.

En estos últimos años, y fundamentándose en la máxima

según la cual los jueces deben obedecer las leyes puesto que
éstas se oponen a que se las interprete, los tribunales han acos-

tumbrado enviar a los litigantes ante el Poder Legislativo en

procura de referencias toda vez que faltó una ley expresa o que
la existente no aparecía suficientemente clara. El Tribunal de

Casación ha reprimido constantemente este abuso reputándolo
como un verdadero caso de denegación de justicia.

Existen dos clases de interpretación: la una es la que los

textos legales brinda la doctrina; la otra, realizada por los mis-

mos órganos encargados de sancionar la regla de derecho, es la

llamada interpretación por vía de autoridad o auténtica.

La tarea de la interpretación doctrinaria consiste en captar
el verdadero sentido de la ley, en aplicarla correctamente, en

suplir su ausencia cada vez que se presenta un caso al cual ésta

no ha dado expresa resolución. Si no se admitiera esta clase de

interpretación ¿podría acaso concebirse la posibilidad de llevar

adelante la función judicial?
La interpretación auténtica tiene por función resolver, va-

liéndose de reglamentos o de leyes aclaratorias, los problemas y
dudas que puede aparejar la aplicación de los textos legales exis-

tentes. Este modo de interpretar es el único que le está vedado
al juez.

Cuando la ley es clara se la debe respetar y seguir en todo;
cuando pe’ca por obscura corresponde profundizar" en sus dispo-
siciones. A falta de ley debe recurrirse a la costumbre o a la

equidad; la equidad es el retorno a la ley natural y a ella hay
que acudir ante el silencio: la contradicción o la obscuridad de
las leyes positivas.
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Obligar al magistrado a ir en busca de l‘a decisión del legis-
lador cada vez que no cuente con claros textos legales para la
solución del caso planteado, sería admitir el másfunesto de los

principios. Algo así como instaurar entre nosotros aquella fu-

nesta legislación de rescriptos que, para mal de Roma, pusieran
en práctica sus emperadores. El legislador, desde el momento

mismo en que entra a pronunciarse sobre los asuntos concretos

que agitan y enfrentan a los hombres, no está más al resguardo
de errores y venalidades que los jueces. Y será. siempre menos

peligroso el tímido y circunspecto arbitraje reglamentado de los

jueces, susceptible de ser reformado y factible de engendrar ac-

ciones penales que los responsabilicen, que el arbitrio absoluto

de un poder independiente, en ningún caso y ante nadie res-

ponsable.
Las partes, al contratar sobre materias a cu‘yo respecto la

ley positiva no ha legislado, se someten al imperio de las cos-

tumbres y, en su defecto, a los dictámenes de la equidad univer-

sal. Por consiguiente, constatar la existencia de una costumbre

para aplicarla a la decisión de un litigio es realizar‘un nítido

acto judicial y no un acto legislativo. La misma aplicación de

esta equidad o justicia distributiva, que acompaña y debe acom-

pañar en cada caso particular a todos los vínculos por los cuales

una parte obliga a la otra, no puede ser jamás cansiderada como

pertenencia del legislador; éste es simple administrador de esta

justicia o equidad general que por igual abraza la universalidad

de cosas 'y personas, desechando por entero la casuística consi-

deración de circunstancias particulares. La intervención del le-

gislador en asuntos privados sería "a menudo sospechosa de par-

cialidad, siempre retroactiva e injusta para aquellos cuyo litigio
hubiera precedido a dicha intervención.

__

Además, el recurrir al legislador aparejaría prolongaciones
fatales para los litigantes y, lo que es mucho peor, comprome-
tcría la sabiduría y santidad de las leyes.

En efecto, la ley estatuye para todos. Considera a los home
bres en su generalidad y jamás en tanto individuos singulares;
por ello no debe nunca mezclarse con las situaciones individua-

les ni con los pleitos que dividen entre si a los oiudadanos. Side
otro modo fuera, diariamente habría que proceder a la confec-
ción de nuevas leyes y, consecuentemente, éstas se multiplica-
rían hasta el punto de soofcar su dignidad, perjudicar su obser-

vancia. El jurisconsulto quedaría sin funciones y el legislador,
arrastrado al detallismo, no pasaría de ser un jurisconsulto. Los
intereses particulares sitiarían a la potestad legislativa desvián-

dola a cada instante de su real objetivo: obrar en beneficio del

interés general.
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Existe-una ciencia para los legisladores así como otra para

los magistrados...Y ambas en nada se asemejan: la sabiduría del

legislador consiste en encontrar y establecer como ley, respecto
de cada materia, los principios más favorables al bien común;
la sabiduría del juez radica en accionar acertadamente esos prin-
cipios en la realidad, en ramificarlos, en extenderlos a las diver-

sas hipótesis similares mediante su aplicación sabia y razonada,
en penetrar el espíritu de la ley siempre que su letra desfallezca

por no corresponderse con sus fines, en no exponerse a ser vez

tras vez esclavo de la ley y rebelde a ella, en no llegar a desobe-

decerla por serle excesivamente servil.

Es preciso que ellegislador vigile constantemente la evolu-

ción de la jurisprudencia ya que es cara necesidad el que exista

correspondencia entre la ley y su interpretación. La marcha de

la jurisprudencia puede iluminar la labor futura del legislador
y. a su vez, éste h‘a de estar prónto para corregir las deforma-

ciones en que aquella inCurra. A causa de la inmensa diversidad

de cuestiones que integran las materias civiles, las que se solu-

cionan en la gran mayoría de los casos no tanto por la aplica-
ción de un determinado texto legal como mediante la eficaz com-

binación de muchos textos —operación ésta por la cual es posi-
.ble- llegar a una decisión aunque la misma no se halle clara-

mente contenida en los preceptos utilizados—, resulta tan impo-
sible prescindir de la jurisprudencia como privarse de los servi-

cios de las leyes. Es a la jurisprudencia a quien abandonamos

nosotros la consideración de los casos de excepción que no ten-

drían lugar en el plan de una legislación razonable; el manejo de

las cuestiones de detalle. demasiado variables y controvertidas

como para ocupar al codificador; en síntesis, la atención de todas

aquellas cuestiones que el legislador inútilmente se esforzaría
en prevenir o que, de caer en precipitado profetismo, no podría
nunca reglamentar sin peligro. A la experiencia le corresponde
llena-r los claros-que dejamos. Los códigos de los pueblos se ha-

con el tiempo mas, en verdad. no acaban de hacerse jamás.

Nos ha parecido útil comenzar nuestro proyecto con un li-

bro preliminar en el que se trata “Del derecho y de las leyes en

general". .

.

El derecho es la razón universal, la suprema razón fundada
en la naturaleza misma de las cosas. Las leyes son, o no debie-

ran ser. más que derecho transformado en normas positivas, re-

ducido a preceptos singulares.
'

El derecho es moralmente obligatorio; empero, por sí mis-

mo, no apareja coerción alguna. El dirige, -las leyes imperan; el

uno sirve de brújula, las otras de compás.
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Los pueblos, en sus recíprocas relaciones, se rigen tan sólo

por el derecho; los miembros de cada sociedad son gobernados.
en tanto hombres, por el derecho, y en tanto ciudadanos, por
las leyes.

El derecho natural y el derecho de gentes en nada difieren

en su substancia y solamente su distinto ámbito de aplicación
pone barreras entre ambos. La razón toma jerarquía y- nombre
de derecho natural cuando gobierna ilimitadamente y sin exclu-

sión alguna a todos los hombres, y constituye y se denomina

derecho de gentes toda vez que norma las relaciones entre pue-
blo y pueblo.

Si suele hablarse de un derecho natural de gentes y de un

derecho positivo de gentes es el único fin de distinguir entre los

principios eternos de justicia, que no son obra de los pueblos y
a cuyos mandatos quedan todos ellos por igual sometidos, de las

capitulaciones, los tratados y las costumbres, fuentes legales cu-

yo origen está en la acción de los hombres.

A] observar las definiciones que la mayoría de los juristas
han dado de la ley hemos reparado en su error: falta en ellas

un criterio que permita distinguir claramente entre un principio
moral y una ley positiva.

La ley es. en cada comunidad, la declaración solemne de la

voluntad del soberano sobre un objeto de interés común.

Todas las leyes se refieren a las personas, a los bienes o a

éstos en relación a las personas.

Aunque las leyes civiles sean nuestro exclusivo objeto de

trabajo, no puede prescindirse de brindar una visión general de

las diferentes categorías de leyes que rigen a un pueblo. ya que
toda la legislación constituye, en último análisis, una unidad y,

por consiguiente, recíprocas y necesarias relaciones vinculan a

todas las leyes entre sí cualquiera sea la materia de que traten.

No hay ninguna cuestión de orden privado en cuya considera-

ción no se inmiscuyan. en mayor o menor grado. temas atingen-
tes a la administración pública, y. por igual. ninguna materia

de naturaleza pública escapa por entero al influjo de aquellos
principios de justicia distributiva que norman las distintas ma-

nifestaciones de los intereses privados.
Para conocer las diversas categorías de leyes basta con re-

parar en las diferentes eSpecies de vínculos que unen a los hom-

bres que viven en una misma sociedad.

Las relaciones jurídicas entre gobernantes y gobernados, las

de cada ciudadano respecto de. la comunidad y viceversa. son

tema de las leyes políticas y constitucionales.

Las leyes civiles diSponen sobre las varias clases de rela-

ciones —naturales o convencionales, forzosas o voluntarias, im-
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puestas por el rigor o nacidas de la simple‘ conveniencia- en

razón de las cuales un individuo queda ligado a otro o a muchos.
El Código Civil está bajo la tutela de las leyes políticas y

debe acomodarse con ellas_ Significaría a todas luces un grande
e inevitable mal la contradicción entre las normas que gobier-
nan a los hombres.

Las leyes penales y criminales son, más que una categoría
particular de leyes, la fuente de sanción de todas las otras. Su

objeto no es reglar las relaciones de los hombres entre sí sino

las decada hombre con las leyes que velan por el bienestar de

todos.
'

"'l
Los asuntos militares, comerciales, fiscales y multitud de

otros suponen relaciones jurídicas específicas que no entran de

lleno en ninguna de l'as divisiones precedentes.
Las leyes difieren substancialmente de los simples regla-

mentos. Son aquellas las que fijan los fundamentos generales y
ordenan las principales modalidades de cada tema. Los detalles

de ejecución, las medidas provisorias o accidentales, los proble-
mas de momento, todo lo que reclama más la vigilancia de la

autoridad administrativa que la actividad creadora de la potes-
tad legislativa, caen'dentro de la órbita de los reglamentos. que
son actos de administración en tanto las leyes lo son de sobe-

ranía.

Porque las leyes no pueden obligar sin ser conocidas nos

hemos preocupado de considerar su forma de promulgación. An-

te la' imposibilidad de notificarlas personalmente a cada indivi-

duo', es menester contentarse con una suerte de publicidad rela-

tiva por la cual, si bien no se logra el 'desiderátum de que cada

ciudadano conozca en su debido tiempo la existencia y contenido

de la ley, se consigue al menos prevenir toda posible arbitrarie-
dad'acerca del momento en que ha de comenzar a regir.

Hemos determinado también sus distintos efectos. La ley
permite o prohibe, ordena, establece, corrige, pena o recompen-
sa. Su ámbito de validez personal comprende sin excepción al-

guna a todos losque viven bajo su imperio; los mismos extran-

jeros, durante el tiempo de su residencia, se constituyen en su-

jetos, aunque casuales, de las leyes vigentes en el estado. Habi-

tar el territorio es someterse a su soberanía.

Toda acción que no contraria las leyes es lícita. Pero no

todo lo que concuerda con ellas es siempre honesto, ya que las

leyes tienen por finalidad lograr el bien político de la sociedad

más que la perfección moral del hombre.
'

En'general, las leyes carecen de efecto retroactivo. No obs-

tante que el principio es incontrovertible, lo hemos limitado ha-

ciéndolo jugar tan sólo respecto de las leyes nuevas, sin exten-

der su aplicación a los supuestos de leyes que no hacen más que
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referirse o aclarar otras ya existentes. Los errores y abusos en

que incurra la legislación no hacen derecho a menos que ellos

hayan sido consagrados, con anterioridad al dictado de la nueva

ley por vía de transacciones realizadas, sentencias recaídas, de-

cisiones arbitrales pasadas en autoridad de cosa juzgada.
Las leyes conservan sus efectos mientras no sean deroga-

das por otras leyes o hasta que la falta de uso —desuetudo—

no perjudique su vigencia. Si nos hemos guardado de autorizar

expresamente este último modo de abrogación, nuestra conduc-

ta no se debe a que dudemos de sv existencia sino que atiende
a los latentes peligros que supone la instauración legal del insti-

tuto. Pero ¿puede acaso disimularse el influjo y utilidad que en

la vida de las leyes tiene este indeliberado acuerdo, este poder
invisible en virtud del cual, sin necesidad de auxilios o conmo-

ciones, los pueblos ajustician a sus malas leyes, la sociedad

rece ampararse de los errores del legislador y éste, a su vez, se

protege de sí mismo?

El poder judicial, creado para que por su intermedio sean

apicladas las leyes, tiene necesidad de ser dirigido por ciertas

reglas para poder llevar a buen fin su tarea. Nosotros las hemos

señalado, y está en la naturaleza misma de ellas que la razón

singular de hombre alguno pueda jamás prevalecer por sobre la

ley, razón pública.

Redactado el libro preliminar, “De los derechos y las leyes
en general”, pasamos a considerar las diferentes materias que las

leyes civiles tienen a su cargo definir y reglar.
Francia, que otrora' estaba dividida en zonas de derecho

consuetudinario y zonasde derecho escrito, se regía, conforme

a esta distinción, por uno u otro sistema legal. Completaban su

régimen jurídico algunas ordenanzas reales comunes a todo el

'imperio.
La legislación civil francesa ha sufrido. después de la revo-

lución, transformaciones significativas en algunos de sus temas

más importantes. Los interrogantes flanquean al legislador ac-

tual: ¿debe descartarse todo lo que es novedoso", ¿cabe deereñar
todo lo que es antigua herencia?

El derecho escrito, que surge y se. integra por obra de las

leyes romanas, ha civilizado a Europa. El descubrimiento que
nuestros abuelos hicieran de la compilación just-i-niana consti-

tuyó para ellos una suerte de revelación. Fïié en esta época cuan-

do los tribunales ganaron características de regularidad, cuando

el terrible poder de juzgar quedó sometido a principios.
La mayor parte de los autores que censuran al derecho ro-

mano con tanta acritud como ligereza, no hacen más que blas-

femar de algo que ignoran. Es fácil convencerse de la verdad de



nuestra afirmación si en las colecciones que este derecho nos ha

transmitido, se sabe distinguir aquellas leyes que justamente
han merecido la denominación de “razón escrita” de las que tan

sólo atañen. a instituciones especificas extrañas a nuestra reali-

dad y costumbres; si, además. se logra diferenciar los senado-

eonsultos, los plebiscitos y los edictos de los buenos príncipes,
de los rescriptos de los emperadores, especie de legislación por-

diosera acomodada al valimiento y al oportunismo fabricada en

las cortes de los tantos monstruos que desolaran a Roma y que

hicieran pública venta de fallos y de leyes.
En el conjunto de nuestras costumbres existen sin duda las

que llevan impreso el signo de nuestra inicial barbarie; las hay
también que- honran a la sabiduria de nuestros padres-usos
que han plasmado el carácter nacional y que son dignos de los

mejores tiempos. No hemos renunciado sino a aquellas costum-

bres cuyo espíritu se ha desvanecido a impulsos de un nuevo

espíritu, a aquellas cuya sola enunciación es fuente sempiterna
de interminables controversias, cuyo contenido repugna tanto a

la razón como a nuestro actual modo de vida.

Luego de examinar las últimas ordenanzas reales decidimos

conservar de ellas todo lo que hace al orden fundamental de las

sociedades, al mantenimiento de la decencia pública, a la segu-
ridad de los patrimonios, a la prosperidad general.

De las leyes que sobre materias civiles sancionaran nues-

tras asambleas nacionales hemos respetado todas las que se co-

rresponden con las grandes transformaciones experimentadas en

el orden político o las que, por su propio mérito, nos han parecido
evidentemente preferibles a instituciones defectuosas y de anti-

guo uso. Es preciso cambiar cada vez que resalte que la peor de

todas las innovaciones consistiría, precisamente, en estancarse

y no obrar el cambio No debe acatarse la ciega fuerza de las

prevenciones; todo lo que hoy se mira como antiguo alguna vez

ha sido nuevo. Lo esencial es infundir en las instituciones a

crearse las virtudes de permanencia y estabilidad, para así ga-
rantizar su triunfo sobre el tiempo, su derecho a convertirse en

tradicionales.

Hemos realizado, si cabe decir tal cosa, una transacción en-

tre el derecho escrito y las costumbres toda vez que nos ha sido

posible conciliar entre sí sus disposiciones o modificar las unas

con las otras sin romper la unidad del sistema ni lesionar el

espíritu general de la legislación. Es útil conservar todo aquello
que no es imprescindible destruir; las leyes deben contemplar
los hábitos cuando éstos no degeneran en vicios. En el sucederse

de las generaciones éstas se mezclan, se enlazan, se confunden

y, con demasiada frecuencia, se razona al margen de toda comu-

nicación entre una generación y la subsiguiente, como si el gé-
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nero humano finiquitara y renaciera a cada instante. Un legis-
lador aislaría a las instituciones de todo aquello que puede con-

substanciarlas con lo humano si no observara cuidadosamente

las relaciones naturales que siempre, en mayor o menor grado,
unen el presente al pasado y el futuro al presente, ligamen his-

tórico en virtud del cual un pueblo, a menos que sea extermi-

nado o que caiga en la degradación —siempre más ruin que la

aniquilación misma—, no cesa jamás, hasta cierto punto, de pa-
recerse a sí mismo. En nuestros tiempos hemos amado en dema-

sía los cambios y las reformas; si en materia de instituciones y
de leyes los siglos de ignorancia y obscurantismorfueron el tea-

tro de reiterados abusos, también es dura verdad que los siglos
de luces y de filosofía no son, con harta frecuencia, otra cosa

que teatro de los excesos.
‘
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BREVE ANALISIS DEL DECRETO-LEY 6582/58
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SUMARlO: Un concepto preliminar. I - Del dominio de los automotores,
"

su transmisión y su prueba: A) Los automotores e'n el _Cód.
Civil; B) Inscripción en el Registro; C) Excepciones; D) Re-

sarcimiento; E) Prescripción; F) El objeto. — Il - Del regisw
tro: A) Responsabilidad del Estado. — III - Del título del
automotor. — IV - De la identificación de los automotores. —

V - Disposiciones generales. —- VI - Disposiclones penales:
A) Excarcelación- y condena condicional. — VII - Síntesis

crítica.

Un concepto preliminar

Por decreto ley 6582/58 se crea el Registro de Propiedad
del" Automotor, que reforma sustancialmente el régimen jurídico
de determinadas cosas muebles: los locomóviles.

La ley se [compone de 52 artículos, divididos en siete títulos,
a'sí; I - Del dominio de los automotores, su transmisión y su

prueba; II - Del registro; III - 'Del título del automotor; IV - De
la identificación de los automotores; V - Disposiciones generales;
VI - Disposiciones penales, y VII - Disposiciones transitorias.

Analizaremos brevemente estos diversos títulos, omitiendo

el último por la índole del mismo.

I. — Del dominio de los automotores, su transmisión y su prueba

AV- Los automotores en el Código Civil,_

El Código clasifica las cosas en muebles e inmuebles; es de-

cirí 'adopta la clasificación germana, apartándose del derecho ro-

mano —al menos hasta el de la época clásica—, ya que para éste

la división esencial era en cosas: mancipi y nec mancipi.
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La clasificación en cuestión tiene importancia sustantiva, ya

que es muy distinto el modo de adquirir y transmitir el dominio

según la cosa sea mueble o inmueble. Diferencia que se ahondó

más poco después, con la sanción de leyes sobre registros de la

propiedad inmueble.
.

Concretándonos a los muebles, tenemos: básico el 2412, si-

guientes y concordantes. Al solo efecto de determinarlos y sin

pretender ser exhaustivo agrego: 3271, 2413, 2414, 2415, 2765 al

2772, 2775, 2777 al 2781. Resalto desde ya la importancia del

2767, complemento indispensable del 2412.

De la combinación de estos dos últimos artículos, resulta;

posesión, más buena fe, más titulo oneroso, igual a dominio.
Salvo el supuesto de cosas robadas o perdidas en cuyo caso la

acción reivindicatoria prospera.
Ahora bien, siendo los automotores cosas muebles, su régi-

men jurídico estaba sometido a tales normas, las que evidente-
mente no se ajustan a las necesidades actuales de esta clase de

cosas. Es que los automotores, ya por su valor, ya por las carac-

terísticas que les son propias, necesitan un régimen especial de

transmisión del dominio, régimen que imposibilite o al menos difi-

culte la venta de automóviles robados o adquiridos en cualquier
otra forma ilegal.

Evidentemente, el régimen del Código no es suficiente: el

año pasado hubo meses en que se hurtaron o robaron automó-

viles a un promedio de más de tres por día. Así lo puso de mani-

fiesto la Policía Federal.

Ya Babiloni en su Anteproyecto y luego el Proyecto de la

Comisión Reformadora habían separado a los locomóviles. del

régimen común de los muebles, creando para su transmisión un

requisito especial.
El Primer Congreso Argentino del Comercio Automotor, que

tuvo lugar el año pasado, incluyó en su temario: el del certifi-

cado o título de propiedad del automotor.

B - Inscripción en el Registro.

Básico el artículo 1°, que exige para la transmisión del do-

minio, tanto entre las partes como en relación a terceros, los si-

guientes requisitos:

l) que el contrato conste en instrumento público o privado,

2) inscripción en el Registro de Propiedad del Automotor.

Conforme al artículo siguiente, debemos agregar un tercer

requisito: .

3) buena fe.
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Latransmisión del dominio se considera efectuada no desde

ia fecha del contrato, sino desde la inscripción.

IC - Excepciones

Pero este dominio sufre una limitación: la acción reivindi-

catoria del propietario a quien le ha sido hurtado o robado el

vehículo prospera frente a este nuevo propietario a pesar de ha-

ber cumplido con todas las formalidades previstas en la letra

anterior. wh- r, |
Aclaro: ambos son propietarios, pues ambos tienen acción

reivindicatoria; lo que pasa es que el título de uno de ellos cede

frente al título del otro.
'

Esta excepción del artículo 3° es semejante a la del artículo

2412 “in fine", cuando dice: “si la cosa no hubiese sido robada

o perdida". El término “robada” del Código comprende al hurto

y al robo (artículo 2766).

D - Resarcimiento

Pero el reivindicante frente a tal persona (que cumplió con

todos los requisitos legales) debe “resarcirlo de lo que hubiera

abonado", conforme a lo que dispone en su última parte el citado

artículo 3‘-‘. Como vemos esta disposición guarda semejanza con

lo que dispone el Código Civil en el artículo 2768. En cambio el

supuesto del artículo 2422 “indemnización proporcionada" no

está previsto en el decreto ley. Entiendo que ha quedado dero-

gado para los automotores.

E -

Prescripción
Nuestro Codificadcr omitió establecer una prescripción para

las cosas robadas o perdidas que hubieran pasado a poder de un

tercero de buena fe. Omisión criticable a pesar de lo que Vélez

nos dice en la nota al artículo 3948.

Aquí se prevé esta situación en el artículo 4° que establece

un plazo de tres años. Es el adecuado, mas teniendo en cuenta

el artículo 477 del Cód. de Comercio.

Se ha discutido en la doctrina extranjera si éstos son plazos
de prescripción o usucapión; entiendo que estamos frente a una

prescripción de la acción. t

F - El objeto

Lo hemos dicho: automotores. Resulta de la propia leyenda
del título I. Sin embargo es necesario tener presente el artículo 5°

que nos enuncia distintas clases de Vehículos que deben ser con-

siderados, a los efectos de la ley, automotores. Se da facultad al

Poder Ejecutivo para incluir otro’s-‘vehículos.
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II. -— Del registro

Por el artículo 8° se crea el “Registro de Propiedad del Auto-

motor", en el cual “deberá inscribirse el dominio de todos los

automotores, las transferencias de su dominio y los gravámenes,
embargos, locaciones, denuncias de robos y hurtos y anotacio-

nes de litis".

Llama la atención que sólo se tenga en cuenta las denuncias

de robos y hurtos; deberían anotarse todos los delitos contra la

propiedad. Bien que los efectos sean distintos, si se trata de un'
hurto o robo, pero de cualquier manera tal anotación dificulta-

ría la comisión de toda clase de hechos delictuosos en que el

objeto fuera un automotor. Creo que aunque la ley los haya omi-

tido, no habría inconveniente alguno en que el decreto regla-
mentario así lo dispusiera.

A - Responsabilidad del Estado.

Por el articulo 18 “El Estado responde de los daños y per-

juicios emergentes de las irregularidades o errores que cometan

sus funcionarios en inscripciones, certificados o informes expe-
didos por el Registro de Propiedad del Automotor”.

Evidentemente acertada norma, pues corta toda discusión

—aun existente- en nuestro derecho, sobre la responsabilidad
del Estado en materia de delitos y cuasidelitos cometidos por sus

empleados.

III. —Del título del automotor

El artículo 7° del título I crea el “Título del Automotor",
dándonos sus dos principales características: a) instrumento pú-
blico: b) documento individualizante.

El articulo 19 establece los distintos datos que deben figu-
rar en el mismo.

Es de tener también presente el artículo 21', por el que se

crea la “cédula de identidad” del automotor.

IV.—— De la identificación de los automotores

En el “Título del Automotor” figura el número asignado al

vehículo (artículo 19, inciso 2°)_ Ahora bien, este número debe

ser grabado en forma indeleble tanto en el chasis como en el

motor y además en placas de identidad visibles exteriormente y

que se colocarán en la parte delantera y trasera del vehículo
(articulo 23).

V. — Disposiciones generales

Se establece la responsabilidad de las personas a cuyo nom-

bre figure inscripto el vehiculo si éste se transfiere sin la respec-
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tiva inscripción. Sin perjuicio de esta responsabilidad, que no

nos dice el artículo 26 en qué reside, cabe hacer notar que a

pesar de los términos de la norma en cuestión, que podrían lle-

var al equivoco, es evidente que, si no hay inscripción, no hay
transferencia de dominio.

Los artículos 27 y 28 establecen normas especiales para el

caso de que el vehículo sea retirado del uso; los artículos 30 y 31

prevén la situación especial de los automóviles introducidos en

el país con carácter temporario y la de los automotores nuevos,

sean éstos importados r: manufacturados aquí.

IV. — Disposiciones penales

En general se agravan considerablemente las sanciones del
Código Penal. Así por ejemplo: el hurto según el Código de un

mes a dos años de prisión; según el decreto ley, de un año a

tres años. 4

, no.“
En cuanto a que se eleve el máximo de la sanción no crec

que haya nada que criticar, no pasa lo mismo con la agravación
del mínimo. Con esto se restringe las facultades del Juez per-
diendo la pena parte dc- su elasticidad, base sin duda de la adap-
tación de ésta al delincuente.

Se incrimina el hurto de uso (artículo 37), con lo que se

corta toda hesitación jurisprudencial y discusión doctrinaria so-

bre esta ardua cuestión.

Considero excesivo el mínimo de su sanción: seis meses.

Más teniendo en cuenta que el mínimo del robo en nuestro Có-

digo Penal es de un mes y es evidente que “prima facie” es ma-

yor la peligrosidad del que comete un robo que la peligrosidad
del que incurre en hurto de uso, aunque éste sea de un automó-

vil. Es por demás evidente que el hurto de uso —no interesa de

qué- es el delito menos grave dentro de los delitos contra la

propiedad.

A - Excarcelación y condena condicional

El artículo 40 establece: “No podrá concederse la excarcela-
ción ni la condenación convencional a los que incurrieran en al-

guno de los delitos previstos en el presente título".
‘

Es evidente que es un artículo que debe desaparecer de la

ley, pues va contra principios básicos y elementales de la ciencia

del derecho penal.
¿Qué peligrosidad especial revelan los delincuentes que co-

meten estos delitos? Si alguno la revelase y su condena no fuera

mayor de dos años (si fuera mayor el problema lógicamente des-

aparece), casi está de más aclarar que este-beneficio no es sino

de aplicación facultativa.
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La sinrazón e injusticia de este artículo resalta más, si se

tiene en cuenta que inclusive dentro del título se incrimina el

hurto de uso. Por lo tanto, el que se apodera ilegítimamente de

un automóvil con la simple idea de usarlo y devolverlo luego a

su dueño, es considerablemente peor mirado que el que comete

un robo o es un extorsionador o un estafador

VII. -— Síntesis crítica

A pesar de los defectos anotados y otros varios más que po-
dríamos indicar en un estudio más detenido, sin duda esta ley
dará resultados beneficiosos.

Estoy convencido de que disminuirán estos delitos contra la

propiedad, ya que le será muy difícil al delincuente lucrar con

tales automotores. La estadística que lleva la Policía nos será,

para juzgar el resultado de la ley, de inapreciable valor.

Conforme al artículo 48 este decreto ley espera su regla-
mentación.



CONDENA DE EJECUCION CONDICIONAL Y LIBERTAD

CONDICIONAL

M. OCTAVIO ITURBE

Profesor Adjunto Interino de Derecho Penal

En el deseo ya expresado en otras oportunidades, de colabo-
rar en lo que esté a mi alcance, con las páginas de “Lecciones y
Ensayos", dando así nuestro aporte al conocimiento y divulga-
ción entre los estudiantes de la Facultad de Derecho, de los prin-
cipios e instituciones fundamentales con vigencia en las disci-

plinas penales, facilitando su aprendizaje por parte de quienes
hacen sus primeros pasos, a veces vacilantes, por el terreno de
lo jurídico, me ha parecido oportuno bosquejar en este breve

trabajo, en términos casi escuetos, los principios teóricos y posi-
tivos de la condena de ejecución condicional, llamada por nues-

tro código, condena condicional y la libertad condicional.

Y abordo el estudio de estas dos instituciones con vigencia
positiva en nuestra ley penal, en forma conjunta, no sólo por
ser ambas nuevas en nuestras leyes penales, puesto que encuen-

tran concreción legislativa recién al sancionarse el actual código
penal en el año 1921, sino también, y de manera fundamental,
porque ambas son precursoras de una tercera institución, que
aún subsiste, al menos entre nosotros, en el campo doctrinario

o especulatí'vo, por no decir que pertenece a los sueños del fu-

turo, pero que sin duda alguna llegará el día en que sea siste-

matizada en disposiciones legales: la sentencia indeterminada.

Es característico de la ciencia en general, en su constante

y permanentedinamismo, recorrer nuevos senderos y descubrir

nuevos secretos no conocidos aún. Consecuencia inmediata de

ese dinamismo referido a las ciencias penales son la condena de

ejecución condicional y la libertad condicional, ya que la ciencia

penal, en su ‘afán de descubrir instituciones que al par que cum-

plan los fines que ella persigue, eliminen de sus postulados todo

aquello que implique un sufrimiento inútil o una privación de

libertad ya sin razón de ser, llegó a concebir a ambas, primero
en el campo teorético y luego en el práctico y sobre ellas ha

seguido trabajando, puliendo sus aristas, perfeccionandolas en

su vigencia y aplicación concreta.
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Tanto la una como la otra, nacidas en el campo de la pura
teoría, desarrolladas en el terreno de lo doctrinario, han termi-

nado por recibir la más amplia acogida en las legislaciones uni-

versales, encontrando ambas su fundamento principal en la per-
sonalidad del delincuente: la condena de ejecución condicional
en lo contraproducente que son para la vida del sujeto que_ha
llegado al delito por vez primera las penas privativas de liber-

tad de corta duración, y la libertad condicional en la enmienda
o reforma del elemento humano integrativo del drama que sig-
nifica el delito.

Para encontrar 1a raíz primera de ambas instituciones de-

bemos remontarnos, en una especie de viaje retrospectivo, al

pasado en la historia de las disciplinas penales y colocamos en

aquel momento de la misma, en que la pena empieza a impo-
nerse al sujeto, no en base a la gravedad objetiva del hecho de-

lictuoso considerado en sí mismo, sino también teniendo en

cuenta la personalidad del hombre que delinquió. Momento éste

en el cual la ciencia penal por la obra de sus maestros más in-

signes comienza a preconizar cada vez con mayor pujanza la

necesidad de individualizar al máximo el tratamiento penal.
No pretendemos por cierto, dada la índole de este trabajo y

la finalidad que con él buscamos, realizar un profundo y total

estudio de ambas instituciones, pero consideramos que antes de

penetrar en el campo del puro dogmatismo analizando las dispo-
siciones que a ellas se refieren en nuestro código penal, es casi

indispensable y por cierto conveniente dar una somera idea de

lo que ellas significan e importan.
La condena de ejeCución condicional —comenzaremos por

ella- nació en forma empírica en Inglaterra a mediados del si-

glo pasado y en términos generales implica, al menos en el sis-

tema continental o franco-belga que ha adoptado estro códi-

go, que en aquellos casos en que, frente a la comis n de un he-

cho delictuoso el magistrado se ve en la necesidad de sancionar

esa conducta con una pena privativa de libertad o de multa,
puede dejar en suspenso la ejecución de esa condena, es decir,
el cumplimiento efectivo y real de la pena impuesta en cc’creta
referencia a un sujeto determinado. siempre q'ue éste a .—ca-

si estaría demás el decirlo- las condiciones que la pia ley
determina y fija para que se pueda gozar de este verdadero be-
neficio.

En el sistema anglo-sajón, más que una suspensión de la

condena fijada por el magistrado en su sentencia, hay una ver-

dadera suspensión de la sentencia, puesto que ella no llega a

dictarse mientras el sujeto cumple las condiciones exigidas du-

rante el período de observación a que es sometido.
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.
La libertad condicional juega en aquellos casos en que se

está frente a un. sujeto que cumple una pena privativa de la li-

bertad e implica poner fin a la misma en forma anticipada a su

cumplimiento total, teniendo en cuenta no sólo un período deter-

minado de tiempo, considerado mínimo, sino también la recupe-
ración del individuo como hombre útil para la sociedad en que
tendrá que actuar, revelada por la buena conducta observada en

el penal durante el tiempo de la detención.

Cuando el beneficio se refiere a la medida de seguridad ac-

cesoria del artículo 52 del código penal, el legislador ha sido más

exigente y no se ha conformado con que el sujeto haya cumpli-
do con regularidad los reglamentos, carcelarios, ya que exige eso

y además, que haya adquirido un hábito de trabajo y que. por
su falta de peligrosidad, no sea un elemento pernicioso para el

medio social.
'

La institución de la condena de ejecución condicional nació

como consecuencia directa de la lucha entablada para poner fin

al problema que sin duda significaba para el delincuente prima-
rio, autor de un delito al que podríamos llamar leve. el cumpli-
miento de una pena privativa de la libertad de corta duración,
tratándose con su implantación de evitar el perjuicio que, para

sujetos de tal naturaleza, entrañaba el contacto con delincuen-

tes avezados y reincidentes, situación ésta que, lejos de lograr
el fin buscado con la imposición de la pena, 1a reeducación del

hombre, servía sólo para corromperlo, transformando lo que ha-

bía sido nada más que un accidente en su vida, en fuente de

todo un futuro hacer delincuencia].

Buscábase, pues, con esta institución, que Berenguer en

Francia fué el primero en sistematizar en un texto legal, que

hoy se conoce por su nombre, poner fin a ese problema siempre
latente en el derecho penal, evitando el peligro de la reinciden-

cia por la amenaza que significaba esa condena cuya ejecución
concreta había quedado suspendida y que podía, por ende, ha-

cerse efectiva si dentro de los plazos legales determinados se

cometía por parte- del beneficiario un nuevo delito.

Al fundamentar su proyecto de ley para Francia. Berenguer
decía: “si es necesario agravar la pena para el criminal que no

tiene en cuenta la primera advertencia de 1a justicia y renueva

su crimen, estimamos tan justoy conveniente para la defensa
social el no emplear, con respecto al primer delito, sino un míni-

mo de penalidad compatible con la necesidad de producir sobre

el inculpado una impresión suficiente". '

En la historia de nuestros antecedentes penales encontramos

que no obstante las severísimas críticas que Rodolfo Rivarola
—ese argentino ilustre que fué modelo de una vida y de una

época- formulara al código penal de 1886, no la incorpora al
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proyecto de código penal que, conjuntamente con Matierzo y
Piñero, redacta en 1891, lo que mereció a su vez, de parte de
Lisandro Segovia, una crítica severa.

Segovia es el primero que en nuestro país sistematiza la
condena de ejecución condicional al incorporarla en su proyecto
de Código penal de 1895 en el Libro I, Sección 2, Título 4, con

el original nombre de “pena condicional".

Desde ese momento y hasta llegarse a la sanción del código
penal de 1921, han sido varios los proyectos elaborados en nues-

tro país en torno a la institución que nos ocupa, pudiendo así

citarse el proyecto del diputado Gouchon del año 1904, la men-

ción de la institución en el código penal proycctado en 1906, el

proyecto Herrera del año 1912, el proyecto del propio Poder Eje-
cutivo del año 1918, el proyecto 'Parry del año 1920, tal vez. en

mi entender, el más completo de todos; el proyecto Jofré, para
la Provincia de Buenos Aires del año 1916; la ley 2569 de la

Provincia de Entre Ríos —que fuera en su pr'n'nera aplicación
práctica declarada inconstitucional-—; el proyecto de Rodolfo

Moreno de 1916. Con posterioridad al código vigente, la sistema-

tizaron tanto el proyecto positivista de Coll-Gómez del año 1937,
como el proyecto Peco del año 1941.

El código penal trata de esta institución en el Libro I, Tí-
tulo III, abarcando los artículos 26, 27 y 28 del mismo.

Funciona entre nosotros el beneficio que la institución im-

porta sólo en los casos de tratarse de delincuentes que hayan
delinquido por vez primera —“en los casos de primera conde-

na", dice el texto legal al iniciar el art. 26 del código-—, a quie-
nes se les imponga por el delito cometido una pena de reclusión

o prisión no mayor de dos años o pena de multa. En los casos de
concurso de delitos, el beneficio queda excluido cuando alguna
de las figuras delictivas está sancionada con pena de reclusión.

No obstante el texto claro y preciso del art. 26 del código
penal debemos poner de manifiesto que la Cámara Nacional de

Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital, inter-

pretando el art. 26, admite la concesión del beneficio con res-

pecto a la pena de inhabilitación, que no se menciona en el :ir-

tículo citado, así como también posibilita su concesión para los

reincidentes, puesto que, realizando una distinción entre delito

doloso o culposo, otorga la condena de ejecución condicional en

casos de “segunda” condena, con lo cual el juez se transforma
en legislador, con todos los peligros que tal posición puede aca-

rrear. ..

La concesión de beneficio no debe ser por cierto de aplica-
ción mecánica o automática, puesto que no es un derecho que
goza el procesado o mejor dicho el condenado. Para ello el ma-



gistrado debe vaIOrar en su integridad la total personalidad del

sujeto con la más amplia libertad de criterio y apreciación. La

única condición objetiva a que se encuentra sometido el bene-
ficio es el que se trate de “primera” condena y que la pena im-

puesta concretamente en la sentencia no sea superior a los dos
años de pena privativa de libertad, o sea pena de multa. '

El art. 27 del código penal determina en su texto que la

condenación se tendrá por no pronunciada si dentro de los tér-

minos fijados para- la prescripción de la pena. el sujeto no co-

mete un nuevo delito. La no muy feliz redacción que diera el

legislador al artículo que venimos comentando ha sido fuente de

controversias muy grandes cn torno a precisar qué es lo que se

ha querido decir con las palabras “se tendrá por no pronuncia-
da” referidas a _la condena impuesta condicionalmente, discusio-

nes en las que, por supuesto, no podemos entrar en esta oportu-
nidad y con respecto a las cuales sólo podemos poner de mani-

fiesto que con esos términos el legislador ha querido que cum-

plidos los plazos de prescripción de la pena impuesta en la sen-

tencia no ejecutada, en el caso de que el sujeto reincidiera en

su actividad delictiva, no puede ser condenado al cumplimiento
de aquella pena suspendida.

Si por el contrario. ese plazo de prescripción no se ha ope-
rado al reincidirse, en la nueva sentencia que se condene al su-

jeto que gozaba del beneficio, debe fijarse, además de la pena que

pudiera corresponderle por el nuevo hecho, aquélla cuyo cumpli-
miento quede oportunamente en suspenso, a cuyo fin debe apli-
carse una pena única.

Desgraciadamente nuestra ley penal se refiere sólo a los

plazos de la prescripción para eliminar la posibilidad que en una

reincidencia pueda ser tenida en cuenta la condena anterior con-

dicionalmente aplicada. puesto que ese término, en la mayoría
de los casos, es demasiado breve y no permite, por ende, apre-
ciar si el hombre era o no digno de gozar del beneficio.

El ideal sería que, al igual de lo que sucede en otras legis-
laciones. se «determinara en la ley un período de prueba, inde-

pendiente del plazo de la prescripción de la pena. cuya duración

quedase a criterio del magistrado dentro de un máximo y un mí-

nimo legal, durante el cual el sujeto si llegase a reincidir sufrie-

ra las consecuencias de ambas condenas. Estímase así que el fin

de la institución se cumpliría con mayor eficacia

Dejando ya a la institución que hemos venido comentando
en rápida visión, casi diríamos panorámica, entramos ahora al

comentario de la libertad condicional, que completa nuestro

tema. '

Es Inglaterra, también en este caso, al país que debemos

considerar como cuna de la libertad condicional puesto que fué
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ella el primero de los países en ponerla en práctica en el lejano
1847, pasando luego a Suiza donde entra en vigencia en 1862,
siendo luego recogida por la legislación del viejo Imperio alemán

en 1871, por la democrática Estados Unidos en la legislación de

New York, en el reformatorio de Elmira en el año 1877, apare-
ciendo en Francia en 1885 y en Bélgica en el año 1888.

En nuestro país alcanza sistematización en una ley positiva
recién en el código penal de 1922, pero debemos señalar que ya
durante la vigencia del código de 1886 se admitía una especie de

reducción de pena, siempre y cuando se cumplieran algunos re-

quisitos, encontrándose algunos antecedentes de la institución en

el conocido derecho de gracia del cual se trataba ya en el pro-
yecto de código penal que elaborara Tejedor. El código de 1886

legislaba sobre el derecho de gracia en sus arts. 73 y 74, siendo

indispensable, para que el mismo entrara a funcionar, pruebas
irrefutables y realmente positivas de que en el sujeto se había

operado una verdadera y real reforma. Pero a diferencia de lo

que sucede con nuestra libertad condicional la “gracia” era irre-

vocable, y una vez. concedida el delincuente entraba “ipso jure"
en el goce absoluto de su plena libertad. eliminándose así el

temor que tiene su origen en la posibilidad de una probable re-

vocación del beneficio.
El código penal argentino trata de la libertad condicional de

la pena en los arts. 13 a 17 del mismo y sobre la libertad condi-

cional de la medida de seguridad accesoria determinada en el

art. 52. en el art. 53.

El art. 13 extiende el beneficio a todos los condenados. no

reincidentes. fijando en su texto las condiciones que debe reunir

el sujeto para poder aspirar al goce del beneficio, que por cierto

no es un derecho, fijando el término mínimo de la pena que el

sujeto debe haber cumplido según las distintas situaciones que
en dicho artículo se contemplan, teniéndose en cuenta para su

otorgamiento el monto y naturaleza de la pena iinpuesta en la

sentencia. y exigiéndose, además, como única condición —lo que
es un verdadero absurdo- la obligación de haber cumplido con

regularidad con los reglamentos carcelarios.

El penado liberado condicional queda sujeto al cumplimien-
to de las obligaciones que de manera taxativa se determinan en

los distintos apartados del mismo art. 13. condiciones éstas que
tienen vigencia hasta que se cumple la pena que habia sido

fijada en la sentencia condenatoria y en el caso de tratarse de

penas perpetuas hasta cinco años. que se cuentan desde el día

vn que se concede el beneficio.
'

La libertad condicional no puede concederse a los reinci-

dentes. Asi lo señala de manera expresa el código penal. Y ese

principio no ha sido alterado, como erróneamente puede creerse,
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a raíz de la modificación que últimamente sufriera el art. 53 del

código, ya que la posibilidad de obtener la libertad condicional,
de conformidad con lo que en él se determina, no se refiere para
nada a la pena principal, sino que se relaciona con la medida de

seguridad de la que trata el art. 52 del mismo cuerpo legal, y

que, como sabemos, se aplica a los plurirreincidentes. Por ello es

que el código somete la concesión. de la libertad condiciona] en

la medida de seguridad, sujetándola a condiciones mucho más

severas que cuando se refiere a la pena principal.
El no cumplimiento de las condiciones señaladas expresa-

mente en el art. 13 importa, como el propio código lo dice, la

revocación del beneficio, pudiendo, según sea la causal que se

aplique, computarse o no el tiempo que se vivió en libertad, en

el cómputo de la pena.
'

La libertad condicional es, sin duda, un paso, el primero tal

vez que se da en el camino que nos conducirá, en un futuro pue-
de ser que lejano, pero que sin duda llegará, a la condena o sen-

tencia indeterminada, institución ésta que una vez puesta en

práctica ha de llenar las más justas aspiraciones en el campo de

la individualización de la pena.
Tanto la libertad condicional como la condena de ejecución

condicional deben actuar en forma armónica con la existencia de

un patronato, puesto que no es posible que el condenado, en una

u otra situación, quedo. librado a sí mismo, abandonado y ex-

puesto al desprecio social, ya que ello será, sin duda, la causa

fatal e inevitable de su reincidencia, con lo que nos colocaría-

mos en las puertas del fracaso de ambas instituciones.
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EBRIEDAD Y ALCOHOLISMO

JAMES ALBERT LITTLE

I. - PRIMERA PARTE

a) Introducción.

El problema del alcoholismo deriva de la misma naturaleza

humana; su existencia data del conocimiento del alcohol por el

hombre. La ebriedad ha trascendido ya las márgenes de vicio

individual y hereditario, para convertirse en un problema socia!

de capital importancia: como dice el Dr. Juan P. Ramos 1 “nos

encontramos ante una verdadera enfermedad social, que. como

es de suponer, repercute en la ciencia penal en forma cada vez

más alarmante, debido al número de delincuentes que cometen

actos punibles en estado de ebriedad o por efecto de una intoxi-

cación alcohólica".

Este no es un problema exclusivo de la era moderna; a tra-

vés de su historia veremos cómo ha sido objeto de la seria aten-

ción del legislador, ya desde muy antiguo. Pero. antes de pasar
a él, es preciso determinar y diferenciar la ebriedad del alco-

'nolismo.

b) Embriaguez.

Es conveniente delimitar en forma precisa el alcance del

término ebriedad para evitar futuras confusiones: la ebriedad

comprende “un proceso agudo de poca duración", considerado

por la Exposición de Motivos del Código Penal '-' como una “per-
turbación momentánea de la mente y de la voluntad. El alcoho-

lismo crónico, según Kraft-Ebin 3, “no es una pasión, sino una

enfermedad del cerebro que se caracteriza comotal por un con-

junto de signos clínicos y de lesiones anatómicas".

Cuando ese alcoholismo reviste características más graves

aún, “tenemos las formas salientes de la 'locura alcohólica, el

delm‘um tremens, la epilepsia alcohólica y los delirios agudos". '

Luego de este primer análisis es preciso definir de una ma-

nera más extensiva el concepto de ebriedad. Se puede afirmar
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que es “una turbación de las potencias, dimanada de la abundan-
cia con que se ha bebido vino u otro licor"; para Tejedor 5 “es el
último de los estados de la inteligencia que presenta analogía
con la demencia".

En cuanto a su significación jurídica, el estado de embria-

guez se asimila al de locura transitoria. Porque puede ser volun-
tariamente provocada y porque cabe su simulación, se ha pobla-
do de dudas e indecisiones su consideración jurídica.

Para poder desenmarañar en algo el agudo problema de la

imputabilidad del ebrio, es necesario conocer los grados de la

ebriedad y sus efectos psico-fisiológicos, pues éstos son causas

determinantes tanto de la inconciencia como de la capacida
para obrar. "

Dentro de las muchas clasificaciones que han ’surgido sobre

las causas y los grados de la ebriedad, merecen citarse como las

más acertadas las siguientes:
Según la clase:

a) Voluntaria

según la motivación:

a) Premedituda

bi No premeditada
Teniendo en cuenta aspectos psicológicos puede presentar

diversos grados:
l. Aquél en que el alcohol sólo aumenta las fuerzas vitales.

sin impedir la lucidez (estado jocundo).
2. Aquél en que aumenta la actividad física externa y dis-

minuye la espiritual: la razón no se eclipsa por completo, pero
la conciencia se perturba y la fantasía se sobrepone a la razón

(ebriedad incompleta).
3. La embriaguez es completa cuando la razón queda estu-

nefacta y el espiritu va no es dueño de sus movimientos, ni de

los del cuerpo (estado furibundo).

4. Aquél en cue la excitación es seguida por un completo
abatimiento y sueño (estado letárgico).

5. Otra clasificación. tripartita, es la de Hot'bauer, que in-

cluye Nerio Rojas en su libro “Medicina legal". °

a) Período de excitación, euforia. vervosidad. en algunos
tristeza. rapidez asociativa; no hay pérdida de conciencia.

b) Periodo de incoherencia, automatismo, movilidad y falta
de brillo en la ideación. incoordinación motora, impulsos agres-
vos, ya hay pérdida de conciencia.

1. accidental ( ebriosum)
2. habitual (ebrium)



c) Período de sueño tóxico o coma,

La siguiente es la clasificación confeccionada por Carrara 7

que interesa por su sencillez:

1. Según los grados:
alegre

según los médicos íuribunda

letárgica

completa o plena
segun los Juristas incompleta o semiplena

2. Según su causa:

a) accidental: por sus condiciones patológicas.

b‘, culposa: sin preveer que se embriagaría.

c) voluntaria: se lo propone.
d) estudiada: o preordenada.

Estas clasificaciones son las que indican cuando el ebrio es

imputable o inimputable, cuando lo es a titulo de culpa o en

tanto sujeto plenamente responsable de sus actos.

Surge de todo lo dicho la dificultad que se presenta al que-
rer determinar si la embriaguez ha sido completa .o sólo parcial,
y las consecuencias que derivan de la calificación: si ha existido

embriaguez incompleta. la influencia del alcoholismo en las cé-

lulas piramidales del cerebro provoca el estado de inconsciencia

y por lo tanto la incapacidad de dirigir los actos, siendo el sujeto
irresponsable de los mismos: si, por el contrario, ha tenido luci-

dez enel momento de realización de los mismos, el sujeto será

en todo responsable.
Dada la facilidad con que este estado puede ser simulado,

se presentaba antiguamente el inconveniente de su certera com-

probación. Hoy la medicina legal ha llegado, por medio de mo-

dernos métodos de análisis, a comprobaciones eficaces y de una

certidumbre manifiesta. Uno de .esos procedimientos es el de

Nicloux, 3
según el cual es posible deducir el mayor o menor gra-

do de ebriedad según la cantidad de alcohol encontrada en la

dosificación sanguínea.
0

Dentro de todas estas clasificaciones, hay dos divisiones que
son fundamentales y que podriamos denominar condicionantes:
ebriedad voluntaria e involuntaria. Para distinguirlas es necesa-

rio definirlas; se entiende por voluntaria: “aquella en la cual el

sujeto llega a. ese estado a causa de una deliberada ingestión de

bebidas cuyos efectos conoce, siendo indiferente que la voluntad

se dirija a la realización del propósito de embriagarse, o la mera
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ingestión reiterada de bebidas, de las cuales resulta la ebriedad

de un modo necesario". 1° La voluntariedad no consiste en que-
rer embriagarse sino en beber una substancia que es idónea para

producir la embriaguez. La voluntariedad no se exige en el efec-

to sino en la causa.

Se entiende por embriaguez involuntaria la que se produce
por la "ingestión de una substancia cuyo efecto era ignorado, o

por una situación. patológica desconocida por el sujeto, o por la

malicioso acción de un tercero”. ”

Dentro de la ebriedad voluntaria es preciso hacer una dis-

tinción, destacando el supuesto de la ebriedad premdenada,
nombre que se debe a Tiraquello y Menoquio, que consiste “en

el hecho de embriagarse con el propósito de darse ánimos para
la comisión de un delito, que se tiene la intención‘mas o menos

concreta _de ejecutar”,
12 el que se llevará a cabo en ese estado

posterior de inconsciencia o perturbación mental.

Ese estado de ebriedad estudiada, como la llamaba Carrara,
hace al sujeto plenamente responsable, al igual que si estuviera

en estado de lucidez mental; en ese caso el dolo ha sido antece-

dente, pues no tuvo como fin exclusivo el embriagarse sino el

embriagarse para cometer un delito. Ese dolo inicial subsiste y
hace imputable el hecho a título doloso, aun cuando el hecho

haya sido ejecutado en un estado de inconsciencia posterior, pues

ponerse ebrio constituye el comienzo de la acción de la cual el

sujeto se sirve para llegar al resultado querido.
Los delitos cometidos en estado de ebriedad voluntaria sim-

ple constituyen una grave cuestión para el derecho penal; dada

su considerable frecuencia en nuestro medio. La dificultad surge
de la cierta semejanza que guardan los actos cometidos en estado

de ebriedad con los voluntarios libres. Y ello a pesar de que la

conciencia no interviene en la producción de los mismos, para
utilizarse un lenguaje más moderno. “esos actos no llegan a ser

percepciones” ( Bleuler ) .

Planteada así la diferenciación causal de los distintos esta-

dos alcohólicos es preciso revisar brevemente la historia de su

legislación para establecer una conexión entre los principiosde
su represión y su tratamiento actual en las modernas legisla-
Clones.

c) Historia

El derecho romano consideró a la embriaguez como una es-

pecie de impetiis, intermedio entre el dolus y el casus.
‘3 El im-

'p'etus aminoraba la responsabilidad, según se determinó expre-
samente para los casos de negligencia en la custodia de presos.

1‘

tentativa de suicidio o injurias al Emperador, caso este último

94



en que obra como eximente según una constitución dictada en

el año 393 por Teodosio, Arcadio y Honorio inserta en la Ley
Unica. ¡5 ' '

Se puede afirmar que los romanos consideraban a la em-

briaguez como motivo de excusa, per vinum aut lasciviam lapsis
capitalis poena, remittenda est, el militoe mutatio irroganda. 1°

Se aplicaba 'pena no en razón del delito cometido en estado de

embriaguez, sino por la falta cometida al embriagarse: ebrius

punitnr non propter delictum, sed propter ebrietatem. '7

El derecho canónico enunció más claramente el principio de

que el estado de embriaguez quita la responsabilidad, y por eso,
si bien considera punible el hecho de embriagarse, no lo es, en

cambio, el hecho cometido en estado de embriaguez. “‘

ESte concepto del derecho canónico fué recogido por los

prácticos y estuvo en vigor en el campo doctrinario a pesar de

haber sido rechazado por Bartolo y Baldo. No podía invocarse

como excusa la embriaguez únicamente cuando ésta fuere pro-
curata. et affectata, ut ebrius delinquere et delinquendo se cum.

ezcusaret. ¡0

Sin embargo, esta doctrina no llegó a prevalecer por com-

pleto en las leyes; así Carlos V publicó en los Países Bajos una

Ordenanza por la que castigaba muy severamente los delitos de

los ebrios-Lo mismo hizo Francisco I de Francia en su Orde-
nanza del 31 de agosto de 1536, conforme a la cual se aplicaba
la pena ordinaria al que delinquía ebrio, más una pena mayor

por la ebriedad.
_

A manera de medidas secundarias que procuraban reprimir
la embriaguez pueden citarse el Edicto de Enrique III de Fran-

cia, dado en 1577, por el que se negaba toda acción a los meso-

neros por el vino bebido en sus mesones. Y en las Ordenanzas de

Leopoldo de Lorena. como así también en la francesa de 1536,
Hannover 1736 y Baviera 1756, se niega toda acción a los meso-

neros por los contratos que celebraran en sus mesones.

En Inglaterra y en Escocia se miró la embriaguez como af-
fectata. dementia y se la consideró como circunstancia agravante,
en el caso de ser voluntaria.

En España, las Partidas copiaron su doctrina del derecho

romano, declarando que en los delitos consistentes en decir mal

del Rey, la embriaguez producía la exención de responsabilidad
porque el individuo cometía el hecho estando desapoderado de su

seso, de manera que no entiende lo que dice. 2° Los homicidios

cometidos en el mismo estado sólo se penarían con el destierro
a una isla por cinco años, porque fueron "(los comitentes) en

culpa, non poniendo ante que acaesciessen aquella guarda que
debieran poener.

2‘
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El Alemania se la consideró como eximente, según afirman
Lauterback y Pistor Modestino; de igual manera en Rusia.

Todo este proceso, originario de la actual doctrina, sirve pa-
ra establecer un paralelismo entre las dos posiciones antagóni-
cas en la materia, prevaleciendo por razones de lógica jurídica
la propugnada por el derecho romano y el canónico. Esta doc-
trina se perfecciona al distinguirse en la apreciación de la impu-
tabilidad del embriagarlo y al establecerse los diversos grados y
clases de ebriedad.

La doctrina es muy variada y profusa. Por ello es preciso
hacer un breve compendio de la misma.

Lambert, mencionado por Carrara en su Programa. no ad-
mite que la ebriedad pueda llegar nunca al estado de completa
alienación mental y quiere equipararla siempre en sus efectos a

la pasión, la cual, “aunque turbe la inteligencia, no la aniquila
nunca".

Puffendorf en su “Derecho natural y de gentes" 22 admitió

que los contratos del ebrio fuesen nulos por carecer de capacidad
mental para realizarlos; en el mismo sentido Furgole. Además,
transporta la imputabilidad desde el momento en el cual fué co-

metido el delito al momento en el cual nació la ebriedad e iden-

tifica la supuesta voluntad de embriagarse con la de delinquir.
Tissot niega la imputabilidad del ebrio en el delito cometido

en estado de ebriedad completa, de acuerdo con ello Roesch-

Bertauld, pues, dice, no hay concomitancia del dolo con la ac-

ción, que es necesidad absoluta de la imputabilidad.
Garófalo sostiene que en todo caso debe estimarse la respon-

sabilidad, como si se hubiera realizado el hecho en estado normal.

Según él, la embriaguez no hace sino exagerar el carácter del

agente (así el hombre pacífico hará extravagancias, pero no de-

linquirá), existiendo siempre una completa correlación entre el

hecho punible y el carácter de su autor; sólo puede notarse en-

tre hecho y agente alguna incompatibilidad, en supuestos de al-

gunos delitos menores, como lesiones, injurias. 2' Esta doctrina

no tiene, y con razón, partidarios.
Por lo general, se distingue entre la embriaguez voluntaria

y la involuntaria. En cuanto a la segunda, se está conforme en

afirmar que si es incompleta sólo disminuye la culpabilidad (Cir;
cunstancia atenuante); si es completa excluye el dolo (causas de

inimputabilidad) .

La dificultad se presenta tratándose de embriaguez volun-

taria. Algunos sostienen que deben castigarse todos los delitos

cometidos en estado de embriaguez voluntaria (especialmente si

es habitual), aunque sea completa: Pessina extiende a ellos la

regla dada para el caso de embriaguez involuntaria, fundándose

en que la naturaleza de la embriaguez (locura transitoria) es la
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misma en ambos casos y dice que, cuanto más, podrá la volun-

taria o habitual ser considerada en si misma como un hecho ile-

gítimo constitutivo de un delito especial, o como un acto volun-

tario que haga culposo el hecho realizado bajo su influjo. Esta

última es la opinión de aquéllos que, como Vidal,“ sostienen

que el ebrio, aun el voluntario y habitual, no es responsable de

sus actos, pero sí de su embriaguez, y, por lo tanto, deben consi-

derarse como actos de imprudencia o negligencia y castigarse de

igual modo que éstos, los hechos ejecutados en tal estado.

Para la embriaguez premeditada completa, acepta Pessina la

misma regla que para la embriaguez completa voluntaria o habi-

tual, fundándoSe en que la premeditación desaparece en el ebrio

completo con la ofuscación de la inteligencia y de la conciencia,
siendo imposible considerar que persista ésta; en tal estado, el

propósito desaparece, pues si persistiera no habría completa em-

briaguez, y si'al realizar la acción hubiera estado el agente en

plena posesión de sus facultades mentales, acaso se habría abste-
nido de realizar el hecho delictuoso.

En cuanto a la embriaguez premeditada e incompleta, el

mismo Pessina sostiene que no puede mitigar la penalidad, ya

porque nadie puede obtener ventajas de la propia ilicitud, ya

porque ha sido adoptada como medio para la realización de un

propósito criminoso.
_

La opinión de Pessina en cuanto a la embriaguez premedi-
tada completa es compartida por Tissot y Garraud, quienes repu-
tan necesaria la concomitancia del dolo con la acción para que
exista delito; Bertault estima que el reo podría renunciar a su

idea delictuosa si no estuviera en estado de embriaguez; Schwar-
ze considera la embriaguez premeditada solamente como un acto

preparatorio del delito.

En cambio califican como dolosa la embriaguez premedita-
da, tanto completa como incompleta Geyer, Berner, Binding y
Von Busing, quienes dicen que el estado no imputable deriva del

estado imputable; Heinze, para quien el hombre se transforma

voluntariamente, por la embriaguez, en un instrumento ciego.
Alimena propone una solución basada en distinguir los deli-

tos de omisión de los de acción. En los primeros la embriaguez
premeditada, aun la completa, seria dolosa, pues quien se em-

briaga con el fin de encontrarse en el letargo en el momento

de cumplir un deber, tiene en cuenta los seguros efectos del al-

cohol y prevé que la omisión ha de darse. En cambio, en los

delitos de acción procede distinguir según la embriaguez sea com-

pleta o incompleta: en la incompleta es posible el dolo, y el que
se ha embriagado a fin de adquirir ánimos para cometer el delito

no merece el beneficio de atenuación; en el caso de embriaguez
completa no habría dolo sino solamente culpa, pues, aparte de
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que no se concibe un. hombre que para llevar a cabo un delito
se embriaga hasta el punto de perder totalmente el dominio de
su razón —sin la cual mal podrá verificar su propósito-—, no

existe nexo alguno entre el estado imputable (anterior a la em-

briaguez y en el que se formó el propósito delictuoso) y el hecho

realizado, pues en la comisión de dicho hecho la voluntad que
lo ejecuta y la inteligencia que lo dirige están anuladas por la

embriaguez. 25

Entre los autores españoles, Lacerna y Pacheco sostienen

que cuando la embriaguez es completa podrá ser el ebrio culpa-
ble de una gran imprudencia, pero no puede serle imputable la

acción cometida en tal estado, opinión con la que no hacen otra

cosa que seguir a Rossi; en cambio, Groizard eree que sólo debe

concederse a la embriaguez la atenuación.

Rueda sostiene una doctrina parecida a la de Pessina, aña-

diendo que al considerar la embriaguez habitual como indigna
atenuación, equivale a castigar la embriaguez de una manera

indirecta e injusta porque en vez de señalar a tal' hecho una

pena en armonía con su naturaleza, se le viene a imponer como

pena la diferencia que existe. con la que merezca el hecho ejecu-
tado por el ebrio no habitual; diferencia que será mayor según
la pena señalada en el hecho ejecutado.

Para el alcoholismo crónico productor de delirio y locura

alcohólica, están conformes todos los autores en que deben apli-
carse las mismas reglas que para la alienación mental.

Francesco Carrara. el gran penalista italiano, merece un pá-
rrafo aparte, pues su doctrina es en éste. como en la mayoría de

los casos, rectora. Unicamente una cosa le sería discutible; Ca-

rrara afirma en su libro 9“
que “mal se pone que la ebriedad sea

en principio viciosa, ya que resulta de una serie de actos cada

uno de los cuales sería inocente". Esto parecería no ser exacto,

pues no puede independizarse cada uno de los actos cuya suce-

sión es causante de un fin y de esa manera llegar hasta la impu-
nidad de los mismos, ya que la concatenación de actos sucesivos

es la causa del resultado y cada uno de aquéllos está ligado a

éste; optar por la opinión de Carrara sería dar rigor jurídico a la

frase vulgar fué la última copa la que le hizo mal. En el caso'la

causa es única, aunque dividida en etapas consecutivas que con-

dicionan un 'solo y conocido fin.

Carrara divide la embriaguez siguiendo una clasificación mé-

dica, que es útil ampliar un poco:

._ a) la alegre'ejerceun impulso sobre la voluntad volviéndola

más precipitada e irreflexiva; puede aminorar la imputabi-
lidad pero nunca cancelarla;
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b) la fun'bunda ejerce su acción sobre el intelecto de tal modo

que priva temporalmente de la facultad de percibir y de

juzgar; equiparada con el delirio puede llegar a cancelar

por completo la imputación;
la letárgica, que asumiendo la forma de coma paraliza las

fuerzas que Carrara llama del ánimo; equiparada al sueño,
ésta también puede eximir de toda responsabilidad,

Concretando: si la embriaguez fué procurada voluntariamen-

te, o por reprobable imprudencia, podrá encontrarse en esto los

elementos de la culpa, pero ello no hará surgir el dolo en la ac-

ción sucesiva “que no estuvo acompañada de una voluntad inte-

ligente”. -

He aquí el más acertado criterio sobre tan complejo tema,
avalado por la lógica jurídica,- la doctrina contemporánea y la

legislación.

e) Legislación extranjera.

VC

1. Muchos de los códigos penales extranjeros nada dicen

de la embriaguez, siguiendo en ello al código francés. Tal ocurre

con los de Bélgica, Noruega, Rusia, Bulgaria, Holanda, Hungría,
Noruega y Suecia; pero en estos países se entiende que la locu-

ción estado de demencia comprende todos los casos de negación
de la razón, y entre ellos el de embriaguez completa.

2. Los códigos de Suiza y Alemania, después de excluir el

caso de la embriaguez adquirida con el fin de delinquir, en el

que no cabe atenuación alguna de responsabilidad, admiten que
la embriaguez completa exime de dolo como caso de inconscien-

cia y lo único que se puede castigar es el hecho mismo de la

embriaguez.

3. Los códigos de Austria, Finlandia, Grecia e Italia consi-

deran la embriaguez, ya como causa de exención, ya como caso

de atenuación, según sea completa o incompleta. Es notable el

código italiano, cuyo articulo 48 prevé todas las figuras que pue-
den darse en--la embriaguez, declarando que la involuntaria y de

tal modo completa que quite la libertad y la conciencia de los

propios actos, excluye la responsabilidad; que cuando media em-

briaguez voluntaria existe siempre responsabilidad, mayor o me-

nor según sea plena o sólo produzca ofuscación de la mente.

4. El derecho norteamericano afirma, a semejanza del in-

glés, que, salvo el caso de embriaguez accidental e involuntaria,
no excusa los delitos el haberlos cometido en estado de ebriedad,
debiendo resolverse únicamente si hubo alteración de la razón

para apreciar cuál ha sido el propósito del delincuente, y por

consiguiente determina qué clase de delito ha cometido: si ho-
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micidio con voluntad de matar, si homicidio por ímpetu instan-

táneo u homicidio premeditado.

5. El código de Brasil exige para justificar al ebrio que no

haya premeditado el delito ni se haya procurado la embriaguez
para animarse a su realización, ni tenga el hábito de delinquir
durante la embriaguez.

II. — SEGUNDA PARTE

a) Alcoholismo

El alcoholismo —denominación creada por Magnus Huss en

1856— es uno de los males que más diezma a la humanidad. El

alcohol posee el “triste privilegio de ser el tóxic’o más común,

que da origen a cuadros de alienación mental, aun en sujetos
con cerebros armónicamente constituidos. siendo capaz en un

momento dado de provocar lesiones cerebrales irreparables que

constituyen el substractum de una demente". m

'

Jiménez_de Asúa, en su libro “El Crixninalista", 2° dice que
el alcoholismo acentúa aquellas tendencias y aptitudes antiso-

ciales y delictivas más o menos peligrosas quc yacen habitual-

mente en los individuos con predisposición constitucional para
el delito.

Edmundo Mezger. en su “Criminología”,
1’" afirma que el

alcoholismo es una de las enfermedades mentales más comunes

en la práctica, condicionada tóaicamente. Este autor hace tam-

bién una clasificación de las psicosis por intoxicación; ella es la

siguiente:

Psicosis por intoxicación

a) embriaguez patológica,
b) estado habitual del bebedor crónico pero débil.

c) embriaguez alcohólica habitual y aguda.

Como ya se dijera, el alcoholismo es el estado a que lleva la

ebriedad, estado que acaba por vencer la normalidad celular y
destruir los elementos nobles del sistema nervioso. provocando
lesiones irreparables en casi todos los órganos.

Los síntomas más salientes son: rostro congestivo, cierto

temblor, delirio, insomnio, alucinaciones, ansiedad, inquietud.
dolores.

Retrotray'éndonos en el tiempo vemos que Séneca caracte-

rizó con suma simpleza el estado alcohólico, intuyendo su carac-

terística esencial al decir nihil aliund esse ebrietatem quam vo-

luntariam insania. 3°
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b) Represión de la embriaguez habitual.

El peligro social que representa el progreso de la embria-
guez ha determinado una nueva orientación en la represión de
la misma y del alcoholismo. La aplicación frecuente de la pena
de cárcel impuesta a los ebrios habituales, en vez de corregir su

viciosa inclinación, sólo logra convertirlos en malhechores y en

todo caso, en vagos forzosos.

Para remediarlo y garantizar la defensa social se ha pro-

puesto la reclusión de los ebrios habituales en asilos especiales.
El Congreso Penitenciario Internacional de 1895 recomendó la

creación de estos asilos, o de pabellones especiales en las casas

de alienados; el Congreso Penitenciario Internacional de Bruse-

las de 1900 acordó crear tales asilos o pabellones para el trata-

miento médico de los internados alcoholizados.

En Bélgica, Le Jeun presentó al Senado en 1897 un pro-

yecto que autorizaba a los tribunales el internamiento en asilos

especiales de ciertos condenados cuando el delito se hubiere co-

metido en estado de ebriaguez o bajo el influjo de alcoholismo

crónico.

Inglaterra cuenta desde 1898 con la ley denominada I nebn’a-

tes act, que dispone el envío a los reformatorios especiales (In-

briate Reformatory), por un espacio de tiempo que puede lle-

gar hasta tres años para los delincuentes ebrios en el momento
de cometer el delito y para los individuos que en el mismo año

hayan sido condenados cuatro veces por ebriedad. También se

aplicó el Licensing System pcr el cual se fiscalizaban los despa-
chos de bebidas a través de la obligación de éstos de obtener

licencias.

La ley noruega de 1900 sobre represión del alcoholismo de-

termina que el gobierno puede colocar al delincuente alcohólico

no en una prisión sino en una casa de trabajo o en un asilo. Se

procura, pues, su curación más que su represión.
El Código italiano dispone que el juez puede decretar que

el ebrio habitual cumpla en un establecimiento especial la pena
de privación de libertad que le haya sido impuesta por delito

cometido durante la embriaguez.
El proyecto de Código Penal austríaco dispone que deter-

minados delincuentes ebrios sean conducidos a casas de aliena-

dos hasta su curación; y los proyectos alemán y suizo 3‘ ordenan

la colocación de estos individuos en asilos especiales para bebe-

dores. Carlos Stoos, autor de los anteproyectos suizos, es quien
inicia la verdadera lucha contra el alcoholismo.

En cuanto a España, sólo se han dictado algunas disposi-

gionesreglamentando la venta de bebidas alcohólicas cn las ta-

ernas.
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La represión del alcoholista es problema dificil y complejo;
se parte del proverbio el que ha bebido bebera’, y lo demuestra
el fracaso de las medidas tomadas en Inglaterra en 1862 y 1872

y de la ley Roussel 33 en Francia. También se utilizó el sistema

prohibicionista que comenzó a aplicarse en el Estado de Maine

y luego por una disposición constitucional se extendió a todos
los Estados Unidos, con los resultados conocidos. Dado que estas
medidas legales no han sido eficaces, se ha tratado'de solucionar
el problema desde el punto de vista social y para ello se crearon

la Temperance Society de Nueva York y la British and foreign
te-mpera-nce society de Londres, instituciones que obtuvieron no-

tables resultados.

En nuestro país, dice Herrera en su “Reforma Penal", el

alcoholismo ha adquirido peligrosa extensión por lo ineficaz de

las medidas tomadas por el gobierno; imponer fuertes graváme-
nes a su producción es una buena forma de conseguir entradas

fiscales pero no de reprimir la ebriedad.

Analizando un poco las estadisticas es cuando realmente se

comprende la verdadera gravitación de este problema en la evo-

lución sociall De enero a julio de 1956 fueron cometidos en la

Capital Federal en estado de ebriedad 30 delitos contra la pro-

piedad, 112 contra las personas, 17 contra la administración y 8

contra la honestidad es decir 167 delitos en seis meses; tam-

bién fueron cometidos en ese mismo año desde enero a julio.
8.853 contravenciones por 9.241 contraventores. Así también su-

cede en Alemania donde, según Kraft-Ebing. el cincuenta por
ciento de delitos se cometen en estado de embriaguez; lo mismo

afirma Mercier respecto 'de Inglaterra.
Es en nuestro medio la principal causa de internación en el

Hospicio de las Mercedes; las estadísticas de 1900 y de 1901 re-

velan que. respectivamente, el 49.11% y 56.50% de los interna-
dos sufren de acciones originadas por .la ingestión alcohólica.

La iniciativa de la lucha antialcohólica en la Argentina se

debe al Dr. Cabred quien en 1900 propuso la enseñanza en las

escuelas de los principios antialcohólicos. pero el Consejo Nacio-
nal de Educación accedió sólo en 1913 a llevar a cabo dicho pro-

pósito. La Cámara de Diputados nombró en el año 1924 una co-

misión destinada a estudiar este problema presidida por el dipu-
tado Cafferata. presentando despacho en el año 1925 sin que
fuera considerado.

Deben tenerse en cuenta los proyectos sobre estado peligro-
so de 1924, 1926 y 1928 y también las disposiciones que tratan

el tópico en los Proyectos de Código Penal de 1937 y 1941. mas

la falta de una ley orgánica que lo reprima de una manera eficaz

ha determinado que el mal crezca en proporción geométrica.
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En nuestro país. donde se encuentra un despacho de bebi-

das en cada cuadra, la manera de prevenir dichos delitos sería

fiscalizándolos, limitándolos y gravándolos con fuertes patentes;
realizando propaganda .antialcohólica y creando ligas de tem-

planza que reciban ayuda del Estado.

c) Proyectos de Códigos Penales

a) 1865: El Proyecto Tejedor disponía que “la acción no

estará sujeta a pena, siempre que el acto haya sido resuelto y
consumado en una perturbación cualquiera de los sentidos o de

la inteligencia, no imputable al agente y durante el cual no ha

tenido conciencia de dicho acto o de su criminalidad" .33 Y su

conclusión es la siguiente: “la embriaguez para justificar debe

ser completa y no imputable al agente dando lugar a la atenua-

ción prudencial de la pena cuando le haya sobrevenido casual-

mente y sin que de su parte haya culpa",

b) 1881: El Proyecto Villegas, Ugarriza y García trataba

esta materia en el título de las culpas y en el de la agravación
legal de las penas; incluye la calificación de beodo habitual y
accidental reconocido culpable pero no criminal; en cuanto al

primero lo introdujo dentro de la calificación de, culpa grave y
al segundo de la leve; también consideró la embriaguez preor-
denada.

Con respecto a la embriaguez voluntaria simple podemos
concluir que la consideraba como una imprudencia y que sólo

por ella debe responder el sujeto.

c) 1887: Es el proyecto de Tejedor con alguna modificación:
una de ellas, en lo que a este trabajo respecta, es la tratada en

el artículo 81 inciso primero: “el que ha cometido el hecho en

estado de locura, sonambulismo, imbecilidad absoluta o beodez

completa e involuntaria, está "exento de pena"; Manuel Obarrio 3'

interpretó que se refería a la embriaguez voluntaria completa
como el producto de una imprudencia, de la ligereza o de la

culpa.
'

d) 1891: El Proyecto presentado por los doctores Norberto

Pinero, Rodolfo Rivarola y José Matienzo, en el título segundo
artículo 59 dice que “está exento de responsabilidad criminal el

que ha resuelto y ejecutado el hecho en estado de embriaguez
completa e involuntaria, sobrevenida sin culpa suya" y pena con

multa al que se encontrare en estado de embriaguez en un lugar
público y al que sirviera bebidas alcohólicas a un niño menor

de catorce años.

e) 1906: La comisión, que fué nombrada por el Poder Eje-
cutivo en 1904, proyectó substituir el inciso primero del art. 81
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por el siguiente texto: “el que ha resuelto y ejecutado el. hecho
en estado de enajenación mental cualquiera, no imputable al

agente". En la nota que enviaron al Poder Ejecutivo decían que

empleaban el término enajenación mental, pues éste en forma

genérica comprendía todas las causas de irresponsabilidad de

origen psíquico. Julio Herrera“ es uno de los que criticaron
esta redacción que incluye a la locura alcohólica como una ena-

jenación mental cualquiera; además, citando a Alimena, dice

que “el ebrio es culpable de haberse puesto en ese estado y ha

podido comprender los peligros que entrañaba". “Su impunidad
despierta alarmas porque el hombre honrado se ve expuesto a

ser víctima del vicioso y de todos los criminales que buscarían

en la bebida un medio de escapar a la pena”.

Moyano Gacitúa dice que el delito cometido por un ebrio es

un delito ea: culpa que tiene origen en su propia negligencia,
agregando que el delito cometido por el ebrio voluntario le es

imputable a título de culpa.

f l 1922: El Código vigente trata el problema en el inciso

primero del artículo 34 y dice “que no es punible el que no haya
podido en el momento del hecho, ya sea por insuficiencia de las

facultades, por alteraciones morbosas de las mismas o por su

estado de inconsciencia, error o ignorancia de hecho no imputa-
ble, comprender la criminalidad del acto o dirigir sus acciones".

Este artículo tuvo como antecedentes el Código Holandés y el

artículo 35 del Código Penal ruso, cuyo texto es el siguiente:
“no es punible el hecho cometido por un individuo que, sea por
insuficiencia de sus facultades mentales. sea por alteraciones

morbosas, de la actividad de su alma, sea en estado de incons-

ciencia, no podía en el momento de la acción comprender la na-

turaleza y el sentido de lo que. hacía o dirigir sus acciones”. 3“

"Como vemos la ebriedad no aparece expresamente mencionada.
nero los antecedentes, la doctrina y la interpretación de los Tri-

bunales incluyen a la ebriedad en el estado de inconsciencia.

d) Doctrina nacional.

La opinión de la doctrina nacional es concordante sobre el

tema.

Juan P. .Ramos 37 hace un comentario acerca de lo expuesto
por la Comisión redactora del Proyecto de 1906 diciendo que
ésta sólo se limitó a eximir de responsabilidad y por lo tanto de

pena al que ha resuelto y ejecutado el hecho en estado de in-

consciencia o enajenación mental no imputable al agente.
Carlos Malagarriga -'"‘ dice “en resumen la embriaguez es

causa de exención cuando es completa e involuntaria, pero pue-
de haber delito culposo"_
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Eusebio Gómez 3° afirma que la “embriaguez puede ser cau-

sa productora de un estado de inconsciencia” y además es “cau-

sa de inimputabilidad cuando es fortuita y cuando es completa
y no voluntaria”; como consecuencia se puede inferir que cuan-

do sea voluntaria simple se puede admitir la culpa.
Octavio González Roura *° dice que “si el ebrio pudo prever

la posibilidad de su ebriedad cargará con sus consecuencias”.

Queda un tanto incompleta esta afirmación, pero parecería de

primera intención que no aceptaría la forma culposa.
Sebastián Soler“ afirma que “la contradicción entre el as-

pecto preventivo y el represivo no puede ocultarse,. . . para re-

solver la cuestión castigando al autor de un delito en estado de

ebriedad voluntaria, como autor de un delito doloso, sobre la

base del peligro que representa otra solución, dada la frecuencia

de hechos de esta naturaleza. La ley positiva no suministra base

alguna para resolver la cuestión en el expresado sentido. Ella

hace una referencia genérica a los estados de inconsciencia y la

ebriedad es sin duda uno de ellos".
"

El mismo Soler sigue diciendo “pero siendo evidente que
la acción voluntaria que coloca al individuo en ese estado es

imputable al sujeto, resulta que para nuestro derecho es perfec-
tamente aplicable la doctrina de Carrara sobre la ebriedad vo-

luntaria, que hace punible el hecho cometido, a título de culpa,
cuando esté previsto bajo esa forma". Se puede decir que ésta es

la doctrina que recoge y resume la orientación que hace al hecho

del ebrio voluntario, responsable pero en forma culposa.

e) Ultimos Proyectos.

1937: Redactado por los doctores Jorge Coll y Eusebio Gó-

mez, establecía que el delito es culposo en los casos especial-
mente determinados por la ley, cuando el resultado deriva de

imprudencia, negligencia, impericia o de la inobservancia de le-

yes, reglamentos, órdenes, deberes o disciplinas, dentro del cual

podría encuadrar este caso particular.
1941: Presentado por el doctor José Peco, incluye en su ar-

tículo 26 las causas de inimputabilidad, diciendo que el autor

será inimputable cuando obre en situación de trastorno mental

sin carácter patológico, cuando no pueda discriminar la natura-

leza ética de sus acciones o inhibir sus impulsos delictivos. Trae

luego una serie de consideraciones sobre reclusión de los alcoho-
listas en virtud de su mayor o menor peligrosidad.
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III. — TERCERA PARTE

a) Jurisprudencia.

La jurisprudencia en este aspecto es profusa y en términos

generales, contradictoria; en los últimos años se puede afirmar

que se está siguiendo la doctrina de la culpa en los casos de
ebriedad completa voluntaria.

Está en contra de esta posición la jurisprudencia que sos-

tiene que “la ingestión voluntaria de bebidas alcohólicas hasta
la embriaguez implica imprudencia pero el hecho cometido en

ese estado no puede ser calificado como culposo. pues el autor

se ha librado a sabiendas de la frenación mental y ética que tiene

en su estado normal y que hace posible su convivencia en la so-

ciedad” 42
y por lo tanto “la situación del ebrio voluntario no en-

cuadra dentro del delito culposo”.
‘3

Pero de acuerdo a lo expuesto y según los fallos más recien-

tes, toda la jurisprudencia tiende a uniformarse derivando hacia
las soluciones que más arriba hemos fundamentado.

b ) Conclusión,

Es preciso que se revea la legislación en nuestro país en lo

que respecta a la ebriedad y el alcoholismo, pues en los últimos

tiempos se ha puesto de manifiesto la ineficacia de la ya existente

con el incremento de los delitos cometidos en estados etílicos

—el caso típico: los accidentes ocurridos en los pasos a nivel—.

Debe el Estado a través de los órganos correspondientes re-

glamentar la actividad de los despachos de bebidas. crear insti-

tuciones que difundan el aspecto educacional del problema. apo-

yar las ligas de templanza, gravar con impuestos a los produc-
tores de bebidas alcohólicas y a sus expendedores y por último

ordenar la legislación para contrapesar las tendencias que se

manifiestan en un medio ambiente propicio al desarrollo de este

terrible mal.
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LA NATURALEZA JURIDICA DE LAS ACCIONES

DE LA SOCIEDAD ANONIMA

MIGUEL PEDRO SASOT

INTRÓDUCCIÓÑ

Para analizar la naturaleza de una institución jurídica es

necesario, antes que nada, determinar el concepto de dicha insti-

tución. Trasladando estas consideraciones al terreno de las ac-

ciones de la Sociedad Anónima pareciera, a primera vista, que
es fácil la determinación. Existe al respecto un concepto popular
uniforme, Pero si nos detenemos un poco, nos encontramos con

que el término “acción”, tiene varias acepciones.
Manifiesta en este sentido el tratadista español Pompeyo

Claret y Martí: “Hoy la palabra acción tiene tres significados:
el primero, la parte alícuota del capital social, o sea cada una de
las fracciones en que se halla dividido el mismo; el segundo, el

derecho que corresponde a esta fracción, o sea el conjunto de

derechos y obligaciones que nacen a los socios del contrato so-

cial; y el tercero, el título representativo de este derecho, por
medio del cual los socios hacen valer sus derechos y los transmi-

ten a los otros”.

Podemos aclarar la idea con algún ejemplo. Según la opi-
nión del autor mencionado, la acción puede referirse:

1°) Al título representativo de un conjunto de derechos

(cuando se habla de acciones robadas o perdidas).
2°) Al conjunto de, derechos representados por el título

(cuando se habla de acciones privilegiadas o de voto plural).
3°) A cada una de las partes en que se divide el capital so-

cial (cuando el Código de Comercio expresa que “el capital de

las Sociedades Anónimas deberá siempre dividirse y represen-
tarse por acciones de igual valor”).

Es evidente que estos tres significados pueden englobarse
en una sola definición, y ello trataremos de hacer al Concluir este

trabajo. Pero para analizar la naturaleza juridica tendremos, ne-

cesariamente, que referirnos a ca'da una de sus tres acepciones.
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l. LA ACCIÓN COMO DOCUMENTO

Encuadre del problema

En la clasificación de los documentos según su función, se

destacan, junto con los probatorios y los constitutivos, los que
la moderna doctrina llama “dispositivos”, y que son aquellos que
no sólo prueban la existencia de una relación jurídica preexis-
tente o constituyen dicha relación jurídica, sino que se hacen

imprescindibles para el ejercicio de los derechos nacidos de esa

relación. En ellos los titulares del derecho substancial represen-
tado no pueden hacerlo valer, ni transmitirlo a otra persona sin

la presentación o la transmisión, según el caso, del correspon-
diente documento.

'

Dentro de esta clase existe un tipo que reviste singular im-

portancia: el título de crédito. Es necesario advertir, antes de

proseguir, que no todos los documentos con función dispositiva
pertenecen a esta categoría. Como bien recuerda Fernández. hay
"títulos impropios" que, a pesar de poder transmitirse por en-

doso, no gozan del carácter de autonomía, que, como se sabe. es

de la esencia de los títulos de crédito.

Pues bien; suponiendo el conocimiento previo de la forma

cómo funciona la acción de la Sociedad Anónima, no creemos

que exista dificultad alguna en incluirla dentro de los títulos de

función dispositiva. Pero lo que no está tan claro, y en eso se

divide la doctrina, es si estamos o no ante un título de crédito.

El problema es sumamente delicado y, como tal, de extra-

ordinaria importancia para la futura orientación de la legisla-
ción sobre Sociedades Anónimas.

La acción como título de crédito

Como señala Fernández: “a Vivante le corresponde el mé-

rito de haber sistematizado el estudio de los títulos de crédito.

demostrando que poseen caracteres comimes que permiten agru-

parlos en una categoria única y establecer los principios gene-
rales que los rigen y que no se afectan por el hecho de que unos

estén concebidos nominativamente y otros a la orden o al por-
tador. Dicho-autor (Vivante) define el título de crédito: El do-

cumento necesario para ejercer el derecho literal y autónomo

enunciado en el mismo".
De la definición de Vivante podemos extraer los caracteres

esenciales del título de crédito: necesidad, literalidad y autono-

mia. Tenemos que agregar, Como consecuencia de los mismos. los

de unilateralidad e indivisibilidad. ya que se desprenden del ca-

rácter de autonomía y necesidad respectivamente. Por ello, para
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determinar si procede la inclusión de la acción entre los titulos

de crédito, se impone analizar si reúne cada uno de los carac-

teres enunciados.

Necesidad

La necesidad de los titulos de crédito consiste en que nadie

puede ser titular del derecho representado si no es poseedor del

documento en el que consta.

Es evidente que la acción reúne este requisito. Todos los

derechos del accionista se ejercitan mediante la presentación del

título. Incluso el de dividendo, se resuelve en la presentación
de una parte de la acción, llamada “cupón”, el que puede trans-

mitirse y negociarse, ya que de por si es un título dispositivo.
Puede ocurrir que una persona deposite sus titulos en un

Banco y ejercite ciertos derechos societarios mediante la presen-
tación de la correspondiente boleta de depósito. No creemos que
en esta hipótesis se esté alterando el carácter de necesidad de

la acción, desde que si bien la tenencia de los títulos es del Ban-

co, la posesión sigue siendo del depositante, dada la distinción

que entre ambos conceptos establece nuestro Código Civil en sus

articulos 2351 y 2352.

Esto hace que ningún autor se oponga a la atribución de

este carácter de necesidad a la acción, pues es de la propia esen-

cia de la Sociedad Anónima el que todos sus actos se realicen de

una forma impersonal, lo que se logra con la mera posesión del

título emitido.

Podemos, pues, concluir afirmando que la acción es un títu-

lo necesario para el ejercicio del derecho que representa.
Literalidad

“El derecho del portador” —dice Fernández- “sólo existo

en los términos que consten en el titulo, y no puede ser restrin-

gido o ampliado por las constancias de otros documentos ni por
las relaciones de derecho extr’acartulares".

Es en esta característica de los títulos de crédito donde se

encuentran los mayores escollos para encuadrar a la acción entre

los mismos.
'

Es necesario recordar, a fin de evitar confusiones, que el

hecho de que los títulos de crédito sean literales no implica que
no puedan remitirse al contrato que les dió nacimiento. El ca-

rácter de “completividad” no es común a todos los titulos. Lo

tiene, por ejemplo, el pagaré, que encierra en su redacción todos

los derechos de que goza su poseedor. Pero no lo tiene la carta

de porte, que debe remitirse al contrato de transporte celebrado

y que ha dado origen a su existencia.
‘

Sin embargo, la acción posee características especialísimas.
Los derechos "incorporados" al titulo son susceptibles de varia-

111



ciones considerables, sin que por ello varíe, en lo más mínimo, el

aspecto exterior del título.

En nuestro Derecho el Código de Comercio sólo exige que se

deje constancia en el título “de la denominación de la sociedad,
y la fecha y lugar de su constitución y publicación", “el monto

del capital social y el número de acciones" (artículo 328, incisos

1° y 2°). Esta circunstancia permite que las sucesivas modifica-
ciones estatutarias que delimitan los derechos del accionista no

tengan que anotarse en las acciones. Y esto pareciera contrariar

abiertamente el principio de la literalidad, lo que ha motivado

distintas apreciaciones por parte de los autores que se han ocu-

pado de la cuestión.

Así, De Gregorio llega a la conclusión de que “se puede atri-

buir a las acciones la naturaleza de título de crédito solamente

cuando se extiendan notablemente los confines de esta catego-
ria; y de todos modos, en la misma categoría, ellas deberían for-

mar una especie con caracteres propios y con una denominación

propia". Por su parte Messineo. si bien considera que se cumple
el requisito de la literalidad en lo que respecta a las acciones, lo

rechaza en lo referente a los cupones desprendidos de las mis-

mas.

Para Gasperoni, “del hecho de que la acción constituya un

título incompleto, es decir, del hecho de que el titular de la

acción deba recurrir a la.lectura de los documentos indicados,
explicita o implícitamente, en la misma acción, para conocer la

entidad y la medida de los derechos y facultades que se derivan

de la condición de socio incorporada al mismo titulo, sólo se po-
drá deducir que en este especial título de crédito la literalidad
queda atenuada en un cierto sentido”.

Entre nosotros, Fernández, al incluir a la acción entre los

títulos "incompletos", manifiesta: “si media contradicción entre

el tenor del título y los reglamentos, estatutos o contratos a que
se refiere, o ambigüedad en los términos de uno y otros. debe

ello resolverse a favor del tercero portador de buena fe".

En realidad, dado el carácter especial de la acción y la di-

versidad de criterios existentes sobre los distintos problemas
relativos a los títulos de crédito, la solución .de este. problema
dependerá del alcance que se le dé a la categoría mencionada.

Personalmente creemos que en la acción hay un derecho in-

corporado que permanece invariable en su esencia, si bien es

susceptible de variaciones en cuanto a su extensión y su ejerci-
cio. Nos referimos a la condición de socio de la Sociedad Anó-

nima_
Como veremos más detenidamente al considerar el derecho

incorporado al título-acción, el único derecho permanente y esen-
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cial del accionista es el de ser considerado como socio de la so-

ciedad. Remitiéndonos a esa parte del presente trabajo podemos
decir, a modo de conclusión, que no creemos que se afecte el

principio de literalidad por el- hecho de que las facultades del

tenedor no se desprendan de la propia letra del título-acción.

El derecho incorporado es la condición de socio. y ésta perma-
nece inalterada, por más que varíen los dividendos, las faculta-

des y los deberes del tenedor.

Autonomía.

Se dice que un título es autónomo cuando cada uno de los

tenedores sucesivos del mismo adquiere un derecho originario y
directo contra el emisor, derecho que es totalmente independien-
te del que tenía su antecesor.-

Es-esto precisamente lo que ocurre con la Sociedad Anóni-

ma. Su propia denominación nos está indicando que nos encon-

tramos ante una sociedad de capitales y no de personas. Cada
uno de los tenedores de la acción adquiere sus derechos contra

la sociedad originariamente, y ésta no puede oponerle las excep-
ciones que pudo oponer al que se las transmitió.

En lo que se refiere a las acciones nominativas, la solución

es la misma, ya que la inscripción que se exige para que se pro-
duzca la transmisión de los derechos es a los efectos de que la

sociedad con0zca al tenedor actual. Por esta sola circunstancia

nopodemos convertir la transmisión en cesión de dereohos, ni

tratar de ver en la inscripción exigida una forma de notificación

al deudor cedido.

El que la acción sea autónoma es muy raramente discutido

por los comercialistas. Se puede decir que es precisamente en

ese carácter de autonomía que se ha basado la extraordinaria

expansión de la Sociedad Anónima, ya que ha permitido dar ra-

pidez, seguridad y liquidez a las inversiones mobiliarias. A nadie

le importa quién ha sido el anterior dueño de la acción, porque
tiene la certeza de que esa circunstancia en nada influirá en su

situación.

Es asimismo este carácter el que permite la existencia de

los Mercados de Valores, en los que nadie conoce a quién compra
ni a quién vende, ya que las operaciones se realizan por inter-

mediarios extraños a la negociación. Exactamente lo contrario

de lo que ocurre en las cesiones de crédito. donde el cesionario
se cuidará muy bien de averiguar la solvencia" de su cedente.

ynilatemlidad
Uno de los caracteres más interesantes de los títulos de cré-

dito consiste en su unilateralidad. El titular de uno de esos títu-
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los no tiene obligaciones que correspondan a sus derechos. Po-

demos ver esto claramente al comprobar que mediante el aban-

dono de su título, su responsabilidad desaparece,
Hay algunos casos en que pareciera .que existen obligacio-

nes. Por ejemplo, en los warrants, hay que retribuír al deposi-
tario por los perjuicios que le pudiera haber causado la merca-

dería depositada. Pero éstas no son “obligaciones personales"
sino cargas que debe resarcir el interesado si quiere retirar la

mercadería.

A primera vista, con la acción no habría ninguna dificultad.

El tenedor de la acción no podría ser compelido a la realización

de ninguna prestación, pudiendo eludir toda responsabilidad me-

diante el abandono o transferencia del título.
Sin embargo existe una hipótesis que presenta sus dudas.

Cuando se integra el capital inicial de una Sociedad Anóni-

ma, toda vez que no se haya abonado en su totalidad el precio
de la acción, el tenedor de la misma se convierte en deudor por
el saldo correspondiente.

En nuestro derecho, la situación está especialmente con-

templada en los artículos 326, 327, 332 y 333 del Código de Co-

mercio. Del juego de dichas disposiciones surge el siguiente sis-

tema: Las acciones cuyo valor aún no haya sido integrado debe-

rán emitirse en forma nominativa. Cuando se transmite la ac-

ción, aquél que la adquiere adeuda a la sociedad la suma fal-

tante, quedando el que la transfirió constituido en garantía.
Caso d’e no abonar, la acción puede ser rematada para que la

sociedad complete su cobro.

Aunque la situación no es muy clara, podemos decir que no

pierde la acción su carácter de unilateralidad en este caso. Dado

el carácter nominativo que adopta el título, el adquirente ha deL

'bido necesariamente saber que faltaba integrar una suma, y es

precisamente en ese conocimiento que se basa la obligación per-
sonal que contrae. Es decir. no debe porque sea' tenedor de la

acción, sino porque ha aceptado tácitamente la deuda para con

la sociedad. Más aún, la acción misma no pierde su carácter de

título de crédito, porque el que la adquiere en el remate estable-

cido en el artículo 333 del Código de Comercio, goza de un dere-

cho autónomo y sin obligaciones correspondientes.
Para concluir este punto cabría recordar que algunas legis-

laciones admiten la posibilidad de dividendos "negativos" cuan-

do el ejercicio social arroja déficit. Creemos que si el accionista

responde únicamente en la medida de la acción, seguimos estan-

_do ante un título de crédito. Pero si la responsabilidad se hace

extensiva a los otros bienes. la acción pierde 'ese carácter, ya

que ha variado la esencia misma de la Sociedad Anónima. que
estriba en la responsabilidad limitada al aporte.
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Concluímos, pues, que la acción reúne el requisito de unila-

teralidad, y que, por lo tanto, todas las cargas que pesan sobre

el tenedor desaparecerán si éste hace abandono de la acción.

Indivisibilidad

El derecho acordado en un título de crédito no puede divi-

dirse en su ejercicio. Se admite, sí, la copropiedad del título, pero
esa copropiedad no puede llevarse al plano de la utilización del

documento, permitiendo el ejercicio parcial de los derechos que
el mismo acuerda

'

La acción reúne este requisito. Lo establece en forma ex-

presa el Código de Comercio en su artículo 331: “Cuando dife-

rentes individuos fueran copropietarios de la acción, la sociedad

no está obligada a reconocerlos si no eligieran uno solo que los

represente en el ejercicio de sus derechos y cumplimiento de sus

obligaciones para con ella".

Hay, sin embargo, un aspecto que debe tenerse presente.
Existe la costumbre generalizada de emitir títulos que represen-
ten más de una cuota social. Este problema Suele ser contem-

plado por los estatutos que autorizan el canje de los títulos por
otros de menor valor. La situación se resuelve así : mientras el

título representativo no se canjee, es indivisible en su ejercicio.
Desde el momento en que se canjea, hay varios titulos nuevos.

cada uno de los cuales es indivisible.

Conclusión

De todo lo expuesto a través del análisis realizado podemos
concluir que, en nuestro concepto, la acción es un título de cré-
dito. Tal es también la opinión predominante en la doctrina, con

contadas excepciones en la actualidad (De Gregorio entre ellas).

II. LA ACCIÓN como DERECHO

Encuadre del problema

Superado, el primer aspecto del presente trabajo, y habiendo

quedado establecido que la acción es un título de crédito, corres-

ponde ahora que nos ocupemos del segundo significado del tér-

mino acción.
I

Nos encontramos frente al conjunto de facultades que la

acción acuerda a su tenedor, y tratamos de determinar cuáles son

esas facultades, cómo podemos englobarlas'; en una palabra,.cuál
es el derecho .que Se encuentra incorporado al título.

Veamos las diferentes soluciones.
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La acción como derecho real

Esta posición, hoy superada ampliamente. creía ver en la

acción un derecho rea‘l sobre una parte alícuota del capital de la

Sociedad Anónima. Según la terminología de sus sostenedores,
se trataría de la propiedad de “una parte intelectual” y no ma-

terial

Encontramos algunas reminiscencias de esta posición en

algunos autores modernos tales como el español Hinojosa. que
define la acción como “porción determinada ’v transferible del

capital social, que da derecho a una parte proporcional. aunque
incierta de las ganancias, y limita la responsabilidad en las pér-
didas al solo valor que expresan". -

Aunque este autor hace referencia a los derechos al dividen-

do, no hay duda que la nota fundamental de su definición estriba

en la “porción de capital”, de la que es propietario el socio.

Por su parte, Álvarez del Manzano define a la acción: “Una

parte alícuota, intelectual e indivisible del haber y debe de una

sociedad, representada por un título, generalmente transmisible

y negociable por la libre voluntad de su tenedor legítimo". . .

Esta posición se encuentra completamente desechada por
los autores más modernos. Al decir que el accionista es propie-
tario de una parte del capital social, se está olvidando que los

bienes son propiedad de la sociedad, persona juridica con capa-
cidad para adquirirlos, y que por ello es imposible que el accio-

nista sea propietario al mismo tiempo. Recordemos que, según

legisiación uniforme, “dos personas no pueden tener cada una

en el todo la propiedad de una cosa".

El accionista no tiene ningún derecho sobre el capital so-

cial. Cuando se disuelve la sociedad, o ejercita el derecho de re-

ceso, sólo tiene un derecho personal contra la sociedad, que ejer-
ce a título de acreedor y no de copropietario. .

Por todo lo expuesto creemos se puede desechar esta pri-
mera teoría, que considera a la acción-derecho como derecho real.

La acción como derecho personal

Esta posición, algo más compartida, sostiene que la acción

confiere derechos contra la sociedad, derechos que se ejemplari-
zan en el dividendo. De esta manera el derecho que la acción

confiere al tenedor sería un derecho creditorio.
Dentro de esta línea de pensamiento podemos citar a Fis-

cher, para quien la acción es “el derecho del socio contra la so-

ciedad, encaminado principalmente al reparto de los beneficios".

Por su parte, Gay de Montellá considera que la acción no es

sino un derecho al dividendo, complementado con otro derecho,
condicional, también de crédito, sobre la cuota. de liquidación.
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Creemos que quienes se colocan dentro de esta teoria se

contradicen cuando al enumerar los derechos del accionista de-

ben necesariamente incluir multitud de facultades que no son

propiamente derechos creditorios. Así, por ejemplo, el voto en

las asambleas, el derecho de receso, etc. La confusión estriba en

pretender encuadrar dentro de un solo tipo de derechos todas

las facultades que concede el título-acción. Y ello se debe funda-

mentalmente a que los autores son reacios a “incorporar” a los

títulos de créditos otros derechos que no sean los reales o los

crediticias.

A este respecto es concluyente la opinión del tratadista Gas-

neroni: “Es oportuno observar que cuando la dogmática jurídica
de los títulos de crédito era menos perfecta, se afirmaba que el

título de crédito era -un documento que llevaba incorporado un

derecho de crédito, y para reconocer a la acción la naturaleza del

título de crédito, se añadía que la acción representaba un dere-

cho de crédito propio y verdadero, aún cuando eventual, es de-

cir, no determinado de manera específica en su existencia, en sus

modalidades y en. su vencimiento. Hoy es innecesario tal esfuer-

zo lógico porque se reconoce que si la mayor parte de los títulos

de crédito se refieren a derechos de crédito, otros se refieren a

relaciones de otra especie, precisamente porque es característica

común a todos. los títulos de crédito la de atestig'uar siempre y
solamente una situación jurídica frente a uno o más sujetos de-

terminados. . .”

La acción como “status socii”

A diferencia d'e los demás contratos, el de sociedad, en cual-
quiera de sus diversas formas, no sólo es una relación de coordi-

nación entre los diversos socios, sino al mismo tiempo es un con-

trato que “organiza” un nuevoente
A] respecto son interesantes los estudios de la doctrina ale-

mana, entre los que se destaca el pensamiento de Wieland. Se-

gún esta corriente, el' contrato de sociedad regula el alcance de

los derechos y obligaciones de los socios, pero al mismo tiempo
regula las funciones y crea los órganos de la nueva personalidad
jurídica. Se distingue, en lo que se refiere al socio, entre los de-

rechos “patrimoniales” (eigennützliche Rechte) y los derechos

“de administración" (Gemeinnützliche Rechte). Los primeros
acuerdan derechos en el exclusivo interés del socio. Los segun-
dos, en el, interés del socio y de la sociedad.)

De todo lo cual se deduce la imposibilidad de abarcar en un

solo tipo de derechos ambas categorías. No sólo existen dere-
chos creditorios para el' socio, sinotambién facultades de admi-
nistración.

'
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Junto con esta distinción que remarcamos surge inmediata-

mente, el otro elemento que consideramos imprescindible para

seguir adelante con nuestra exposición, Al analizar, a la luz de
los párrafos anteriores, los estatutos de una Sociedad Anónima

percibimos la gran semejanza que presentan con ‘la Constitución

de un Estado. Tanto en unos como en otra se establecen en una

primera parte los derechos de los socios y de los ciudadanos.
En una segunda parte se organizan los “poderes” u órganos de

gobierno de la Sociedad y del Estado. Por ello se ha podido ha-

blar con justeza de la “constitución democrática u oligárquica
de la Sociedad Anónima". Podemos entonces, y sin profundizar
demasiado este aspecto, buscar en ese paralelismo alguna luz

para nuestro problema.
Y la primera idea que recogemos es la que al respecto expre-

sa Gasperoni: “Así como el ciudadano no es tal por tener deter-

minados derechos y deberes. sino que tiene estos derechos y de-

beres porque es ciudadano, así el socio no es tal en cuanto puede
alegar un complejo de derechos frente a la sociedad, sino por el

contrario: disfruta de una serie de derechos frente a la sociedad
en cuanto es socio".

Sin advertirlo hemos dado vuelta el problfina. y con ello

hemos hallado la solución. No necesitamos sintetizar los dere-

chos del accionista, puesto que al remitimos a la causa de los

mismos encontramos la síntesis: la condición de socio de la so-

ciedad.
'

En efecto, los derechos del accionista no surgen de la letra

del título. Algo d'e ello hemos dicho al analizar la “literalidad”

de la acción Es que en' el título sólo aparece "incorporada" la

condición de socio, y es de ella. y no del título, que se despren-
den los derechos del accionista.

Lo que interesa es observar que así como la condición de

ciudadano es la fuente de donde nacen los derechos de sufragio
activo y pasivo, seguridad. derecho de peticionar, etc., de la con-

dición de socio de la Sociedad Anónima nacen los derechos enu-

merados en los estatutos.

Es decir, que no son los derechos los que caracterizan la con-

dición de socio, sino que es precisamente esta condición la que
trae aparejados los derechos y facultades.

_

“El derecho de acción” —dice Garrigues- “es un derecho

núcleo. que se descompone luego en un haz de derechos subjeti-
vos, de naturaleza personal y patrimonial; es más que un dere-

.cho personal o un derecho real. una cualidad: la de socio, cuali-

dad que resulta indivisible. aunque el valor dc la acción pueda
dividirse entre otras personas. Es una posición juridica que no

es ni copropiedad, ni tampoco derecho de crédito; una relación
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que desde el punto de vista del socio con la sociedad debe ser

considerada por la causa más que por los efectos; un derecho

abstracto, .que se ramifica en una serie de derechos concretos".

Nos encontramos entonces frente a un “derecho corporati-
vo", según la expresión de Eloy Sánchez Torres, derecho que
siendo abstracto en sí. es concreto en sus consecuencias y de

índole “condicional”, ya que la medida de las consecuencias de-

penderá de lo que la ley o los estatutos determinen en el mo-

mento de ejercitar la condición de socio.

Los alemanes expresan esta idea con la palabra “mitglied-
chafstrecht”, que significa “derecho inherente a la calidad de

socio".

Lo que mejor caracteriza a estos derechos-núcleo es la posi-
bilidad de variación en su cantenido concreto, sin que se modi-

fique la esencia de los'mismos, es decir, que los derechos con-

cretos pueden circular y variar dentro del derecho abstracto, o sea

dentro de la condición de socio.

Y es por esta m'ovilidad y variedad de derechos incluídos en

el derecho “núcleo” que creemos más conveniente emplear la

expresión “status socii". que la otra “condición de socio”, ya que
la condición indica estabilidad, mientras que el estado. en la

acepción romana trasladada al derecho moderno, es elástico y
permite la variabilidad de su contenido.

El estado de socio y el título de crédito

Creemos haber explicado cuál es el derecho que confiere la

posesión de la acción. Ahora cabría indagar si es posible la in-

corporación de una condición abstracta como el “status socii" al

título-acción.

Estimamos que los problemas que plantea esta incorporación
son más bien de terminología que de la esencia de los títulos de

crédito. Ocurre que se ha generalizado la expresión “títulos de

crédito”, y por ello los autores no se explican cómo se puede
incorporar .un “estado”, que evidentemente no es un derechOI

creditorio, a un documento.

Si, en cambio” se empleara .el término “título-valor", como

parece irse imponiendo en la moderna doctrina española. no ha-

bría ningún inconveniente de incorporar cualquier situación ju-
rídica, cualquier derecho, por especial que sea, a un documento,
para darle movilidad. Hasta los derechos realesvsobre inmuebles

podrían ser incorporados a un título con las mismas caracterís-

ticas del título de crédito, cosa que casi ocurre en la actualidad
en Australia con el sistema Torrens.

Por ello los que se oponen a la posibilidad de incorporar un

“status socii" a un título de crédito están cerrando los ojos a la
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evolución del Derecho Comercial, que tiende a despersonalizar
las relaciones jurídicas, a darles rapidez y movilidad, aumentan-
do así, día a día, la familia ya numerosa de los títulos de crédito.

Pues bien, dado que la Sociedad Anónima es una sociedad
de capitales y no de personas, no hay inconveniente, a nuestra

forma de ver, de incorporar el estado de socio a-..un título, ya

que el tenedor de la acción es por ese solo motivo socio de la So-
ciedad Anónima, tiene derechos y facultades de administración
derivados de su condición. y esa condición de socio deriva, a su

vez, de la posesión del título.

¿Por qué entonces no aceptar que el título-acción incorpora
el derecho núcleo, comprensivo de todos los demás, al que hemos

llamado “status socii"?
7_

Actualmente la mayor parte de la doctrina se ha acercado
de una forma u otra a esta posición. si bien son escasos los auto-

res que llevan el desarrollo al punto que sería de desear.

Pic. por ejemplo. considera que en el título se “naturaliza

el derecho de asociado". Mossa, por su parte, afirma que en la

acción se menciona “el derecho social entero v no un mero de-

recho social". Gasperoni sostiene que la acción es “un título de

participación" y acredita la “condición de socio".

Podemos dar por concluído el desarrollo de este punto. pre-
vio análisis de un último problema vinculado con la relación del

derecho incorporado (status socii) y el título de crédito.

El problema puede plantearse en los siguientes términos: el

derecho incorporado ¿preexiste a la acción o nace do. la misma?

Ello nos conduce a esbozar una- explicación previa. La moderna

doctrina del título de crédito distingue entre los que incorporan
una declaración de realidad y los que incorporan una declara-

ción de voluntad.

En un pagaré. por eiemplo, la relación jurídica incorporada
no reconoce más antecedente que la propia declaración del emi-

sor del título. En cambio. en un recibo de depósito. no sólo se

incorpora la obligación de devolver según la legislación sobre

warrants, sino que al mismo tiempo se atestiguan derechos rea-

les preexistentes (propiedad. posesión, prenda. . .l.

En base. a esta distinción podemos afirmar que la preexis-
tencia a que nos referimos al esbozar la cuestión no es una pre-
existencia temporal sino lógica.

No nos interesa cuándo comienza el “status socii"_sino ave-

riguar si él nace de la creación del título, o es anteribr al mismo.

Al respecto es concluyente Gasperoni: “La declaración con-

tenida en la acción es de naturaleza completamente especial; las

investigaciones desarrolladas antes sobre la redacción de este

documento nos ha permitido comprobar cómo este documento
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atestigua la existencia de un estado, el estado de socio, es decir,
aquella compleja situación jurídica que la relación social crea

entre la sociedad y el individuo que forma parte de ella. Por

tanto, en cuanto la declaración hecha por' la sociedad emisora

está dirigida a atestiguar, a certificar la condición desocio, cons-

tituye una declaración de realidad y no de voluntad".

Personalmente creemos que la emisión del título está lógica-
mente condicionada por la situación de socio, situación que, a su

vez, se adquieremediante un contrato bilateral por el cual el

futuro accionista integra una cuota del capital social y la socie-

dad le otorga la investidura del socio. Pero esto sólo es así cuan-

do se emite el título. Desde allí en adelante el título-acción y el

“status socii” van tan íntimamente unidos que en la tradición

del primero se transporta el segundo.
Dejamos para'las conclusiones ¡del presente trabajo la am-

pliación de esta idea, pudiendo con lo expuesto dar por termi-

nado el segundo aspecto de la acción, de cuyo análisis surge, a

modo de resumen, que el derecho incorporado a la acción es un

derecho "núcleo". abstracto, comprensivo de multitud de dere-

chos concretos y al que hemos calificado como “estado de socio".

III_ LA ACCIÓN comoranrs DEL CAPITAL SOCIAL

Planteamiento

Analizados en los capítulos anteriores los problemas que

presenta la acción como título de crédito y como derecho incor-

porado, nos queda por analizar la naturaleza jurídica de la ac-

ción como parte integrante del capital social.

Este problema puede ser en su desarrollo, excesivamente

largo o exceSivamente breve. Vamos a considerar este plantea-
miento.

Si queremos buscar únicamente en la naturaleza jurídica
de la acción-cuota una manera de diferenciarla de la cuota social

de las otras sociedades, es suficiente esbozar las diferentes solu-

ciones prop‘uestas y ana'lizarlas hasta encontrar la más apro-

piada. Pero si- queremos entrar a analizar la cuota "social como

relación jurídica fundamental de la que ha nacido el “status
socii” y' la creación de la acción-título, el problema pasa auto-

máticamente a englobar todo lo dicho en los capítulos anteriores.

Es que en este último sentido el aporte hecho por el accio-'
nista es la causa determinante que transforma al integrante en

socio, y alsmismo tiempo da lugar a la emisión de un título que
acredita e incorpora ese derecho de socio.
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Pero inmediatamente chocamos con la existencia de accio-
nes de goce, de fundador, sin valor nominal, etc., y nos encon-

tramos con que no podemos abarcar en una teoría única la
naturaleza jurídica de este tercer aspecto de la acción.

A nuestra forma de ver, la cuestión puede Comprenderse y
solucionarse si no se busca la naturaleza jurídica, sino la fun-
ción de la acción-cuota. Y en este camino quizás podamos sacar

alguna conclusión.

La acción como cuota-parte es una medida que indica el

aporte del socio a la sociedad. Estamos hablando de la acción

común. que corresponde a un aporte efectivo a la sociedad,
aporte que es la consecuencia de un contrato por el cual el apor-
tante, a cambio de su dinero. recibe la investidura de socio, cum-

pliendo así ambas partes con sus respectivas obligaciones, de
donde se deduce que el problema planteado por la acción como

porción de capital social no cuadra dentro del estudio de la na-

turaleza jurídica de la acción.

A través de todo lo expuesto anteriormente hemos podido
afirmar que la acción es un título de crédito que incorpora un

estado de socio.

De la clásica trilogía que encontramos en los títulos de cré-

dito tenemos dos elementos: el título y el derecho incorporado.
Falta la relación jurídica fundamental, ya que estamos ante un

título causal. Y entonces sí, la acción-cuota toma su parte den-

tro de esa relación jurídica fundamental como contraprestación
correspondiente a la investidura de socio. con lo que el contrato

de suscripción de acciones. en último extremo, puede describirse

por las prestaciones que debe cumplir cada parte. Una debe in-

tegrar la suma convenida (cuota); la otra concede mediante esa

prestación la calidad de socio.

De ello se desprende que podríamos referirnos a la natura-

leza iurídica del contrato de suscripción. pero no a la de la cuota,

por lo menos dentro de la sistemática del presente trabajo.
Una vez que se ha otorgado la condición de socio y se ha;

emitido el título que incorpora dicha condición. la cuota pasa a

constituir la medida de ese “status socii" y por lo tanto, puede
incluirse dentro del planteamiento realizado en el capítulo ante-

rior. Queremos decir con esto que la acción como parte del ca-

nital no tiene una naturaleza jurídica especial, sino que sigue
la del contrato o la del derecho incorporado, según las situa-

P101188.

En resumen puede afirmarse:

l) Antes de la emisión de los títulos, la cuota social es la

contraprestación de un contrato bilateral. por el cual el inte-
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grante de un capital aportando una sumade dinero recibe la

investidura de socio.
'

2) Después de la emisión, la cuota social se convierte en la

medida de ese derecho societario, a semejanza de lo que ocurre

en la generalidad de las otras sociedades.

3) En ningún momento el socio mantiene la propiedad o

derechos exclusivos sobre la porción de capital correspondiente
a su cuota. Esta es sólo la medida. repetimos, de los derechos

que sobre la marcha de la sociedad pudieran eventualmente co-

rresponder a los socios de la misma. Esta conclusión puede verse

fácilmente reflejada en el campo económico, donde la acción no

vale exclusivamente por su valor integrado, ni por la porción que

representa dentro de los bienes de la empresa, sino también por
la capitalización de los beneficios que distribuye la sociedad.

Conclusión

Creemos que queda aclarado el-problema de cuál es la fun-

ción de la acción como cuota o fracción del capital. En el devenir

de la sociedad adquiere sucesivamente la función de prestación
y de medida. Una vez que se convirtió en medida del derecho

cartular se desvincula totalmente del contrato en el que ocupó
el lugar de prestación, y ello permite superar este punto sin más

consideraciones.

IV. LA NATURALEZA JURÍDICA DE LA ACCIÓN

Con las conclusiones parciales que hemos concretado en el

análisis de los diferentes aspectos de la acción contamos con ele-

mentos suficientes para determinar un concepto jurídico de la.

misma estructurado sobre la naturaleza jurídica de cada uno de

sus aspectos.
Sabemos por el desarrollo realizado que la acción pertenece

a la familia de los títulos de crédito. Es decir que la acción es

“el documento necesario para ejercer el derecho literal y autó-

nomo enunciado en el .mismo”, según la universalmente acepta-
da definición de Vivante.

Tomando como base esta conclusión, que corresponde al

concepto más difundido de la acción, trataremos de integrarla en

sus elementos distintivos esbozados en el cursode este trabajo.
Creemos haber demostrado que el derecho que se incorpo-

ra, o mejor dicho, la situación jurídica que se incorpora al título-
acción es el estado de socio, del que surgen todos los derechos

y facultades propias del accionista.
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Ese estado de socio se encuentra determinado en cuanto a

la entidad y magnitud en su ejercicio por el valor enunciado en

el título. Y aquí encontramos al fin el verdadero sentido de la
“literalidad” aplicado a la acción.

Efectivamente, los derechos del socio sólo existen en la me-

dida indicada en la acción, no porque ellos resulten de la letra
de la misma, sino porque la indicación del valor establecido en

el título determina en qué medida se goza del carácter de socio.
Por eso en la materia que nos ocupa adquiere un sentido parti-
cularísimo la máxima que expresa que “la literalidad es la me-

dida del derecho cartular". Hemos dicho en su momento. recor-

dando a R. Fernández. que el derecho del portador de un título

de crédito sólo existe en los términos que consten en el título y
no puede ser restringido ni ampliado por las constancias de

otros documentos ni por las relaciones de derecho extracartula-

res. Y vimos entonces que era alrededor de esta característica

de los títulos de crédito que surgían las mayores dificultades

para la inclusión de la acción entre ellos.

Con los elementos que obran en nuestro poder podemos
ahora afirmar que la acción es un título literal, desde que incor-

pora un estado de socio en la medida indicada en el título-acción.

Los derechos que el título confiere, en cuanto incorpora dicho

estado, son sólo consecuencias de la calidad social y, por lo tan-

to, susceptibles de variar en el devenir de la Sociedad Anónima:

pero el “derecho núcleo" del tenedor, es decir, el “status socii"

incorporado al título, permanece invariable. por más modifica-

ciones estatutarias que se realicen.
'

Contamos entonces con otro elemento para integrar la defi-

nición que buscamos, ya que podemos concretar que en la acción

de la Sociedad Anónima la literalidad está determinada por la

“medida del estado de socio".

La acción posee asimismo. como creemos haber demostrado

en su oportunidad, el carácter de autonomía propio de todo títu-

lo de crédito. Simplemente recordemos ahora que este carácter

es el medio distintivo más eficiente para distinguir la acción de

la- Sociedad Anónima de las restantes participaciones sociales

En este sentido. y desde que nuestra legislación permite la are—

presentación de las cuotas en la Sociedad de Responsabilidad
Limitada por títulos. digamos que esos títulos no son autónomos,

y que por ello su actual poseedor puede ver desconocidos sus

derechos como socio por circunstancias relativas a los anteriores

tenedores del título.

La autonomía es. pues. otro de los elementos distintivos de

-la acción, y por lo tan-to debe figurar en la definición que bus-

camos.
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Agreguemos a lo dicho hasta el momento que e! estado de

socio se “incorpora” al título desde el momento en que se emite

la acción, no pudiendo en adelante dividirse el uno de la otra.

Por lo mismo debemos hacer figurar esa “incorporación” en la

definición que demos.

Estamos ya en condiciones de buscar un concepto lógico-
jurídico de la acción estructurado sobre la base de la definición

de Vivante, que aúne al mismo tiempo lo esencial de la institu-

ción con lo descriptivo de su manera de manifestarse,
Concebimos, pues, a la acción como el. titulo que incorpora

un estado autónomo de socio de una Sociedad Anónima, necesa-

rio para gozar de ese estado, en la medida indicada por el mismo

titulo.

Con esta definición damos por concluido el presente traba-

jo, no sin antes aclarar que sobre el tema es necesario profundi-
zar mucho más de lo que se ha hecho en estas pocas líneas,
sobre todo en nuestra doctrina, muy escasa hasta el presente, de

estudios sobre la naturaleza jurídica de las acciones de la So-

ciedad Anónima.
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ESCRITOS JUDICIALES





SENTENCIAS Y RECURSOS EN EL PROCEDIMIENTO

ORDINARIO DE LA CAPITAL

MARIO E. CALATAYUD

"Las formas son la garantía establecida a fin de impedir
el capricho y la mala fe de los litigantes, la arbitrariedad
de los magistrados y el medio de obtener una sentencia

justa”.
TOMÁS JOFRÉ

Con criterio eminentemente práctico examinaremos las dife-

rencias que se observan entre una “sentencia definitiva" y los

demás pronunciamientos que se dictan en los juicios, durante su

tramitación en primera instancia, así como los distintos recursos

de que puede valerse el litigante disconforme con la decisión ju-
dicial. -

“La sentencia en general, es la resolución del juez que, aco-

giendo o rechazando la demanda del actor, afirma la existencia

o inexistencia de una voluntad concreta de ley que le garantiza
un bien, o lo que es igual, respectivamente, la inexistencia o exis-

tencia de una voluntad de ley que le garantice un bien al de-

mandado” (Chiovenda, Instituciones, t. 1, pág. 174). Según Roc-

co, “es el acto por el cual el Estado, por medio del poder judi-
cial, aplica la ley, declarando la protección que la misma acuerda

a un determinado derecho” (La sentenza civile, pág. 32). Etimo-

lógicamente deriva de la palabra latina “sentiendo”, el juez de-

clara lo que siente de acuerdo con la ley y lo que resulta de las

pruebas.
El resto de las providencias que se dictan durante la sustan-

ciación de la causa, son clasificadas por la doctrina en dos cla-

ses: a) autos, o decretos de mero trámite, o providencias interlo-

cutorias simples; 1
y b) resoluciones o sentencias interlocutorias

que causan gravamen irreparable o deciden artículo. Las segun-
das encuadran d'entro de la calificación común de “incidentes”,
y se diStinguen de las primeras no sólo por su forma, sino por su

1 Interlocuforio, de interlocutor, del latin “interlocutum”, supino (le

“interloqui”, dirigir preguntas, interrumpir.
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importancia dentro del proceso, Un auto de mero trámite puede
incluso ser revocado de oficio por el propio juez, no así una reso-

lución interlocutoria.

La última etapa a cumplir para que el expediente quede en

estado de dictar sentencia es la agregación de los alegatos, ‘-'
y a

continuación se dicta la providencia de “autos para dictar sen-

tencia", salvo que intervenga algún representante del Ministerio

Público, en cuyo caso se le dará intervención previa.

A) Providencias de mero trámite

Buenos Aires, Octubre . . . . de 1958.

Agréguese la documentación acompañada, y expidase el tes-

timonio pedido. -

Firma del Secretario‘3

Aunque se trate de un asunto contencioso, este auto se da

sin oir a la otra parte, pero ésta puede pedir que “se deje sin

efecto lo dispuesto por el secretario" dentro del término de tres

días.4 Podría fundarse, por ejemplo, en que la prueba instru-

mental se presenta fuera de la oportunidad que señala el art. 12

de la ley 14.237.

Buenos Aires, Octubre . . . . de 1958.

Librese cheque a la orden de D. . . . . . .. . _

.. . . . . . . .. nor

la suma de S- . . . . . . . en concepto de haber hereditario.

Firma del Juez 5

Es recurrible por vía de reposición ante el mismo Juez den-

tro de tercero día, con o sin apelación en subsidio ante el Supe-
rior. De no deducirse esta última la resolución que recaiga hará

ejecutoria.“ Ello no obsta a que se apele directamente si el auto

'-' El art. 213 del Cód. de Proced. establece que vencido el término
probatorio el actuario deberá informar al juez, y éste, “sin neceSIdad.

de gestión alguna de los interesados", mandará agregar las pruebas y

poner los autos en la oficina. Generalmente y debido al exceso de 1ra-

bajo que pesa sobre las secretarias. no se cumple con este trámite de

oficio, al igual que el posterior de agregación de los alegatos (art. 214),
por lo que son los litigantes quienes recaban, verbalmente o por escrito,
el cumplimiento de estos actos.

3 Art. 20, ley 14.237. disposición que vino a variar fundamentalmente

la función del secretario, que era la de simple fedatario (art. 29 Cód.
Proced. derogado).

4 Ley 14.237, art. 20 “in fine".
5 Escapa a la facultad del secretario ordenar extracciones de fondos

(art. 2.0 cit.).
°

“ Arts. 223. 224 _v 225 Cód. Proced.
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recurrido reúne las Condiciones de ley (art. 226 Cód. Proced.).
Podría atacar la providencia, por ej., otro heredero a quien la

extracción ordenada lesionara sus derechos, o un profesional que
interviniera en el juicio por no haber sido citado a los fines del

art. 38 del Arancel de Abogados y Procuradores, etc.

El pronunciamiento que se dicte a raíz de la revocatoria ya
viene a ser del tipo que veremos a continuación, necesariamente

fundado bajo pena de nulidad (art. 63 Cód. cit.), exigencia que
no rige para los autos de mero trámite.

B) Sentencias o providencias interlocutorias, que deciden

articulo o causan gravamen irreparable.

Buenos Aires, Octubre . . . . de 1958.

Y VISTOSi 7, Y CONSIDERANDO:

Que el Dr. . . . . . . . . . patrocinó a los herederos en el escrito
inicial de este juicio sucesorio.

Que en tal carácter tiene derecho al cobro de honorarios, no

resultando de autos que hubiesen sido pagados.
Que de retirarse los fondos quedaría como único bien suce-

sorio el inmueble de la calle . . . . . . . . . valuado a fs. . . . . en la

suma de S . . . . . . . .. el cual no alcanza “prima facie” a garan-
tizar el crédito del profesional oponente, máxime ante la exis-

tencia de otros gastos de justicia. De ahí que carezca de rele-

vancia el argumento que formula el heredero para insistir en

su petición.
Por ello y lo prescripto en el art. 38 del Arancel de Aboga-

rlos y Procuradores, RESUELVO: Hacer lugar a la oposición y

dejar sin efecto la orden de cheque de fs. . . . . .
., con costas al

vencido (art. 52 ley 14.237). Notifíquese.-
Firma del Juez

Buenos Aires, Octubre . .. de 1958.

Y VISTOS: la negligencia acusada a fs. . . .. y contestada
a fs. y CONSIDERANDO:

Que las diligencias de prueba debenser pedidas, ordenadas
y practicadas dentro del término y a los interesados incumbe

7 Fórmula que se emplea usualmente y desde antiguo en el Tribu-

nal, típica del particular léxico jurídico, para exteriorlzar que el juez te

lo que resuelve. Se comienza así y no “Autos y Vistos", porque de la

petición ya se ha dado necesariamente traslado a la otra parte. y el

mismo “se considera dictado en calidad de autos" (art. 29 decreto-ley
23398/56). No es sino una abreviatura de otra fórmula que a veces
también se emplea: “Y vistos, estos autos .para resolver la incidencm

planteada a fs. y contestada a fs. '.
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urgir para que sean efectuadas oportunamente (art. 118 Cód.

Proced.).

Que encontrándose vencido el término probatorio sin que
se haya agregado a los autos debidamente diligenciado, el oficio

librado al Banco de la Nación. la negligencia planteada es pro-
cedente.

Que no habiéndose pedido nuevo día para que la demandada
absuelva posiciones, no obstante el fracaso de la audiencia ante-

rior, también procede la negligencia acusada a ese respecto.
Por estas consideraciones y no surgiendo ni alegándose que

se trate de la excepción contemplada en la citada disposición
legal (omisión de las autoridades encargadas de recibir las prue-
bas), RESUELVO: Hacer lugar a la negligencia interpuesta, dan-

do a la parte actora por perdido el derecho a la prueba de infor-

me al Banco de la Nación y de posiciones a la demandada. Con

costas, a cuyo efecto regulo el honorario del Dr. . . . . . . . . en la

suma de . . . . . .. Notifíquese personalmente o por cédula.

Firma del Juez

Tales resoluciones pueden recurrirse por vía de aclaratoria.

nulidad y apelación.
3

La aclaratoria hay que interponerla dentro del día siguiente
al de la notificación, y cabría en el supuesto de que se hubiese

omitido decidir sobre las costas, o dado por decaído el derecho

a producir una de las dos pruebas motivo de las incidencias, etc.

La nulidad como recurso sería viable, por. ej. si el juez
“a-quo" proveyendo al pedido de una de las partes, o de oficio.

hubiese revocado la resolución, toda vez que ésta es facultad del

tribunal de alzada. No es necesario interponer este recurso cuan-

do se plantea el de apelación, ya que éste comprende a aquél.
°

En cuanto a la apelación corresponde deducirla dentro del

término de cinco días.10 Si fuera denegada el interesado cuenta

con el recurso de queja ante el Superior, dentro del plazo de tres

días de notificada la denegación.
"

Otros supuestos de providencias de este tipo, serían, la con-

cesión o denegatoria de un pedido de embargo preventivo, el

planteamiento de una excepción dilatoria, de una nulidad de

procedimiento. etc., o sea. cuando se cause un gravamen irrepa-

8 Arts. 222, 237 y 226 Cód. Proced. La segunda resolución puesta
como ejemplo constituye lo que se llama un “incidente” dentro del
desarrollo del juicio y se rige por normas especiales (arts. 403 a 409).

"

9 Art 39 “in fine", ley 14.237.

_‘° Art. 228 Cód. Proced.
" Arts. 234 y 235 Cód. Proced.
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rable o se decida algún artículo. No cabe tampoco contra ellos

recursos de revocatoria, porque se trata de interlocutorias que
tienen fuerza de definitivas.

Deben ser fundadas, conviene insistir en ello, porque es de

la esencia de la forma representativa republicana del país. en

donde la soberanía es popular y el imperium judicial no se ejer-
cita sino previa. motivación (arts. l, 22 y 33 C. N.)_. y resueltas

por el Juez, no por el Secretario, quien carece de la facultad pro-

pia de decidir.

C) Sentencia definitiva

Buenos Aires, Octubre . de 1958.

Y VISTOS; estos autos para dictar sentencia de los que
RESULTA: "-'

-

1‘!) Se presenta A. K. en representación d_eJ. M-. entablando

demanda de divorcio contra L. S. de M. manifestando que. . ..

(enumeración de los hechos). En" base a lo dispuesto en el art.

67, incs. 1 y 5 de la ley de matrimonio solicita se decrete el di-

vorcio por culpa de la demandada, con costas.

2‘?) Corrido traslado de la demanda a fs. se presenta
Da. L. S. de M. solicitando su rechazo, con costas. Niega todos

los hechos que no reconozca expresamente, y sostiene que la

vida conyugal no se desarrolló como lo relata el actor, sino

así. . . (hechos).

3") Abierta la causa a prueba, se produjo la que certifica el

actuario a fs. . . . . y puestos los autos para alegar de bien pro-

bado, hacen uso de este derecho la parte actora a fs. .. .. y la

parte demandada a fs. llamándose autos para dictar sen-

tencia.
l

Y CONSIDERANDO: m

Del análisis de la prueba aportada por el accionante, resulta

plenamente acreditada la causal del inc. 5° del art. 67 de la ley

12 Es necesario que el juez haga, en primer término. una "relación
de la causa que se va a fallar. designando las partes litigantes y el ob-

jeto del pleito; consignará separadamente lo que resulte respecto de
los hechos alegados por las partes, y hará mérito de cada uno de los

puntos pertinentes de derecho fijados en la discusión". Art. 217, 1% parte
Cód. Proced. En suma. es la parte de la sentencia en donde se rela-
cionan los hechos.

'

13 El fallo “deberá fundarse en el texto expreso de la ley, y a_ falta
de ésta, en los principios jurídicos de la legislación vigente en la materia

respectiva. y en defecto de éstos, en los principios generales del dere-

cho, teniendo en consideración las circunstancias del caso". art. 217. 2'!

parte. En los considerandos el juez aplica el derecho.



de matrimonio. En efecto, el testigo L. C. declara a fs. . . . . con-

cordantemente con los que comparecen a fs. .. . . que. ..

La prueba de descargo resulta ineficaz para neutralizar

aquélla, ya que la conducta injuriosa de la mujer hacia el ma-

rido. . .

Los elementos de juicio resultan, en cambio; insuficientes

para configurar el adulterio invocado, toda vez que. . .

Por estos fundamentos y los que resultan del dictamen del

Sr. Agente Fiscal: FALLO: H Haciendo lugar a la demanda en

lo principal, y en consecuencia. decreto el divorcio de los cónyu-

ges L. S. y J. M. por culpa de la primera y por la causal del

inc. 5'? del art. 67 de la ley de matrimonio. Costas al vencido

(art, 221 Cód. Proc l, a cuyo efecto regulo el honorario del

Dr. . . . . . . en su carácter de apoderado-letrado rie la parte acto-

ra en la suma de pesos . . . . . . . . Asimismo, se fija el del letrado

de la demandada en pesos . . . . . . .. Consentido o ejecutoriado
el presente oficiese al Registro Civil a los fines de su anotación

(art. 59 ley 1565), y oportunamente archivese. Notifíquese por
cédula.

Firma del Juez.

Al igual que en los casos examinados en el punto anterior,
caben aquí los recursos de aclaratoria. apelación y nulidad.

A través de lo expuesto vemos que únicamente la sentencia

definitiva se encuentra sometida a formas solemnes y distintas

a las de los demás pronunciamientos.
Sus efectos son también distintos porque, en principio, sola-

mente eon ella nace la cosa juzgada. 15

Además, la apelación contra una sentencia definitiva se con-

cede "libremente", a no ser que el interesado pida que se acuer-

de “en relación" y siempre en ambos efectos (devolutivo y sus-

pensivo). En las interlocutorias, por el contrario, el recurso se

H La decisión, conf. art. 217, 31 parte y 216, debe ser “expresa, po-
sitiva y precisa, con arreglo a las acciones deducidas enel juicio. decla-
rando el derecho de los lltigantes y condenando o absolviendo de la
demanda en todo o en parte". Esta es la parte dispositiva. Si hay varios
puntos litigiosos se separarán (art. 218). Si se tratara del pago de fru-
tos, intereses o daños y perjuicios, fijará su importe o establecerá las
bases (art. 219), pudiendo hacerlo aunque de la existencia del crédito. o

(le los perjuicios reclamados, no resulte justificado su monto (art. 37,
ley 14.237).

1-" En los interlocutorios se produce la preclusión. Por excepción.
se admite que algunos de éstos producen cosa juzgada: cuando se ha
agotado el debate con amplitud de procedimiento y resuelve sobre al-
guna materia importante que cierra toda discusión posterior.
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admite únicamente “en relación" y puede'serlo en un solo efec-

to. 1“

Concordantemente con ello los recursos libres y en relación

se tramitan en segunda instancia de distinta manera, en el pri-
mer caso con mayor amplitud de defensas.

Quede entendido que la Cámara es la verdadera dueña o

depositaria del [recurso de apelación, y por eso puede modificar

de oficio o a petición de parte la forma en que fué concedido por
el juez (arg. arts. 270 Cód. Proced.), ya sea por habérselo conce-

dido restringido debiendo serlo amplio; ya sea por habérselo con-

cedido en un solo efecto debiendo serlo en ambos. También, para
resolver sobre su perención (arts. 2°, párr_ ley 14.191).

D) Agra'vios del recurrente

Resumiremos algunas de las normas que puede tener en

cuenta un litigante disconforme para atacar una sentencia defi-

nitiva:
.

a) Si los autos no se encontraban en condiciones de dictar

sentencia definitiva, y se violaron las formas sustanciales del

juicio. 17

b) Si no se cumplieron las formalidades intrínsecas.

c) Si la decisión excede lo que ha sido materia de la litis.m

d) Si no se consideraron todas las pruebas. 19

e) Si no se resolvieron todos los puntos.
'-’°

16 Arts. 229 y 230 _v 47 y 48 Cód. Proced. Normalmente la apelación
de una providencia interlocutoria se concede en ambos efectos. y por

excepción al solo efecto devolutivo, cuando la ley expresamente lo auto-
riza. ej. alimentos concedidos, art. 605 Cód. cit. Entonces, se saca testi-

monio de la resolución apelada para su ejecución y se envia el expe-
diente al Superior. Se sigue ejecutando mientras este último no re-

suelva lo contrario. En suma, cuando la apelación se. concede en ambos

efectos. queda suspendida la ejecución de la providencia recurrida. y
cuando se concede al solo efectivo devolutivo, no. En la práctica. se ex-

presa en el auto: “Concédese, en relación, el recurso de apelación inter-

puesto", lo que significa que es en ambos efectos. Cuando se concede
en uno solo se hace la salvedad: “Concédese en relación y al solo efecto

devolutivo, etc.".
71 Ej. cuando habiendo hechos controvertidos no se abrió la causa

a prueba, o no se dictó la providencia de “autos para la sentencia".
13 Al juez le está vedado apartarse de los hechos sometidos a su

consideración, ni puede fundarse en los que conozca a titulo personal.
19 Debe tratarse de una omisión sustancial. ej. no haber tenido a

la vista un expediente que había sido ofrecido como prueba. Pero no

hay obligación de mencionar en la resolución todas las pruebas.
3° En caso de suprimir alguno se debe recurrir por via de aclara-

toria. El juzgador no necesita considerar todas 'las alegaciones o rebatir
todos los argumentos; basta con que analice los más importantes.
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f) Si no se funda en derecho. 21

g) Si no hay concordancia entre los considerandos y la re-

solución. 22

h) Si no se analizó la jurisprudencia invocada. en el caso

de que contradiga otra anterior de la misma Cámara.
‘-’='

'

i) Agravios en particular.'-"
Para terminar referiremos distintas causas que han deter-

minado a nuestros tribunales a anular fallos de primera instan-

cia: 1) haber hecho mérito de prueba declarada nula; 2) omitido
la intervención del Asesor de Menores, o del Age_nte Fiscal, o de

ctra parte interesada: 3) no resolver una defensa que impedía
(-l progreso de la acción, ej. prescripción: 4) entrega de una cosa

distinta o mayor a la peticionada; 5) falta de fecha, si no pudo
determinarse por algún otro medio; 6| falta de relación de la

causa; 7) decretar simulado un acto sin que hubiese sido plan-
teado por vía reconvencional: 8) hacer mérito de hechos alega-
dos fuera de término; 9) ausencia de todo fundamento legal. etc.

En muchos casos. cuando el agravio es reparable por vía del re-

curso de apelación. se ha rechazado la nulidad.

'-" Puede apartarse del invocado por las partes. “iura curia novit",
pero no sustituir la acción promovida. Debe resolver siempre según la

ley y no puede negarse a fallar so pretexto de silencio,- obscuridad o

deficiencia de la misma (arts. 59, 60. 61 y 62 Cód. Proced.).
23 Como enseña Alsina. “desde el punto de vista de su estructura

lógica. la sentencia constituye un silogismo. en el que la premisa mayor
está dada por la norma abstracta. la menor por el caso concreto, y la

conclusión por la parte dispositiva" (Tratado t. ll. p. 552). Ver mismo

autor en D.J.A. del lG/lX/SB N9 7232.
3“ Interesa a los fines del nuevo recurso de inaplicahilidad de ley.

que sanciona el'art. 28 del decreto-ley 1285/58.
2' Art. 242 Cód. Proced. Para cumplir con la finalidad que la ley le

atribuye, la expresión de agravios debe contener un análisis razonada.
minucioso y concreto de cada una de las cuestiones decididas en la sen-

tencia. puntualizando y demostrando errores atribuidos que se preten-
dan rectificar. De lo contrario. el recurso se reputa desierto en todo o

en'parte. no bastando tampoco con remitirse a escritos anteriores. Sobre
estos principios existe jurisprudencia uniforme de nuestros tribunales.
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PROYECTO DE PLAN DE ESTUDIOS PRESENTADO POR

EL MOVIMIENTO HUMANISTA DE DERECHO

El Movimiento Humanista de Derecho, cumpliendo una res-

ponsabilidad ineludible, se hace eco de la necesidad de ofrecer

al cuerpo profesora] y al estudiantado de esta casa un antepro-
yecto como punto de partida para una reestructuración del ac-

tual sistema de enseñanza.
El mismo es fruto de largos meses de labor, pero desde ya

señalamos su carácter perfectible.
Esperamos el más amplio debate sobre el tema, dispuestos

a aceptar las críticas y sugerencias que se nos hagan llegar.

ANTEPROYECTO DE PLAN DE ESTUDIOS PARA LA

FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS SOCIALES

I. FUNDAMENTOS

Visto:

La necesidad impostergable de reformar el actual plan de en-

señanza, pues su estructura:

a) no permite a la Facultad cumplir con la misión integralmen-
te formativa y científica que la incumbe;

b) no orienta vocacionalmente al estudiante, impidiéndose ajus-
tar su mente al medio intelectual, moral y social en que de-

berá actuar;
c) no proporciona al estudiante una capacitación profesional

adecuada, finalidad primordial de una Facultad de Derecho;

Considerando:

Que el principal de estos defectos radica enla flagrante des-

conexión entre quienes tienen la función de comunicar el saber

y quienes vienen en busca del mismo;
Que al generalizarse este vicio se ha terminado con la exis-

tencia de maestros y alumnos, existiendo actualmente sólo exa-

minadores y examinandos;
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Que los alumnos no cuentan de esta manera con quien les
oriente en los estudios, quedando librados a su autoformación;

Que, aparte de que de esta manera se desvirtúa la misión
docente de la Facultad, este sistema es esencialmente antipeda-
gógico y anticintífico, pues se pierde la orientación de los estu-
dios hacia la búsqueda de la verdad. por un lado. y por otro se

provoca el gran número de fracasos a que desgraciadamente es-

tamos tan acostumbrados;

Que, aun consiguiéndose un contacto directo entre profeso-
res y alumnos. no estaria todo hecho. por cuanto no debe des-
cuidarse la función de investigación, sobre todo en las discipli-
nas menos trabajadas;

Que la investigación es por sobre todo fuente creadora de

cultura, y como tal está indisolublemente unida a la misión filo-

sófico-científica de la universidad;

Que hay que solucionar el inconveniente de la visión parcia-
lizada del Derecho, provocado por el método generalizado de es-

tudiar cada materia por separado para aprobar el examen. co-

rrespondiente;
Que, además hay que integrar el conocimiento jurídico den-

tro de la unidad del conocimiento en general. mirando a las otras

disciplinas como fundamento indestructible del saber;

Que estamos contestes de lo inconveniente del examen co-

mo medio exclusivo de promoción, por cuanto significa general-
mente para el estudiante un riesgo en el que se juega a veces

varios meses de trabajo, sin demostrar cabalmente la cantidad

y calidad de los conocimientos poseídos:

Que, sin embargo, no puede prescindirse totalmente de él,

dado que constituye una oportunidad tal vez única de repasar y

adquirir un conocimiento de conjunto de la materia, a la vez que
-—bien entendido- puede ser un importante elemento de juicio
para la apreciación del poder de sintesis del estudiante: por
otra parte, ni la práctica extranjera aconseja la supresión total

del examen final, ni la situación actual de la Facultad lo permite;

Que, por lo tanto. coordinando el examen final con exáme-

nes parciales y otras calificaciones suplementarias. creemos que

pueden evitarse los inconvenientes a que haciamos referencia;

Por todo lo expuesto, el M.H.D. pone a la consideración y al

debate el siguiente plan de estudios:

A) Ciclo I ntroductorio

Crítica e introduccióna la filosofía

Historia de la Cultura

Historia del Derecho
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Introducción al-Derecho: Teoría general del Derecho
. Enciclopedia jurídica.

El ciclo introductorio es creado con el objeto de asegurar al

estudiante de Derecho una efectiva integración con la carrera

profesional que inicia.

1'. — Son tipos de admisión tradicionalmente aceptados al

examen de ingreso y el régimen de libre ingreso. Ellos ofrecen

las siguientes desventajas:

a) Libre ingreso.

1'? El estudiante sufre un cambio brusco y antipedagógico
después de haber sufrido las deficiencias sustanciales de la en-

señanza media.
'

2‘? No despierta la vocación profesional del alumno.
. . wea-¿2‘ 13?. . .. "hay ¿"-4 m

3° No promueve la perspectiva intelectual necesaria a todo

estudio sistemático.

4° Concentra los vicios de una carrera de autodidactas, ya

que no ofrece la posibilidad de una integración universitaria. Es

factor de dispersión y no de unión y, en este último aspecto. dis-

criminatorio.

b) Examen.

1° Adolece de las deficiencias del examen entendido como

un comprobante de conocimientos adquiridos de una manera in-

dividual y fraccionada, y no como la resultante de un trabajo
común entre profesor y alumno.

2° Se desvirtúa el contenido de materias de carácter forma-

tivo con un análisis enciclopédico por parte del alumno.

39 Actúa como valla selectiva sin asegurar el trabajo inte-

lectual por parte del futuro estudiante.

II. — El ciclo introductorio cumple una finalidad esencial,
que comprende los siguientes aspectos: Crear las posibilidades
mínimas para una efectiva formación intelectual y coaccional;
ofrecer en una amplia perspectiva de temas fundamentales las

líneas directrices del quehacer humano en el plano filosófico,
histórico y jurídico.

La mencionada finalidad sintetiza el sentirlo profundamente
formativo del ciclo introductorio. El M.H.D. entiende que un es-

tudio del Derecho no tiene sentido si no está afirmado en el co-

nocimiento de disciplinas que hacen a la comprensión del hom-

bre. Se intenta, pues, que el estudiante realice su vocación uni-
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versitaria, que por lo menos trate de penetrar el sentido de una

ciencia que infundirá una vida y una realización profesional.

III. — El contenido minimo de las materias que integran
el ciclo introductorio debe responder a la finalidad expuesta:

a) La Crítica o lógica mayor, estudia las relaciones entre el

pensamiento y la realidad. esto es, si entre el pensamiento y la

realidad existe conformidad o si no es posible tal adecuación.

La introducción a la filosofía debe encaminarse a la aplica-
ción de los principios de la Crítica. al análisis de la Teoría del

Conocimiento en sus diversas escuelas.

b) Es preciso distinguir en la Historia de la Cultura el sen-

tido antropológico. que se funda en una unión espiritual viva y
activa y en la comunidad de destino de un grupo de pueblos
estrechamente unidos.

El estudiante debe tener la suficiente perspectiva para vol-

ver la mirada a las fuentes de donde brota el impulso creador de

una civilización, y penetrar en las capas profundas de su ser

histórico.

El objeto de la historia es el descubrimiento del hombre his-

tórico que origina determinadas formas de cultura. Estas, a su

vez. son las raíces fundamentales de las instituciones sociales.

c) Integrado con la historia de la cultura. el estudio histó-

rico del Derecho debe señalar el carácter distintivo de las insti-
tuciones jurídicas que sintetizan determinadas formas de cultura.

d) La introducción al estudio científico del Derecho resulta
de las materias adoptadas.

La Teoria general del Derecho resume un análisis crítico y
una ubicación histórica de los supuestos fundamentales del De-
recho.

Y, en su aspecto complementario. la Introducción al Dere-
cho comprende el estudio dogmático de las disciplinas que com-

ponen el Ciclo Profesional.

B) Ciclo Profesional.

1er. año:

Derecho Romano (3)

Derecho Civil I (l)
Derecho Penal I (2)
Derecho Procesal I (1)
Derecho Constitucional (3)

Optativa (Grupo histórico)
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2° año:

Derecho Civil II (1)'
Derecho Penal II (2)
Derecho Comercial I (1)
Derecho Procesal II (1)
Economía Política (3)
Optativa (Grupo jurídico)

3er. año:

Derecho Civil III (1)
Derecho Comercial II (1)
Derecho Procesal III (1)
Derecho Social (2)
Finanzas, Derecho Fiscal y_ Financiero (2)

4° año:
I

Derecho Civil IV (1)
Derecho Comercial III (1)
Derecho Administrativo I (3)
Derecho Agrario y Minero (2)
Derecho Internacional Público (3)
Optativa (Grupo económico-social )

5'! año:

Derecho Civil V (1)
Derecho Comercial IV (1)
Derecho Administrativo II (1)
Derecho Internacional Privado (3)
Filosofía del Derecho (_3)
Práctica Forense (1)

Materias optativas:

a) Grupo histórico: temas a fijarse sobre Historia Argentina,
a elección del alumno.

b) Grupo jurídico: Derecho Romano, Derecho Canónico, Fuen-

tes del Código Civil, Criminología, a elección.

c) Grupo económico-social: Sociología, Economía Argentina,
Contabilidad.

Consideraciones

II. — La frondosidad de los programas y de las materias

dificulta la investigación y, sumada a la enorme cantidad de

alumnos existente, imposibilita la adquisición de la práctica in-

dispensable. -
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Por ello se han dividido algunas materias; una mayor in-

tensidad en los estudios elevará la jerarquía científica de la Fa-

cultad, al mismo tiempo que habilitará al estudiante para ejer-
cer mejor su futura profesión.

II. — Sin embargo, de nada vale la intensificación del estu-

dio si no se contempla debidamente el aspecto práctico de la en-

señanza. Se procura con una nueva organización subsanar este

problema al menos parcialmente, al mismo tiempo que crear un

ambiente más propicio para la investigación y la ciencia.

Se hace obligatoria la asistencia a clases prácticas en las

materias de Derecho Civil, Comercial y Procesal, esperando así

proporcionar al estudiante un contacto directo con los profeso-
res y con los problemas sobre la base del diálogo _y del análisis

de casos concretos. Dichas clases, que vendrían a reemplazar a

los actuales primero y segundo ciclo de trabajos prácticos. per-
mitirían a la vez lograr la tan conveniente simultaneidad entre

la práctica y la teoría.

En otras materias dicho sistema de clases es optativo, a

cambio de un serio trabajo de investigación que determine la

cátedra. A los efectos de la vocación aparte de dicha opción. se

establecen materias optativas, todo ello ideado sobre la base de

prácticas extranjeras de‘reconocido beneficio.

II. — La Facultad no es sólo una escuela técnica. El aspecto
científico recibe preferente atención, en lo que es materia de un

plan de estudios: las exigencias establecidas a este respecto sig-
nifican que cada alumno habrá realizado por lo menos un tra-

bajo de investigación en cada rama del derecho, considerando

clases prácticas y monografías. Se prevén también modificacio-

nes en cuanto a la organización de las cátedra.= e institutos.

1V. — No puede, por fin, pensarse en un profesional uni-

versitario inculto. cualquiera sea la orientación que se dé a los

estudios; por ello no se descuida este aspecto, tratando de brin-

dar al estudiante una cantidad de conocimientos generales, den-

tro y fuera del ámbito jurídico. Como una cultura superficial no

es verdaderamente una cultura auténtica, se fomenta por diver-
sos medios de especialización una profundidad adecuada en los

conocimientos.

C) Sistema de enseñanza y promoción.

I. — Ciclo Introductorio: cursos de ocho meses de duración.

a) clases teóricas dictadas por el profesor titular sin asisten-
"

cia obligatoria;
b) los profesores adjuntos y auxiliares de cátedra dictarán

dos clases semanales de asistencia obligatoria en un 70%
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C

d

e

f

a un número'no mayor de 50 alumnos por cUrsol Se dic-
tarán tantos cursos como sea necesario para cubrir el nú-
mero de alumnos inscriptos;
los profesores adjuntos valiéndose de los auxiliares de cá-
tedra deberán hacer efectivo el contacto permanente con

el alumno guiándolo en sus estudios y en sus trabajos de

investigación;
se someterá a los alumnos a cuatro exámenes parciales du-
rante el año en cada materia;

se tomará un examen final decada materia. En eSte exa-
men se tendrá en cuenta el pormedio de calificaciones ob-
tenido en los exámenes parciales;

) para cursar el primer año del ciclo profesional los alumnos

deberán haber aprobado todas las materias del ciclo intro-

ductorio.

V

V

v

II. — Ciclo Profesional_

1‘? Materias con cursos teórico-prácticos de ocho meses de du-

'92

ración. >
¡J

clases teóricas del profesor titular sin asistencia obliga-
toria a clase;

a)

b) dos clases prácticas semanales de concurrencia obligato-
ria en un 70%, dictadas por los profesores adjuntos y
auxiliares de cátedra;

c) las clases prácticas serán dictadas en base a casos concre-

tos y con la máxima intervención del alumno;

d) habrá cuatro exámenes parciales durante el año, de los

cuales deberán aprobarse por lo menos tres.

e) un examen final. En este examen se tomará en cuenta el

promedio de las calificaciones obtenidas en los exámenes

parciales.

Materias con cursos teórico-prácticos de cuatro meses de du-

ración. El mismo sistema que el anterior con tres exámenes

parciales, de los cuales deberán aprobarse por lo menos dos.

Materias con un trabajo de investigación obligatorio previo
al examen final. Dicho trabajo de investigación deberá reali-

zarse con una estrecha vinculación entre el profesor encarga-
do y el alumno, de acuerdo con el sistema actualmente en

vigencia en el Instituto de Derecho Civil.

4° Materias optativas. Régimen de examen final.
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Los exámenes finales se efectuarán en los meses de marzo,

julio, noviembre y diciembre.

Las materias señaladas con los números (1), (2) y (3) en

la enumeración del ciclo profesional correspónden a los items.

1°, 2° y 3°, respectivamente.
La correlatividad de las materias y la promoción de uno a

otro año en el ciclo profesional se rige por el sistema actual-

mente en vigencia.
Nom: El sistema de este plan de estudios comenzaría a re-

gir el año entrante con los estudiantes que cursan el Ciclo Bá-

sico y con aquellos que no hayan rendido más de dos materias

al turno de diciembre del actual.

Comisión de estudios del M.H.D.:

José Antonelli - Oscar Rovira - Horacio

Aramburu - Pedro de Elizalde.

Agosto de 1958.
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ESTADISTICA DE EXAMENES Y DE CURSOS

DE PROMOCION

Damos aquí para conocimiento de quienes se interesen por
la marcha de la Facultad de Derecho, un cómputo de promocio-
nes —exámenes y cursos intensivos- durante 1957.

Algunas consecuencias interesantes pueden extraerse de su

análisis. Empero, queremos prevenir contra conclusiones apre-
suradas. Los cuadros que siguen son simplemente, como' su lec-

tura lo evidencia, una simple suma de los inscriptos, ausentes,

presentes, etc., en los exámenes y cursos, y nada más.

Es necesario determinar quiénes son estos alumnos que rin-

den 28.996 exámenes por año, cuántas pruebas ha rendido cada

uno, y así el análisis individual completará este resumen gene-
ral. También interesa un censo de ingresos y otro de egresos, y
—acaso lo más importante- el cómputo de alumnos en activi-

dad, que nos lo da el padrán anual de votantes del claustro es-

tudiantil.
’

Si nos fuera posible, completaríamos estos aspectos en un nú-

mero posterior, y entonces sí nos animaríamos a extraer algunos
resultados de estas operaciones matemáticas que ahora tenemos.

La cuestión no es puramente teórica, pues la determinación

de estos hechos facilitará la tarea de organización de cursos,

seminarios, trabajos prácticos. Y permitirá hablar de los proble-
mas de la facultad con conocimiento preciso de un aspecto sus-

tancial, los alumnos.
'

E. A.
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ESTADISTICA DE EXAMENES

TOTAL. AÑO 1957

Primer Año lnsc. Aus Pres. Sob. Dis. Bue. Apro. Ins.

DERECHO PENAL 1°

Jorge E. Coll . . . . . . .. 1590 783 807 47 105 210 289 156

Sebastián Soler . . . . . .. 890 464 426 12 45 91 155 122

Juan Sllva Riestra 319 180 139 6 21 33 41 38

E. Ramos Mejía (ju-dic) 382 194 188 l 15 40 72 60

3181 1621 1560 66 187 374 557 376

INT. AL DERECHO

R. Zorraquín Becú 1948 941 1007 89 197 271 430

Julio C. Cueto Rúa . . . . 621 269 352 75 108 lll

Ricardo Levene . . . . . .. 1389 683 706
143 147 150

42
101 118 204 198

Moisés Nilve (jun-dic). 932 380 552 78
7

2

R. F. Entelman (oct-dic) 64 7 57 14 21 12

G. R. Carrió (oct-dic).. 5 1 4 — 3 1

H. J. Solari (nov-dic) .. 10 — 10 2 2 2

8

NI

9:38:58
4969 2281 2688 1 319 549 756 504

DERECHO POLITICO

A. Romero Carranza .. 1912 1068 844 23 49 108 284 380

Rodolfo Martinez 1851 836 1015 23 113 282 355 242

Carlos S. Fayt . . . . . . .. 1241 777 464 6 30 73 159 196

5004 2681 2323 52 192 463 798 818

DERECHO ROMANO

Carlos E. Ambrosioni .. 310 163 147 1 10 15 54 67

MiguelSussini (h) 1854 764 1090 65 152 190 394 299

2164 927 1237 66 162 195 448 366

DERECHO CIVIL 19

Sanchez de Bustamante 2511 1383 1128 13 61 118 328 608

Lopez Olaciregui . . . . .. 1411 858 553 2

José F. Bi_dau . . . . . . .. 2664 1346 1318 21 86 129 337 745
A. M. Flentas (jul-dic) 646 368 278 6 19 34 65 154
N. Halperín (jul-dic) .. 828 540 5

'

_

8060 4495 3565 47 209 395 920 1994

Total Primer Año..... 233781200511373 391 1069 1976 3479 4458

E
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Segundo Año: Insc. Aus. Pres. Sob. Dis. Bue. Apro. Ins.

DERECHO CIVIL 119
Luis M. Boffi Boggero 168-1 761 923 96 174 243 24-1 166

Aquiles I-I. Guaglianone 1785 936 849 22 67 137 368 255

3469 1697 1772 118 241 380 612 421

HIST. CONSTITUCIONAL

S. V. Linares Quintana 965 449 516 20 47 77 177 195

Héctor P. Lanfranco .. 1302 540 762 30 71 129 281 251

2267 989 1278
'

50 118 206 458 446

DERECHO PENAL II?

Francisco Laplaza 389 187 202 11 9 29 123 30

José Peco . . . . . . . . . . .. 1615 640 975 5 53 231 483 203

Ernesto J. Ure (jul-dic) 606
l

270 336 9 28 7 150 71

2610 1097 1514 25 90 338 756 304

ECONOMIA POLITICA

W. Beveraggi Allende. 216 84 132 — 6 40 38 48

O. Williams Alzaga 1535 584 951 23 123 214 254 337

1751 668 1083 23 129 254 292 385

INTERN. PUBLICO

Luis A. Podestá Costa 184-1 1002 842 7 76 160 293 306

Isidoro Ruiz Moreno .. 253 130 123 7 9 25 43 39

2097 1132 965 14 85 185 336 345

Total Segundo Año 12194 5583 6611 230 663 1363 2454 190]

Tercer Año:

DERECHO CIVIL III'P

Marco A. Risolía 965 446 519 8 29 67 - 220 195
José M. Saravia . . . . .. 1199 535 864 2 22 121. 261 258

2164 981 1383 10 51 188 481 453

DER. COMERCIAL I‘?
_

Carlos C. Malagarriga.. 883 52] 362 6 26 53 78 199

Enrique A. Aztiria . 1464 765 699 13 55 124 228 279

2347 1286 1061 19 81 177 306 478

FINANZAS Y D. FIN.

Guillermo Ahumada . 982 377 605 30 34 183 162 1-16

DERECHO CONSTIT.

C. Sánchez Viamonte .. 1046 268 778 27 83 211 355 102

Alberto G. Padilla 665 210 455 33 91 128 123 80

1711 478 1233 60 174 339 478 182
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Insc. Aus. Pres. Sob. Dis. Bue. Apro. Ins.

DER. PROCESAL 19

José C. Sartorio . . . . .. 1151 448 703 8 60 165 286
Mario A. Oderigo 478 234 244 11 27 61 71 74

1629 682 947 19 87 226 357 258

Total Tercer Año 8833 3804 5029 138 447 1113 1784 1517

Cuarto Año:

FILOSOFIA DEL DER.
Ambrosio L. Gloja .. .. 486 178 308 21 45 95 98 49
Martín T. Ruiz Moreno 323 152 171 9 30 32 60 40

809 330 479 30 75 127 158 89

DERECHO CIVIL IV9
Julio Dassen . . . . . . .. 1161 393 768 47 128 I99 277 117

DER. COMERCIAL 119

Agustín N. Matienzo .. 1640 636 1004 21 147 272 426 138

Ignacio Winizky . . . . . . 49 29 20 — 3 3 7 7

1689 665 1024 21 150 275 433 ' 1-15

DER. PROCESAL 119

Carlos A. Ayarragaray. 773 236 537 9 66 165 209 88

Mauricio A. Ottolenghi 100 40 60 — 5 12 31 12

873 276 597 9 71 177 240 100

D. AGRARIO Y MIN.
Walter Jakob . . . . . . .. 831 343 488 — 23 117 259 89

DERECHO SOCIAL
A. D. Machera (jun-dic) - 395 185 210 5 10 '14 115 36

Manuel Pinto (jul-dic) 329 131 198 7 30 32 69 60

F. Gianotti (mar-may) 275 103 172 1 19 49 75 28
'

999 419 580 13 59 125 259 124

Total Cuarto Año . 6362 2426 3936 120 506 1020 1626 664

Quinto Año:
'

DERECHO CIVIL V9
Díaz de Guijarro 848 300 548 12 33 96 237 170

D. DE LA NAVEGACION
Rodolfo Clusellas 856 313 513 Il 12 112 229 1.49

DER. ADMINISTRAT.
Manuel Díez . . . . . . . .. 40 16 24 3 4 5 7 5
Rafael Bielsa . . . . . . .. 1057 515 542 6 41 170 204 121

1097 431 566 9 45 175 211 126

INTERN. PRIVADO
(‘arloe M. Vico 570 180 390 5 44 99 142 100

Total Quinto Año 3371 1324 2047 37 164 482 819 545

Total general . . . . . . . .. 54138 25142 28996 916 28‘79 5954 10162 9085
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CURSOS INTENSIVOS DE PROMOCION SIN EXAMEN

Asignatura Alum. Sob. Dis. Bue. Apm. Insuf.

inscrip.

FILOSOFIA DEL DERECHO

Año 1956: 20/8-20/11 . . . . . . . . . . . . .. 32 2 4 12 12 2

Año 1957:
1er. curso: 1/4-30/6 . . . . . . . . . . . . . .. 15 2 5 1 7 —

2do. curso: 1/8-30/10 . . . . . . . . . . . . .. 20 2 5 5 8 —

DERECHO CIVIL (V9 curso)

Año 1956: 20/8-20/11 . . . . . . . . . . . . .. 28 — 4 9 15 —

Año 1957:
1er. curso: 1/4-9/8 . . . . . . . . . . . . . . .. 18 2 5 6 2 —

2do curso: 9/8-6/12 . . . . . . . . 16 1 4 5 6 —

HISTORIA CONSTITUCIONAL

Año 1957:
7er. curso: 1/4-30/6 . . . . . . . . . . . . . . .. 16 3 6 3 2 2

2do. curso: 6/84/12 . . . . . . . . . . . . . .. 20 3 6 4 2

DCHO. DE LA NAVEGACION

Año 1957:
1er. curso: 8/4-7/7 . . . . . . . . . . . . . . .. 20 — 2 8 10 —

2do. curso: 14/8-13/12 . . . . . . . . . . . .. 18 5 2 5 6 —

DERECHO PROCESAL I"

Año 1957:
1er. curso: 26/4-30/8 . . . . . . . . . . . . .. 15 3 6 3 3 —

2do. curso: 2/9-23/12 . . . . . . . . . . . .. 17 4 8 1 4 —

EXAMENES ESCRITOS PARCIALES

AÑO 1957

Asignatura Alumnos Sob. Dis. Bue. Apr.
inscrip.

DERECHO LA NAVEGACION

1er. curso . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. 12 2 1 9 —

2do. curso . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. 28 — 5 23 —

FILOSOFIA DEL DERECHO

1er. curso . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. 11 — 7 4 —

2do. curso . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. 49 1 . 9 39 —

DERECHO COMERCIAL 119

1er. curso (agosto-nov.) . . . . . . . . . . . . . . . .. 31-- 3 19 8 1

DERECHO PROCESAL II‘P

1er. curso (oct-dic) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. 19 — 9 9 1
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ANÍBAL BASCUÑÁN VALDÉS. Manual de Técnica de Investigación Juridica
social. Editorial Juridica de Chile.

Debemos saludar la loable inicia-
tiva de la Editorial Juridica de

Chile de reeditar en su colección

de Manuales Jurídicos el que es-

cribió Anibal Bascuñán Valdés so-

bre el interesante tema de la in-

vestigación en el campo de las

ciencias jurídicas. Se hace sentir
en nuestros medios universitarios,
y no solamente entre los estudian-

tes, la falta de una guía sencilla,
que muestre el camino y permita
allanar las dificultades propias de
toda iniciación en el estudio cien-
tifico de temas de ciencias jurídi-
cas y sociales.

Ha dividido el A. en dos partes
su trabajo; en la primera realiza
una serie de consideraciones sobre

los presupuestos previos a la ini-

ciación de la investigación. Asi, sin

que signifique hacer un estudio

profundo del tema, se sientan con-

sideraciones necesarias sobre el

objeto de la ciencia juridica y la
ubicación de ésta en el concierto
de las demás ciencias.

'

Sin tomar partido reseña la más

importante división, dejando de la-

do la posición realista naturalista

que considera al Derecho como

parte de la Sociologia. Asi nos pre-
senta por un lado la posición que
ve el Derecho como constituyendo
un objeto de cultura, impregnado
de valoración, y por lo tanto con-

sidera a la ciencia juridica como

ciencia de objetos reales ( fácticos]
culturales y frente a ésta la posi-
ción que ubica al Derecho en el

campo de un deber ser kantiano, y
a la ciencia del mismo desprendi-
da de toda valoración, como una

eidética-normativa.

Lógicamente la respuesta al pro-
blema de la naturaleza del objeto
jurídico condiciona la respuesta al

problema del método; pero sin en-

trar en polémicas, pues no es tal
el objeto del trabajo que conside-

ramos, queda sentada la diferen-
c1a entre el método y la técnica,
conceptuando al primero como ‘ca-

mino del pensamiento científico

para la búsqueda de la verdad...”,
y diciendo de la segunda que es

“modo de hacer que comprende la

elaboración, adecuación y manejo
del utilaje y material científico pa-
ra la obtención o comprobación y
ordenación de los hechos o los da-
tos sobre los cuales operará, de

acuerdo con las reglas metodológi-
cas, el sujeto cognoscente".
'I‘onia bajo su estudio la técnica

cientifica o técnica de la investiga-
ción científica, y la distingue de

otras clases de actividades en las

que reconoce un nexo común: téc-

nica legislativa, técnica jurisdic-
cional, técnica forense, pues la téc-

nica de la investigación no es un

conocer orientado a lo práctico, si-

no que “es un saber práctiCo al ser-

vicio de un saber científico".

En la segunda parte de la obra

que comentamos, el A. entra a con-

siderar los problemas prácticos que

presenta el realizar un trabajo de

investigación. Divide en cuatro eta-

pas el desarrollo de la tarea de una

investigación monográfica, el plan-
teamiento. la erudición, la cons-

trucción y la exposición; cada una

de estas fases presenta sus proble-
mas y condiciones particulares. a

los que el A. trata de contribuir a

solucionar cuidando siempre no

salirse del limite fijado, que es el

de. un manual práctico y no un

manual o tratado de teoría o me-

tórlica del-Derecho; es así como se

ocupa preferentemente de las dis-
tintas clases de fichas y otros ele.

mentos necesarios y de su ordena-
ción y manejo.

155



Debemos repetir nuestros con-

ceptos del comienzo en elogio a la
sencillez y utilidad de este manual.
Se ha huido de toda afectación de
erudición y de toda discusión bi-
zantina, pretendiendo solamente
facilitar conocimientos necesarios
a los estudiantes que se inician en

las tareas de investigación mono-

gráfica, y el propósito se ha conse-

guido. Su lectura será útil no so-

lamente a estudiantes sino también
a todos aquellos que como egresa-
dos o profesores realicen trabajos
de investigación en ciencias juridi-
cas o sociales.

ALBERTO SÁNCHEZ CRESPO

José ENRlQUE MIGUENS, Sociología Económica. Ed. Depalma, Buenos Ai-

res, 1958

Se trata de un compendio conci-
so y notablemente ordenado. más
aún, orgánico y vivo, en el que en-

contramos —ya decantados por la
ciencia y el tiempo- el subsl‘rac-
(um sociológico de las diversas teo-
rías económicas.

El A. no llega al pensamiento
económico abstrayéndolo de la rea-

lidad, sino que, contrario a toda
posición "ideal", rechaza el aleja-
miento de la realidad consideran-
do sistemáticamente a las teorias
económicas con sus presupuestos
filosóficos y sociológicos. Esta po-
sición relativista (en función a

tiempo, lugar, clase de sociedad y
cultura en la que se desarrolla la
teoría económica) no significa “re-

lativismo” escéptico y subjetivo,
sino que traduce la afirmación de

que nuestro pensamiento debe ade-
cuarse a la realidad. Su teoria no

es problemática: al contrario. es

absoluta. pues al subsumirse en la
realidad tal como es y no como

nosotros queremos que sea, carece

de la tipica angustia y frustación
de las posiciones académicas fren-
te a la experiencia.

Las fluctuaciones cíclicas. las

guerras. las luchas por el poder, la
influencia de los grupos de presión
en la vida económica. la interven-
ción del estado etc.. ya no estarán
ubicadas dentro de la patología
económica; el economista de gabi-
nete no se enojará con la realidad
que desbarata sus teorizaciones, si-

no que deberá cambiar de actitud:
tratando de amoldar sus ideas a la
realidad y no a la inversa.

Considera a la escuela clásica co-

mo una concepción mecanicista de
una sociedad estática (equilibrio
de fuerzas). poseída de un racio-
nalismo utilitarista—. lo cual no

es cierto. como lo demuestran los
cstadistas psicológicos en ese sen-

tido- y descompuesta en indivi-
duos aislados, desconociendo la en-

tidad social.

Analiza los aspectos sociales del
valor y del precio —como símbolo

social de mensura del valor econó-

mico- y establece las innumera-
bles cuestiones de índole estricta-
mente sociológicas que pueden in-

cidir en la fijación del mismo: co-

mo en el caso que comenta Clark
(la afirmación de los clásicos de

que cuando disminuye la demanda
se reducen los precios y los consu-

mos), en el cual vemos que el em-

presario no disminuye su produc-
ción. sino que trata de colocarla y

regularizar la demanda. Para esto

almacena las mercaderias sobran-

tes. discrimina los precios según
las zonas y las clases de población.
y por último ,-“esto es algo en

que los clásicos no habian pensa-

do, y es típicamente sociológico-
mediante la excitación en los con-

sumos" por medio de la propagan-
da. de la presión social, opinión pú-
blica o de ciertos vendedores de
“alta presión".‘

‘ (Recordamos que en U.R.S.S. se planifican los consumos. aunque

probablemente son "determinados" por la imposibilidad de elección da-
da la escasez de ciertos productos. y los nuevos medios tan discutidos de

publicidad "subliminal" que se estudian actualmente en E.E.U.U.l.
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Trata a los grupos dirigentes de
los mercados, considerando a la

"ley" de la oferta y la demanda
como un elemento más para ejer-
cer el poder económico dentro del

mercado, robusteciendo o debili-
tando a una de las partes en el
conflicto sobre el precio, pero no

ya determinándolo.

Distingue a los empresarios —

verdaderos propietarios de la em-

presa— de los rentistas, estable-
ciendo que lo que es productivo es

el capital, no el poseedor del mis-

mo, aconsejando estimular a la pe-
queña industria (en la que se con-

funde el carácter de empresario
con el de propietario) o que por
medio del accionariado, el obrero

obtenga una participación en la

empresa.
Dedica el Cap. II al estudio de

las escuelas neoclásicas y de sus

teorias del ciclo económico separa-
das de la teoria general económica.

por considerarlo independiente,
fuera de la normalidad. Sin dejar
de reconocer la magnitud de la
teoría keynesiana, al comentar la

“preferencia por la liquidez". dice

que Keynes olvida el importantísi-
mo papel en la vida económica de
las inversiones de ciertas institu-

ciones, que por sus estatutos, re-

glamentos, etc., está obligadas a

invertir (v.g. el estado, las compa-
ñías de seguros, reaseguros, etc.),
comportándose entonces “irracio-
nalmente" y sometiendo a varia-
ciones a este intento de explica-
ción del ciclo. Más adelante le ob-
serva que generaliza a las colecti-
vidades —distintos grupos socio-

económicos—_ las leyes que aplica
a un solo individuo (“la propen-
sión al consumo” y el “multiplica-
dor”, pues aquéllas con sus innu-
merables distinciones (países poco
desarrollados, o extremadamente

capitalizados, o por otros factores
como el crecimiento demográfico,
etcétera) impiden la aplicación sin
variantes de sus teorias.

Es sabido que Keynes trató que
el estado interviniera en la econo-

mía para evitar la destrucción (le

las formas económicas existentes

(v.g. cuando impulsó la creación
del Banco Internacional durante la

crisis), pero "en su desesperada
tentativa por salvar al capitalismo
liberístico, tal como él lo ha cono-

cido echa a mano a lo peor del ca-

pitalismo socialista, o sea a su sis-
tema racionalista de controles cen-

trales, para mantener lo peor del

capitalismo individualista, o sea el

manejo injusto de la vida econó-

mica por unos pocos privilegiados
y las arbitrarias y enormes dife-
rencias económicas".

En el Cap. III trata de los pre-
supuestos sociológicos básicos de
las escuelas actuales: 1. Considera-
ción de la sociedad como una tota-

lidad funcional (porque es un ente

distinto a la suma (le los indivi-
duos y cada uno de sus elementos
actúa interdependientemente, en-

trelazado, en función de los otros):
2. Voluntarismo (por oposición al
racionalismo clásico): no hay leyes
naturales inmutables, sino que son

alteradas por las decisiones huma.
nas voluntarias, las cuales no son

siempre "racionales", pues partici-
pan de lo ilógico de los pueblos
primitivos, como lo demostrara Lé-

vy-Bruhl en sus escritos póstumos:
son indudables las influencias atá-

vicas, étnicas, del mundo de lo in-

consciente, de la imitación, etc.; 3.

Causalidad funcionalmente interre-

lacionada: en economía sólo pode-
mos hablar de tendencias o proba-
bilidades, no hay causas constan-

tes ni efectos invariables, y éstos

influyen a su vez sobre las causas

formando un complejo inescindi-

ble; 4. Sociedad en desarrollo di-

námico: concepción iniciada- por

Schumpeter en su Teoría del des-

arrollo económico y continuada en

Capitalismo, socialismo y democra-
cia —aunque refutada—-; 2 al decir

que “hay un fenómeno sociológico
de movimiento 'del cual parte su

teoría económica”; 5. Y en lugar
de competencia perfecta (o “im-

perfecta” 'para los neoclásicos) es-

3 (Rononro BLEDEL, Política econónu‘ca de los países insuficientemen-
te desarrollados, ediciones F.U.L.P., La Plata 1957, p. 8 y ss.).
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tudia el problema desde el punto se poseedora y la clase desposeí-
_ de vista de la coerción y la lucha da" sino al complejo problema (le

¿per'el poder, no como “la infantil luchas. conflictos, etc. por la pre-

1 interpretación de la vida económi- eminencia estructural.

’A'er'una única lucha entre la cla- ALEJANDRO H. DAGNINO
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